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Prólogo
El uso indebido de drogas es uno de los más grandes retos a que se enfrenta el mundo hoy día. 
Presente en todos los países, del más rico al más pobre, es un problema que afecta a todos los 
grupos y, en medida creciente, a gente de todas las edades, alimentando la delincuencia, la corrup-
ción y el terrorismo a nivel mundial, generando riquezas inimaginables para unos pocos y daños 
sin límite para la mayoría, cobrándose millones de vidas y amenazando la sostenibilidad misma de 
comunidades en todo el mundo.

La magnitud y los efectos del problema mundial de la droga que ponen a prueba los sistemas de 
salud, enseñanza, justicia penal, bienestar social, los sistemas económicos en todo el mundo hace 
que sea necesario un enfoque amplio, integrado y equilibrado para abordar y contrarrestar el pro-
blema mundial de las drogas, debiendo prestarse la atención adecuada a las personas, las familias, 
las comunidades y la sociedad en general, con miras a promover y proteger la salud, seguridad y 
bienestar de toda la población.

Con mucho pesar vemos que cada vez son más frecuentes el consumo y el microtráfico en las 
comunidades más carenciadas de nuestro País. Los problemas a que se enfrentan estas comuni-
dades y la tendencia a niveles crecientes de uso indebido de drogas, delincuencia y desintegración 
social son preocupantes y dolorosas.

Por esta razón, en muchas de estas comunidades se han emprendido ya iniciativas en cuyo marco 
los organismos gubernamentalesy no gubernamentales se esfuerzan con empeño y determina-
ción por potenciar la capacidad de la población local y atajar los múltiples problemas sociales que 
han adquirido un carácter tan endémico en esas zonas.

No se puede concebir una política sobre drogas sin la inclusión de la agenda 2030, para objetivos 
de desarrollo sostenible. Por ello es necesario intensificar los esfuerzos en el contexto de los pro-
gramas de desarrollo sostenible y a largo plazo para abordar los factores socioeconómicos más 
apremiantes relacionados con las drogas, como el desempleo y la marginación social, que propi-
cian su posterior explotación por las organizaciones delictivas implicadas en delitos relacionados 
con las drogas.

Es absolutamente prioritario y fundamental alentar el fomento de un crecimiento económico inclu-
sivo y promover iniciativas que contribuyan a la erradicación de la pobreza y la sostenibilidad del 
desarrollo  social y económico, establecer medidas que favorezcan el desarrollo rural y mejoren la 
infraestructura y la inclusión y protección sociales, haciendo frente a las consecuencias para el me-
dio ambiente del cultivo ilícito, con la incorporación y participación de las comunidades locales, y 
considerar la posibilidad de adoptar medidas voluntarias para promover los productos provenien-
tes del desarrollo alternativo, incluido el desarrollo alternativo preventivo, según proceda, para que 
estos tengan acceso a los mercados, de conformidad con las normas comerciales multilaterales 
aplicables y con el derecho nacional e internacional, en el marco de estrategias de lucha contra la 
droga, amplias y equilibradas.

El gobierno del Paraguay, reconoce que para abordar y contrarrestar el problema de las drogas con 
resultados satisfactorios, es preciso que las autoridades nacionales mantengan una estrecha coo-
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peración y coordinación a todos los niveles, en particular en los sectores de la salud, la educación, 
la justicia y el cumplimiento de la ley, teniendo en cuenta sus respectivos ámbitos de competencia. 

Agradecemos la participación de todas las instituciones que contribuyeron en la elaboración del 
presente documento; instituciones que directa e indirectamente están involucradas en la proble-
mática, considerando que es una cuestión multidisciplinaria y multisectorial, debiéndose necesa-
riamente encarar en forma holística todas las acciones tendientes a reducir el problema. Los ám-
bitos principales en que se trata el documento son la salud, la seguridad pública, la delincuencia, 
la productividad y la gobernanza, además de los objetivos operacionales asumidos en la Sesión 
Especial de la Asamblea General de las Naciones Unidas celebrada en abril del año 2016.

Dr. César Arce Cnel DEM (SR) Hugo Vera Quintana
Coordinador Nacional PNI

Secretaría Nacional Antidrogas - SENAD
Ministro Secretario Ejecutivo

Secretaría Nacional Antidrogas - SENAD
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Prefacio
Con indisimulado júbilo adherimos a la presentación de la nueva política de drogas de Paraguay, 
esfuerzo y fruto a los cuales hemos tenido el placer de contribuir. Vaya entonces, desde el inicio, 
nuestro reconocimiento a quienes han participado en su elaboración, conscientes de que una em-
presa de estas características demanda un empeño colectivo.

No vamos a descubrir aquí la complejidad del problema de las drogas. Pero vale la pena enfatizar 
que si el mismo no es abordado desde una perspectiva holística, en la cual es necesario el com-
promiso de una variedad de instituciones y organizaciones con distintos mandatos, pareceres, 
enfoques y perspectivas, no habría avances. Que se haya encarado el desarrollo de la política de 
drogas con esa visión es un logro en si mismo.

También merece destaque el momento histórico en que esta nueva política ve la luz. Felizmente 
mucho se ha aprendido en este tema y, naturalmente, el camino andado por la comunidad interna-
cional desde la Convención de 1961 hasta la declaración de UNGASS de 2016 nos permite avanzar 
con lecciones aprendidas.

Entre ellas, la aceptación de que las políticas públicas no pueden basarse sino en la evidencia, lo 
cual exige mejores datos, más análisis y, por supuesto, la construcción de indicadores que permi-
tan el seguimiento y corrección de las intervenciones y objetivos.

Tomando en consideración esto último, podemos calibrar la importancia de contar con una política 
de drogas. Hablábamos del problema de las drogas, que es uno por la suma de varios, por lo cual 
requiere una mirada integral. Un problema donde la salud, la seguridad, los derechos humanos, 
la educación, las oportunidades laborales, la inclusión, la justicia, por listar los componentes más 
sobresalientes, dan sus respuestas específicas. Un problema al cual la política plantea una solución 
integradora.

Nos resta, al subrayar la importancia de este documento y del concepto que lo inspira, desear que 
el tránsito en la aplicación e implementación de esta política, en el seguimiento de sus acciones 
y en la evaluación de sus resultados, se haga conforme al esfuerzo que demandó su desarrollo, 
con el involucramiento de todas las instituciones que la concibieron, así como de la sociedad civil, 
beneficiaria última de sus postulados. UNODC ofrece desde ya su cooperación para que ello sea 
posible.

Dr. Rafael Franzini Batlle
Representante Regional UNODC
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En octubre de 2011, el Gobierno de la República del Paraguay y la Oficina de Naciones Unidas con-
tra la Droga y el Delito (UNODC) suscribieron el acuerdo “Fortalecimiento del Estado de Derecho, 
Seguridad y Justicia en Paraguay”, para la implementación de un Programa Nacional Integrado 
(PNI), a ser desarrollado entre 2011 y 2014.

El programa tiene como objetivo aumentar la capacidad de respuesta, eficacia y eficiencia del Esta-
do paraguayo para hacer frente a los retos que plantean la delincuencia organizada, la corrupción 
y las drogas en el país. Para fortalecer la capacidad del Gobierno del Paraguay, ante estos desafíos, 
el PNI establece orientaciones estratégicas para la prestación de asistencia técnica de la UNODC, 
centrada en tres áreas de trabajo principales: el crimen organizado y el tráfico de ilícitos, la justicia 
y la lucha contra la corrupción; y la reducción de la demanda de drogas y la optimización de las 
instancias de tratamiento.

Uno de los productos es el  “Fortalecimiento de la capacidad estratégica y de análisis del fenómeno 
de las drogas en el país” que abarque el desarrollo de una Política Nacional sobre Drogas (PND) que 
involucre en su proceso de diseño a todas las instituciones contrapartes del Programa y también 
aquellas que sean identificadas como actores relevantes en este proceso, dotando al mismo de 
una dimensión participativa, incluyendo a gobiernos locales y sociedad civil.

Bajo este marco, el PNI ha impulsado el diseño de la presente política, estableciendo los siguientes 
procesos y resultados: 

a) Un documento conteniendo la metodología y cronograma de trabajo: (1) las propuestas de ta-
lleres temáticos y reuniones técnicas, con sus respectivos términos de referencia, (2) sugerencias 
para facilitación de los talleres y participación en las reuniones técnicas; (3) mapa de los actores 
relevantes para participación en cada taller y reunión técnica definida.

b) Un documento conteniendo el diagnóstico de la situación.

c) Un documento conteniendo: (1) borrador de la Política Nacional sobre Drogas (PND), (2) borrador 
de la Estrategia Nacional sobre Drogas y (3) borrador del Plan de Acción e Implementación Nacio-
nal de la PND para revisión y comentarios.

d) Un documento final conteniendo: (1) la Política Nacional sobre Drogas (PND), (2) la Estrategia 
Nacional sobre Drogas y (3) el Plan de Acción e Implementación Nacional de la PND.

INTRODUCCIÓN
En referencia al diseño de la política nacional de drogas del 
Paraguay
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Para el diseño de la PND se adoptó las principales recomendaciones del documento “Cómo desarro-
llar una Política Nacional sobre Drogas. Una guía para responsables políticos, técnicos y expertos” de 
la CICAD/OEA.

Los procesos y productos señalados  fueron elaborados de manera participativa con integrantes del 
PNI y miembros de la sociedad civil convocados desde la representación de la UNODC en Paraguay 
(Ver anexo).

Se han considerado aspectos multidimensionales del problema y la necesidad de una respuesta in-
tegral basada en valores y en las evidencias de mejores prácticas, en concordancia con los objetivos 
y estrategias multilaterales y nacionales. 

Los trabajos fueron realizados en tres etapas: una primera de revisión documental, seguida de una 
etapa de consultas y finalmente, una de revisión y ajustes (Ver anexo).

La etapa de revisión documental incluyó el análisis del marco legal y normativo vigente para el Pa-
raguay, considerando los tratados y compromisos internacionales, el marco jurídico, las políticas y 
programas sectoriales así como también los documentos técnicos y de posición más relevantes de 
organismos multilaterales de los cuales Paraguay es miembro como Estado parte, como:  la Oficina 
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, la Organización Mundial de la Salud, la Organiza-
ción Panamericana de la Salud y la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas de 
la Organización de Estados Americanos.

Durante la etapa de consultas se previó la realización de actividades bajo distintas modalidades: a) 
reuniones de trabajo; b) entrevistas y c) socialización de documentos preliminares y grupos de dis-
cusión.

 Se realizó reuniones, grupos de trabajo y entrevistas con miembros del PNI, Sub programa 3, y otras 
dependencias gubernamentales así como con integrantes de distintas organizaciones de la sociedad 
civil que fueron identificadas.

Se distribuyó el documento de diagnóstico y borrador de propuestas para la Política Nacional de 
Drogas para un análisis preliminar de las partes para la etapa de revisión y ajustes.
La etapa de revisión y ajustes previó las siguientes actividades:  
a) nuevas reuniones y entrevistas de trabajo sobre un documento borrador previamente distribuido 
a miembros del PNI de las instituciones consultadas en la etapa anterior, 
b) la distribución de un documento ajustado con un plazo para contribuciones complementarias.
c) Talleres de revisión con el PNI y grupos de interés.

Durante todo el proceso se ha puesto énfasis en los valores que promueven la democracia y el desa-
rrollo sostenible, así como al respeto de los derechos humanos y la concreción del derecho a la salud 
con sus implicancias para el Estado y los ciudadanos.

La integralidad para la definición de problemas y respuestas consideró aspectos políticos, normati-
vos, institucionales, sociales y sanitarios con énfasis en el enfoque de determinantes sociales.

Metodología
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La coherencia del documento con los documentos de posición multilaterales y políticas sectoriales 
nacionales se realizó mediante una revisión sistemática de documentos de organismos multilatera-
les donde el Paraguay, como Estado miembro, ha asumido compromisos de acción para la reduc-
ción de la demanda de drogas ilícitas (Sistema de Naciones Unidas y la OEA), así como también las 
políticas nacionales de desarrollo, sectoriales relacionadas planes y programas relacionados, así 
como otros documentos nacionales que se consideren relevantes. Se utilizó como base el listado 
de documentos señalados en los términos de referencia de esta convocatoria.
La complementariedad y consistencia con los objetivos del diseño sobre reducción de la demanda 
y de la oferta, se ha planteado mediante el principio de una respuesta amplia y equilibrada así co-
mo de responsabilidad común y compartida.

Para construir las bases de la PND se partió de la definición de un marco conceptual y ético. (Ver 
anexos). Los fundamentos se construyeron mediante la priorización de problemas, la adopción de 
un conjunto de valores y principios y la alineación de la respuesta nacional a la respuesta regional 
y global. 

Se utilizó fuentes de datos actualizadas disponibles sobre la situación de las adicciones en el país. 

Se identificó las mejores prácticas y las evidencias documentadas para el logro del mayor impacto 
posible en relación a los problemas priorizados.

Estructura del documento
El documento se ha estructurado a partir de un diagnóstico situacional que incluye el perfil del 
consumo de drogas, el marco legal y normativo vigente y el perfil de la respuesta nacional para 
reducir la demanda de drogas.

Seguidamente, los lineamientos de la política, describiendo los fundamentos que sustentan la pro-
puesta: la priorización, los elementos para una respuesta efectiva y los valores y principios adop-
tados. 

Estos lineamientos permiten la definición de un marco estratégico estructurado conforme a la 
visión y misión de un sistema nacional de reducción de la demanda, los objetivos estratégicos y los 
resultados esperados. 

Finalmente se presenta un plan de acción de mediano plazo, proyectado al 2022, construido de 
manera colectiva con los miembros del PNI y otras partes interesadas. El proceso de definición se 
realizó mediante una matriz de metas por áreas y objetivos (Ver anexo). Los resultados de esta 
definición de metas se agruparon por objetivos, identificando las principales líneas de acción,así 
como una breve descripción de ellas. 

Por último, en los anexos, se incluyen gráficos, tablas, mapas conceptuales y esquemas que des-
criben los procesos que se han seguido para las definiciones adoptadas en la PND, componente 
reducción de la demanda.
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1. PERFIL DEL CONSUMO DE DROGAS EN PARAGUAY
1.1. Consumo de drogas: un problema global de salud pública que 
afecta principalmente a los jóvenes
El problema de las drogas en Paraguay forma 
parte de un problema global que afecta a hom-
bres y mujeres en todo el mundo, sobre todo a 
adolescentes y jóvenes, con consecuencias ne-
gativas para las personas afectadas, sus fami-
lias, las comunidades donde viven y para toda la 
sociedad, deteriorando de manera significativa 
la salud, el desarrollo, la seguridad y las institu-
ciones del Estado1.

Durante el 2015, a nivel mundial, se estimó que 
1 de cada 20 personas entre 15 a 64 años de  
edad (5,2% de esa población) habían consumido 
al menos una droga y que 1 de cada 10 de ellos 
sufrían problemas relacionados al consumo. 
Las muertes asociadas se estimaron en 43,5 fa-
llecidos por millón de habitantes de ese rango 
de edad. Por otra parte, es importante men-
cionar que el problema de las drogas expresa 
inequidades de género, ya que si bien son los 
hombres quienes más consumen drogas, son 
las mujeres quienes experimentan mayor es-
tigma, mayor exclusión de servicios de apoyo y 
tratamiento y son más vulnerables a situaciones 
de violencia y abuso2.

Se ha estimado que el costo de los problemas 
asociados a las drogas y de las actividades de-
lictivas relacionadas puede representar entre el 
0,07 y 1, 7 % del PIB3 o incluso hasta el 2% del 
PIB de algunos países. Este impacto es posible 
reducirlo invirtiendo en prevención y tratamien-
to. Se ha estimado que por cada 1 dólar inver-
tido en reducir la demanda se podrían ahorrar 
hasta 6 dólares en gastos de salud, bienestar 
social y seguridad4. 

La drogodependencia, el consumo indebido, el 
consumo abusivo o el consumo problemático 
de drogas5 es una enfermedad crónica comple-
ja, prevenible y tratable, relacionada con múlti-
ples factores.

Por otra parte, las personas que se encuentran 

en esta situación tienen mayor riesgo de desa-
rrollar otras enfermedades como el VIH/SIDA y 
hepatitis viral, así como también a exponerse a 
situaciones de abuso y de violencia6.

Entre los factores asociados al consumo indebi-
do de drogas se han identificado ciertos facto-
res de riesgo que pueden agruparse en aquellos 
que guardan relación con la adolescencia como 
etapa de la vida, que por sus características 
hacen más vulnerables a las personas; la per-
cepción del riesgo sobre el consumo; la oferta 
de drogas, incluida la disponibilidad y el acceso; 
aspectos conductuales y afectivos en el ámbito 
familiar, escolar y laboral; el bajo grado de desa-
rrollo de ciertas habilidades para la vida

1Declaración Ministerial Conjunta del examen de alto nivel de 

2014 por la Comisión de Estupefacientes de la aplicación por 

los Estados Miembros de la Declaración Política y el Plan de 

Acción sobre Cooperación Internacional en Favor de una Es-

trategia Integral y Equilibrada para Contrarrestar el Problema 

Mundial de las Drogas. Comisión de Estupefacientes 57º perío-

do de sesiones Viena, 13 a 21 de marzo de 2014.
2Informe mundial sobre drogas 2016 de la UNODC.
3Idem
4Programa conjunto UNODC/OMS sobre el tratamiento y la 

atención de la drogodependencia.
5Según la Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE 10) 

corresponde a Trastornos mentales y del comportamiento de-

bido al consumo de sustancias psicótropas (F10 a F19). Todas 

las documentaciones de las Naciones Unidas hacen referencia 

a la drogodependencia. Durante los debates para el diseño de 

la PND se ha identificado la necesidad de establecer un len-

guaje común para todas las partes, y la expresión “problemas 

derivados del consumo de drogas” ha sido la que engloba las 

diferentes acepciones. Sin embargo, se señalado además la ne-

cesidad de compartir un lenguaje común con los documentos 

de declaración política y técnicos utilizados a nivel global y re-

gional.
6De la coerción a la cohesión. Tratamiento de la drogodepen-

dencia mediante atención sanitaria en lugar de sanciones. 

UNODC 2009.
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el pensamiento crítico y creativo7; y, la condición 
y situación de vulnerabilidad de ciertos grupos 
de la población como lo son los siguientes: hijos 
de adictos, personas privadas de libertad, niños 
en situación de calle, adolescentes infractores, 
personas que viven en la marginalidad, indíge-
nas , las personas sin hogar, los trabajadores 
sexuales, las personas que sufren trastornos 
mentales, las que fueron víctima de violencia y 
los migrantes, entre otros9.

En América Latina y el Caribe, a pesar de los 
avances, se reconoce que el problema es cre-
ciente y con desafíos nuevos y otros persisten-
tes, incluido el consumo de nuevas sustancias10. 
Se estima que las muertes relacionadas con las 

drogas van de 6.000 a 10.900 cada año11. En el 
2015, la OEA presentó un informe sobre consu-
mo de drogas de los países miembros donde se 
reportaron elevados índices de consumo con 
notables variaciones entre países señalando 
que esta situación podría estar asociada a una 
alta oferta, una percepción de facilidad de acce-
so a las mismas y a una baja percepción de ries-
go. Según la tendencia reportada, el consumo 
de alcohol se mantiene estable mientras que 
el consumo de tabaco presenta una tendencia 
descendente. La Marihuana presenta una ten-
dencia al incremento del consumo mientras 
que otras drogas como la cocaína y pasta base 
presentan tendencias diferentes en los distin-
tos países12.

1.2. El consumo de drogas va en aumento siguiendo un patrón 
predecible y prevenible
En Paraguay, el último estudio poblacional so-
bre consumo de drogas se realizó en el año 
2004 y abarcó a una población de 12 a 50 años 
de edad. Según este estudio, en la población ge-
neral, 4 de cada 10 personas alguna vez fuma-
ron cigarrillos, 2 de ellos en el año y 1 de ellos 

en el mes. La prevalencia era 3 veces superior 
en los hombres.

En cuanto al alcohol, 8 de cada 10 personas ex-
presaron que alguna vez lo habían consumido, 
7 en el último año, 5 en el último mes y 3 en la

7Estandares Internacionales de Prevención. UNODC 2014
8Declaración Política y Plan de Acción sobre cooperación in-

ternacional en favor de una estrategia integral y equilibrada 

para contrarrestar el problema mundial de las drogas. UNODC 

2009
9Estrategia sobre el consumo de sustancias psicoactivas y la 

salud pública. OPS 2010.
10Reflexiones y lineamientos para formular y dar seguimiento a 

las políticas integrales frente al problema mundial de las dro-

gas en las américas. OEA 2014.
11Informe mundial sobre drogas 2015. UNODC.
12Informe del Uso de Drogas en las Américas 2015. OEA. CICAD
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última semana. La prevalencia de consumo en 
el mes de los hombres era prácticamente el do-
ble que el de las mujeres (61% y 33% respecti-
vamente).

Por otra parte, 1 de cada 25 personas habla 
consumido alguna droga ilícita al menos una 
vez en su vida, 1 de cada 100 lo hicieron en el 
último año y 1 de cada 200 en el último mes. La 
mayor prevalencia de consumo reciente y actual 
se registró entre los menores de 20 años, entre 
quienes 1 de cada 20 habían consumido alguna 
droga en el último año y 1 de cada 50 en el úl-
timo mes13. 

En los estudios sucesivos sobre el consumo de 
alcohol, tabaco y drogas ilícitas en la población 
de jóvenes estudiantes, entre el 2001 y el 2014, 
se evidencia un incremento progresivo y soste-
nido del consumo, un patrón de inicio y consu-
mo habitual según la edad, el tipo de sustancia y 
la asociación a ciertos factores de riesgo14. 

En efecto, mientras que en el 2001 el 3,6% de los 
estudiantes consumió alguna droga ilícita15 en el 

último año, para el 2014 ya lo hicieron el 5,5% de 
ellos.  El consumo en el último mes pasó de 2,1% 
a 3,3% en el mismo periodo de tiempo. 

La etapa crítica para el inicio del consumo de 
alcohol, tabaco o alguna droga se marcó clara-
mente entre los 13 y 15 años de edad. 

Para el alcohol y el tabaco, entre el 2001 y el 
2014, el inicio del consumo se ha mantenido re-
lativamente estable entre los 13 y 14 años de 
edad, al igual que para los tranquilizantes y es-
timulantes. 

12

15

2001

14

14,6

14,1

2003

Edad promedio de inicio de cualquier droga 
en jóvenes escolarizados del Paraguay

2014

13Consumo de Drogas en hogares Nacionales. Prevalencia, factores de riesgo y prevención. SENAD. CICAD. 2004. Los datos de 

estudio fueron recolectados durante el 2003 en 5770 viviendas de ciudades con más de 30 mil habitantes, las cuales incluyó a 

26 distritos distribuidos en Asunción y 7 Departamentos.
14Es importante señalar que el Paraguay ha adoptado el Sistema Interamericano de Datos Uniformes sobre Consumo (SIDUC) 

que utilizan todos los países miembros de la Comisión interamericana para el Control del Abuso de Drogas de la Organización 

de Estados Americanos (CICAD/OEA). La SENAD, con el apoyo de la cooperación internacional, ha realizado una serie de estudios 

sobre prevalencia y factores de riesgo en jóvenes de 12 y más años escolarizados en ciudades con más de 30 mil habitantes 

utilizando una metodología y cuestionario estandarizados, entre los que se destacan: a) Encuesta a Estudiantes de Enseñan-

za Escolar Básica y Secundaria. SENAD 2OO2. El trabajo de campo se realizó en el 2001 e incluyó a jóvenes en instituciones 

educativas de Asunción y área Metropolitana; b) Consumo de sustancias psicoactivas en estudiantes. Resultado de la Encuesta 

Nacional sobre prevalencia de consumo de drogas, factores de riesgo y prevención en jóvenes escolarizados de 12 a 18 años. 

SENAD. CICAD. 2004. Los datos fueron levantados en el 2003 abarcando a 6.365 jóvenes de Asunción y área Metropolitana; c) 

Estudio Departamental sobre Prevalencia de Consumo de Drogas, factores de riesgo y prevención en jóvenes escolarizados de 12 

y más años. SENAD. CICAD. 2006. El trabajo de campo de este estudio se realizó durante el 2005 y tuvo una muestra repre-

sentativa de 20.420 jóvenes de Asunción y otros 7 departamentos del país; d) Prevalencia de Consumo de Drogas, Factores de 

Riesgo y Prevención en Jóvenes Escolarizados de 12 años y más. Segundo estudio departamental. SENAD. CICAD. UNODC. 2015 

con apoyo del MEC y MSPBS. El levantamiento de datos se realizó en el 2014 incluyendo a 24.201 jóvenes de 21 ciudades (la 

capital y en otros 7 departamentos). Cabe señalar que la SENAD había propuesto realizar estudios periódicos cada 2 años, pero 

por falta de fondos los correspondientes a los años 2008, 2010 y 2012 no se realizaron.
15En adelante se denomina simplemente como “droga”.
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El consumo de marihuana y de cocaína se inicia 
entre los 14 y 15 años de edad, situación que se 
ha mantenido estable en los distintos reportes. 
En cambio, la cocaína fumable ha experimenta-
do la reducción de 1 año en la edad de inicio, 
ubicándose entre los 13 y 14 años de edad. El 
consumo de los solventes que se inhalan puede 
iniciarse incluso antes de los 13 años. 

Durante la etapa escolar algunos jóvenes expe-
rimentan con alcohol, tabaco, medicamentos 
sin prescripción y drogas, incluso con varias de 
estas sustancias. Es posible que 1 de cada 3 de 
estos jóvenes lleguen a consumir alguna de es-
tas sustancias de manera habitual. Los datos de 
la última encuesta realizada en el 2014, señalan 
que entre los alumnos del último año de la edu-
cación media (o entre los que tienen 17 años y 
más), al menos 13 de cada 100 consumieron al-
guna droga alguna vez, 7 lo hicieron en el último 
año y al menos 4 de ellos en el último mes.

Todas las sustancias que fueron exploradas en 
estas encuestas, unas 15 en total, fueron repor-
tadas con algún grado de consumo, con menor 
o mayor prevalencia.

El alcohol sigue siendo la sustancia más consu-
mida por los jóvenes extendiéndose de manera 
amplia en la población desde edades muy tem-
pranas. En efecto, la edad promedio de inicio 
del consumo de alcohol fue de 13,8 años en los 
estudiantes. Entre los estudiantes entrevista-

dos, 6 de cada 10 manifestaron que ya habían 
consumido alcohol alguna vez, 4 lo hicieron en 
el último año y 3 en el último mes. La prevalen-
cia de consumo en el último mes aumenta con 
la edad, siendo entre 1 y 2 de cada 10 jóvenes 
a los 14 años  a 4 de cada 10 jóvenes a los 17 
años. 

El consumo de tabaco también está amplia-
mente extendido entre los estudiantes. La edad 
promedio de inicio para fumar cigarrillos es 13,7 
años, muy similar al promedio de edad de inicio 
en el consumo de alcohol. Al menos 2 de cada 
10 estudiantes manifestaron que alguna vez fu-
maron tabaco, 1 de ellos en el último año y 1 
de cada 20 en el último mes. Esta prevalencia 
aumenta considerablemente con la edad: entre 
los jóvenes de 14 años, 2 de cada 10 fumaron 
durante el último mes de la entrevista, en cam-
bio entre los jóvenes de 17 años, esta cantidad 
era 4 veces superior, es decir, 8 de cada 10 fu-
maron en el último mes de la entrevista. 

La marihuana es la droga ilícita más consumida 
en Paraguay y en el mundo. De cada 100 estu-
diantes entrevistados, 6 refieren haberla fuma-
do alguna vez, 4 lo hicieron en el último año y 2 
en el último mes. La edad de inicio en promedio 
es a los 14,8 años. El riesgo de fumar aumenta 
notoriamente cada año en el periodo escolar de 
los jóvenes. El consumo entre los jóvenes de 17 
años es 4 veces superior que los de 14 años. 

Drogas y grupos de drogas consumidas de manera indebida en 
Paraguay según registros de la SENAD entre el 2004 y el 2014

Marihuana

Alcohol
Tabaco

Opiáceos
Cocaína fumable Sedantes

Cocaína Tranquilizantes
Solvente Ansiolíticos
Heroína Antidepresivo
Basuco Barbitúricos
Hashis Antecedentes de Policonsumo 

de personas en tratamiento:
80% 2 a 5 sustancias
58% 3 a 5 sustancias

Anabólicos
Éxtasis Ketamina

LSD Fluminatracepan
Alucinógenos Benzodiazepinas
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La cocaína fumable16 es la droga que en la ac-
tualidad ocasiona la mayor cantidad de consu-
mo problemático y adicciones, y es percibida 
como la que ocasiona el mayor daño. Entre los 
estudiantes, la edad promedio de inicio es a 
los 13,8 años, un año antes que la marihuana. 
Entre los estudiantes, al menos 1 de cada 100 
refieren que alguna vez lo probaron, 1 de cada 
200 lo hicieron en el último año y 1 de cada 300 
en el último mes. Entre los estudiantes, la edad 
promedio de inicio es a los 13,8 años, un año 
antes que la marihuana. A los 14 años de edad 
la prevalencia de consumo en el último año es 
de 0,5% y el último mes de 0,2%, lo cual se in-
crementa a los 17 años, siendo de 0,7% y 0,4% 
respectivamente. 

Existe alta coincidencia entre los referentes 
del sector, que ha aumentado notoriamente 
la oferta y el acceso a la cocaína fumable entre 
los adolescentes y sobre todo en los territorios 
más vulnerables. El incremento de la oferta y 
la facilidad de acceso, incluido el bajo costo, ha 
desplazado incluso a las sustancias inhalables. 
Las autoridades nacionales, tanto del sector de 
salud pública como del control de drogas, consi-
deran que la cocaína fumable constituye la dro-
ga más peligrosa, la que genera el mayor daño 
y el mayor impacto como consumo indebido y 
problemático, incluida la drogodependencia. Es 
importante señalar que en escenarios prospec-

tos posibles, los referentes coinciden en que es-
ta situación puede cambiar con la introducción 
de nuevas sustancias.

El consumo de clorhidrato de cocaína también 
se ha incrementado en la última década, aun-
que no en la magnitud y con el impacto que lo 
ha hecho la cocaína fumable. En efecto, la pre-
valencia de consumo de alguna vez en la vida 
pasó de 1 de cada 100 estudiantes en el 2004 a 
1 de cada 50 en el 2014. También se incremen-
tó la prevalencia de consumo en el último año 
pasando de 1 cada 143 estudiantes a 1 cada 59 
estudiantes en el mismo periodo; mientras que 
el consumo en el último mes pasó de 1 de cada 
200 a 1 de cada 143 estudiantes. La edad de 
inicio coincide con el de la marihuana, en pro-
medio a los 14,8 años. La prevalencia de con-
sumo es 2 veces superior en los jóvenes de 17 
comparando con los de 14 años.

Los solventes que se inhalan también son un 
problema para el consumo indebido. Entre el 
2001 y el 2014 la proporción de jóvenes que al-
guna la probaron se incrementó de 1 de cada 
100 jóvenes a 1 de cada 20 jóvenes. La edad de 
inicio ha ido disminuyendo de 14 años a 12 años 
en el mismo periodo de tiempo. Referentes se-
ñalan que esta sustancia está siendo desplaza-
da por la cocaína fumable debido a la facilidad 
de acceso y bajo costo, pero que podria  per-

16En Paraguay se conoce como “chespi”. También se denomina de manera popular crack, aunque estrictamente no se ajuste a la 

definición. El término cocaína fumable parece ser el término mas adecuado.
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sistir como problema sobre todo entre algunas 
poblaciones muy vulnerables como niños en si-
tuación de calle e indígenas.

Otras sustancias también fueron registradas 
con distinto grado de consumo en el último año 
por los jóvenes: 1 de cada 30 consumió algún 
tranquilizante sin prescripción médica; 1 de ca-
da 70 consumió algún estimulante; 1 de cada 
300 algún tipo de alucinógeno y 1 de cada 600 
algún opioide.

Distintos estudios sobre jóvenes señalan facto-
res que pueden significar un mayor riesgo de 
consumo drogas: menor afectividad y comuni-
cación con los padres; actitudes y comporta-
mientos permisivos ante las drogas; ausencia 
de límites y normas claras; mal uso del tiempo 
libre; antecedentes familiares de consumo; bajo 
rendimiento académico; poca integración con 
los compañeros; modelos de referencia débiles 
de los profesores con los alumnos y nula activi-
dad de prevención en ámbito escolar. También 
se identifica como factores de riesgo la percep-
ción de facilidad de acceso y daño por consumo. 

En el último estudio sobre jóvenes escolariza-
dos, el 24% de los jóvenes percibe que en la 
institución educativa donde acude hay drogas. 

De cada 10 alumnos entrevistados, sólo 5 tiene 
la convicción que no consumirá droga más ade-
lante, 3 tiene dudas y 2 de ellos considera que 
es posible que en el futuro consuman alguna 
droga y 1 de cada 20 considera que es bastan-
te o muy probable que eso ocurra. Numerosos 
jóvenes consideran que pueden obtener drogas 
fácilmente o con alguna dificultad, según el tipo 
de sustancia: 4 de cada 10 jóvenes considera 
que es fácil conseguir marihuana, 2 de cada 10 
refiere que podría conseguir fácilmente cocaína 
o cocaína fumable y 1 de cada 10 que le resulta-
ría fácil obtener éxtasis, LSD o heroína.

La percepción de riesgo es muy variable en re-
lación a la sustancia y a la frecuencia. En general 
se percibe mayor riesgo de consumo cuando es 
frecuente. Pero en todos los casos es notable la 
brecha de percepción de riesgo sobre el consu-
mo de alcohol, tabaco y drogas.

En cuanto a la percepción de gran riesgo de 
consumo, de cada 10 jóvenes entrevistados: 
4 consideran de gran riesgo el consumo de 
marihuana o de éxtasis; 5 consideran de gran 
riesgo embriagarse con alcohol, consumir me-
dicamentos sin prescripción, inhalar cocaína o 
inhalar solventes; 6 consideran de gran riesgo 
fumar cocaína.
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En cuanto a las características de consumo en 
relación al género, puede afirmarse que, en ge-
neral, las mujeres tienen un consumo menor de 
drogas que los hombres, pero es posible que 
inicien a consumir antes que ellos. Pero, por 
otra parte, las estudiantes consumen más alco-
hol y tranquilizantes sin receta que sus compa-
ñeros masculinos: la prevalencia de consumo 
reciente de cualquier droga en hombres fue de 
6,5% mientras que en las mujeres fue de 4,6%; 
la prevalencia de consumo actual fue de 4,1% y 
2,6% respectivamente. En el mismo estudio, el 
promedio de edad de inicio de cualquier droga 
entre los hombres fue 14,3 años mientras que 
el de las mujeres fue de 13,8 años. La incidencia 
anual de consumo de alcohol fue de 42,5% en 
estudiantes del sexo femenino y de 38% en es-
tudiantes masculinos. Esta diferencia también 
se observó en la incidencia anual de consumo 
de tranquilizantes sin receta que fue de 3,9% 
para las estudiantes de sexo femenino y de 
2.9% para los estudiantes de sexo masculino.

Existe un amplio acuerdo en considerar que el 
patrón de consumo y el tipo de drogas es cam-
biante y que cada vez nuevas sustancias son 
consumidas de forma indebida con consecuen-
cias nocivas para la salud de las personas y con 

gran afectación familiar, comunitaria y social17.

Estos datos son claves para enfocar la preven-
ción primaria en edades más tempranas, así 
como para intensificar la detección precoz y 
las intervenciones adecuadas en los grupos de 
edad donde claramente se señala como inicio 
y consumo habitual. Hay que considerar que 
el consumo problemático puede tener como 
una de sus consecuencias la exclusión del sis-
tema escolar, es decir, que es muy probable 
que aquellos jóvenes que iniciaron el consumo 
experimentando, que luego tuvieron un con-
sumo habitual y posteriormente desarrollaron 
adicción, ya no se encuentren en instituciones 
educativas. Esto refuerza la importancia de las 
intervenciones oportunas en este ámbito.

Aun no se realizaron estudios nacionales sis-
temáticos sobre consumo de drogas y facto-
res asociados en poblaciones más vulnerables 
como niños y jóvenes en situación de calle, sin 
hogar, en situación de pobreza, que no asisten 
a instituciones educativas, hijos de personas 
con problemas por consumo de drogas o alco-
hol, personas privadas de libertad, indígenas, y 
otros18. 

1.3. Las personas afectadas requieren tratamiento y apoyo para 
superar el problema de las drogas, prevenir otras enfermedades 
y situaciones conexas 
En el 2004 y 2012 se relevó información sobre 
personas con problemas derivados del consu-
mo de alcohol, tabaco, medicamentos sin pres-
cripción y drogas en centros de tratamiento y 
grupos de autoayuda19.
En los Centros de Tratamiento, las drogas que 

en mayor medida motivaron la búsqueda de 
estos servicios fueron la cocaína fumable, el 
alcohol, la marihuana, la cocaína y el tabaco y 
en menor medida otras drogas. En este mismo 
orden, estas drogas fueron consideradas como 
las más dañinas por los propios consumidores

17Conclusiones de reuniones y entrevistas con autoridades y 

referentes durante el periodo de consulta para el diagnóstico 

situacional actual.
18Existen registros administrativos de programas de Salud Pe-

nitenciaria del Ministerio de Justicia, y en programas de la Se-

cretaría de la Niñez y Adolescencia. 

Sobre la situación de vulnerabilidad de los adolescentes en si-

tuación de encierro, es interesante analizar el informe Abriendo 

puertas al encierro. Realidad de adolescentes en privación de 

libertad en Paraguay, publicado en el 2015 por Galeano J y 

Balbuena O (MNP y CDIA). 
19Estos estudios corresponden a: Primer estudio Nacional a Pa-

cientes Drogodependientes en Centros de Tratamiento. 

Censo a Centros de Tratamiento y Grupos de AA y NA. SENAD. 

CICAD. 2005, cuyos datos fueron levantados durante el 2004, y 

Segundo Estudio Nacional sobre Personas con Problemas De-

rivados del Consumo de Alcohol y Otras Drogas en Centros de 

Tratamiento y Grupos de Autoayuda. SENAD. UNODC. 2013, 

cuyos datos se levantaron durante el 2012.
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en tratamiento. Además, estas fueron las cinco 
drogas de inicio más frecuente reportadas por 
las personas en tratamiento.

La variación más notable es el incremento de la 
demanda de tratamiento debido al consumo de 
cocaína fumable pasando a ser la primera cau-
sa en el 2014. En efecto, en el 2004 la cocaína 
fumable, pasta base, no estaba entre las 10 pri-
meras drogas que motivaron el tratamiento, pe-
ro una década después, 1 de cada 2 personas 
en tratamiento lo estaban por el consumo de 
esta droga (45,1%). En el 2014, más del 60% de 
las personas en tratamiento por cocaína fuma-
ble tenían entre 15 y 24 años de edad. El inicio 
del consumo se dio en una edad promedio de 
14 años. El 6,7% de las personas en tratamiento 
indicó que esta había sido la droga de inicio.

El alcohol sigue siendo una causa importante 
que motiva la búsqueda de tratamiento. Pa-
só de ser la primera causa en el 2004 a ser la 
segunda en el 2014. En el 2004, 5 de cada 10 
personas en tratamiento lo estaban por con-
sumo de alcohol, proporción que se redujo a 2 
de cada 10 personas en tratamiento en el 2014 
(50,2% y 23% respectivamente). La proporción 
de personas en tratamiento por consumo de al-

cohol aumenta con la edad, sobre todo después 
de los 25 años. El 63% tenían 30 o más años, 
mientras que el promedio de edad de inicio fue 
a los 16 años. El 46,6% de las personas en tra-
tamiento señaló que se habían iniciado con el 
consumo de alcohol, siendo esta proporción su-
perior en las mujeres. 

La marihuana se situó como la tercera droga 
que genera más demanda de tratamiento. En el 
2004, 2 de cada 10 personas en tratamiento lo 
estaban por consumo de marihuana y una dé-
cada después esta proporción se redujo a 1 de 
cada 10 personas en tratamiento (19,5% y 13.2% 
respectivamente). La mayor proporción de per-
sonas en tratamiento son menores de 25 años 
y más del 72% tenía menos de 30 años de edad 
mientras que el promedio de inicio fue a los 15 
años. El 17,4% de las personas en tratamiento 
señaló que la marihuana fue la droga de inicio, 
siendo el doble para los hombres en relación a 
las mujeres.

En el último reporte, la cocaína fue el motivo de 
8,2% de los tratamientos, el tabaco del 6,7% y 
los solventes del 1,5%. El 80% de las personas 
en tratamiento tenían menos de 25 años siendo 
la edad promedio de inicio los 16 años. El 2% 
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de las personas en tratamiento señaló que la 
cocaína fue la droga la droga de inicio.
El tabaco fue la causa del 6,7% del tratamiento. 
El 23% de las personas en tratamiento identifi-
can al tabaco como droga de inicio. Otras dro-
gas, como los estimulantes, opiáceos y alucinó-
genos representaban menos el 1%, cada una, 
como causa del tratamiento en curso.

El policonsumo de sustancias es muy marca-
do. Sólo 2 de cada 10 personas en tratamiento 
manifestaron que consumen 1 sola sustancia, 
mientras que 8 de cada 10 señalaron que consu-
men entre 2 y 5 sustancias diferentes. A mayor 
cantidad de drogas consumidas ha sido menor 
la edad de inicio del consumo y del tratamien-
to. Entre los que más sustancias consumen, se 
verifica la incorporación de una droga nueva 
por año. Aquellos que están en tratamiento por 
cocaína fumable son quienes refieren en mayor 
proporción que consumen de 2 a 5 sustancias.

Entre las personas en tratamiento, sólo el 10% 
era de sexo femenino. Esta notable diferencia 
puede suponer un menor consumo problemá-
tico, pero también un menor acceso a servicios 
de tratamiento por parte de las mujeres. Al igual 
que en los hombres, la cocaína fumable, el al-
cohol, la marihuana, la cocaína, el tabaco y los 
solventes son las drogas que en mayor medida 
motivaron el tratamiento. El consumo de alco-
hol y de solventes como causa de tratamiento 
tuvo una mayor proporción en las mujeres que 
en los hombres.

En los grupos de alcohólicos anónimos, el 86% 
de los participantes fueron hombres y el 14% 
mujeres. El 68% tenían 40 y más años. 

En los grupos de narcóticos anónimos, los hom-
bres representaban el 92%, las mujeres apenas 
el 8% de las personas recibiendo apoyo. El 75% 
de las personas eran menores de 40 años. De 
cada 10 personas recibiendo apoyo en estos 

grupos, 3 lo estaban por consumo de cocaína 
fumable y 2 por consumo de cocaína o marihua-
na. El consumo de alcohol era motivo de trata-
miento en 1 de cada 4 personas. La cocaína fu-
mable fue la droga identificada como de mayor 
daño. 

El consumo de alcohol y drogas son factores 
asociados a la trasmisión del VIH. Se estima 
que en Paraguay existen alrededor de 13 mil 
personas viviendo con VIH. La Tasa de nuevos 
diagnósticos es de 19 x 100 mil habitantes con-
centrándose en el grupo de edad de 20 a 34 
años. Los usuarios de cocaína fumable refieren 
tener más actividad sexual que otros usuarios 
de drogas, pero la mayor prevalencia de VIH se 
observa en los usuarios de drogas inyectables. 
El uso de cocaína y cocaína fumable aumenta 
el número de parejas sexuales por año, hasta 
5 en el último año. También se ha identificado 
la práctica de sexo a cambio de drogas como 
factor asociado a algunos casos20. 

En el 2013 el PRONASIDA realizó un estudio de 
prevalencia de VIH en usuarios de drogas (UD)21. 
Participaron del estudio 935 personas.  El 87% 
de los participantes fueron de sexo masculino, 
el 80% fueron menores de 30 años (64% entre 
19 y 24 años), 40% provenientes de la Capital 
y área Metropolitana, 25% de Alto Paraná y 
los demás provenientes de Caaguazú, Itapúa y 
Amambay. La prevalencia de VIH reportada pa-
ra los UD fue de 4,76%.

20Datos reportados por PRONASIDA.
21Estudio de Prevalencia de VIH y Comportamientos de Riesgo en Usuarios de Drogas en Paraguay. PRONASIDA. 2013.
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2. EL MARCO LEGAL, NORMATIVO E INSTITUCIONAL 
ESPECÍFICO PARA REDUCIR LA DEMANDA DE 
DROGAS
2.2. Principales compromisos y directrices internacionales
Paraguay se ha adherido a la respuesta interna-
cional ante el problema de las drogas adoptan-
do, como país miembro, de manera pertinente 
instrumentos normativos y políticos del Sistema 
de las Naciones Unidas y de la OEA orientados 
a reducir tanto la demanda como la oferta de 
drogas. En este sentido, ha ratificado los tres 
tratados para la fiscalización internacional de 
drogas: La Convención Única de 1961 sobre Es-
tupefacientes enmendada por el Protocolo de 
1972, el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas 
de 1971, la Convención de las Naciones Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sus-
tancias Sicotrópicas de 1988.

En 1989 la Asamblea General de las Naciones 
Unidas adoptó la declaración de la Convención 
sobre los derechos del niño y la niña donde en 
el artículo 33 se establece que “los Estados Par-
tes adoptarán todas las medidas apropiadas, 
incluidas medidas legislativas, administrativas, 
sociales y educacionales, para proteger a los 
niños contra el uso ilícito de los estupefacien-
tes y sustancias sicotrópicas enumeradas en los 
tratados internacionales pertinentes, y para im-
pedir que se utilice a niños en la producción y el 
tráfico ilícitos de esas sustancias”.

En 1998 la Asamblea General de Naciones Uni-
das aprobó una declaración política, afirmando 
que “las drogas destruyen vidas y comunida-
des, socavan el desarrollo humano sostenible 
y generan delincuencia. Las drogas afectan a 
todos los sectores de la sociedad en todos los 
países; sobre todo, el uso indebido de drogas 
afecta a la libertad y al desarrollo de los jóve-
nes, que son el patrimonio más preciado de la 
humanidad. Las drogas constituyen una grave 
amenaza para la salud y el bienestar de todo el 
género humano, para la independencia de los 
Estados, la democracia, la estabilidad de las na-

ciones, la estructura de todas las sociedades y 
la dignidad y la esperanza de millones de perso-
nas y sus familias”. Ese mismo año se aprobó la 
declaración sobre los Principios Rectores de la 
Reducción de la Demanda de Drogas poniendo 
énfasis en que es necesario implementar estra-
tegias equilibradas e integradas para reducir la 
oferta y la demanda, prevenir el uso y reducir 
las consecuencias del uso indebido de drogas, 
fomentar la participación de las comunidades 
considerando aspectos culturales y de género, 
así como el desarrollo y mantenimiento de un 
entorno favorable.

Desde el 2010, el Programa Conjunto UNODC/
OMS sobre el Tratamiento y la Atención de la 
Drogodependencia se ha propuesto implemen-
tar estrategias e intervenciones basadas en 
pruebas científicas y con un enfoque de salud 
pública y derechos humanos en todos los nive-
les, incluido en las comunidades, para reducir 
el consumo de drogas y la carga sanitaria, so-
cial y económica de sus consecuencias; así co-
mo también, la integración del tratamiento de 
la drogodependencia en el sistema general de 
atenciones de salud y bienestar social, incluida 
la atención primaria de la salud. Además, entre 
otras medidas, también propone medidas sus-
titutivas de las penas de prisión para las per-
sonas drogodependientes y cuando ello no sea 
posible otorgar tratamiento a las personas pri-
vadas de libertad.

En la Región de las Américas, desde el 2010, la 
OPS/OMS impulsó la Estrategia sobre el consu-
mo de sustancias psicoactivas y la salud pública 
(resolución CD50.R2); señalando que el consu-
mo de sustancias son una prioridad de salud 
pública y que era necesario adoptar medias que 
promuevan el acceso universal y equitativo a la 
asistencia para el tratamiento y la intervención 
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temprana para toda la población, mediante sis-
temas basados en la atención primaria de sa-
lud y redes de servicios integrados y una acción 
progresiva para eliminar el modelo del pasado 
centrado en hospitales. El Plan de acción sobre 
el consumo de sustancias psicoactivas y la salud 
pública (resolución CD51.R7) estableció 5 áreas 
estratégicas que incluían:  la formulación y eje-
cución de políticas, planes y leyes nacionales en 
materia de salud pública y asignación de recur-
sos compatibles con la magnitud del problema 
del consumo de sustancias psicoactivas; pro-
moción de la prevención universal del consumo 
de sustancias, haciendo hincapié en el desarro-
llo psicosocial de los niños y la población joven; 
promoción de las intervenciones tempranas y 
desarrollo de sistemas de tratamiento vincula-
dos a la atención primaria de salud y servicios 
conexos;  Investigación, seguimiento y evalua-
ción; y alianzas estratégicas para hacer frente al 
problema de las drogas.

La CICAD/OEA, aprobó la Estrategia hemisféri-
ca sobre drogas y el  Plan de acción 2011-2015, 
entre los 11 objetivos propuestos para reducir 
la demanda se incluyeron: la implementación 
de programas integrales para la prevención uni-
versal, selectiva e indicada, prevención familiar, 
comunitaria y laboral así como intervenciones 
tempranas para el tratamiento, recuperación y 
reinserción total basado en evidencias; divul-
gar información relacionada utilizando medios 
masivos de comunicación y nuevas tecnologías; 
integrar el tratamiento a los sistemas de salud 
que atienden enfermedades crónicas y recu-
rrentes; oferta de tratamiento a infractores de 
la ley y a personas en centros de reclusión; for-
mar profesionales y generar evidencias para la 
reducción de la demanda; monitoreo y evalua-
ción de programas. 

En el 2014, la Asamblea General de la OEA apro-
bó la Declaración de Antigua, Guatemala, “Por 
una política integral frente al problema mundial 
de las drogas en las Américas”, reafirmando la 
necesidad de un enfoque integral, multidisci-
plinario y equilibrado basado en salud pública, 

educación, justicia e inclusión social. También 
estableció que el Mecanismo de Evaluación 
Multilateral (MEM) es el único instrumento he-
misférico válido para la evaluación de las políti-
cas de control de drogas en los países que com-
ponen el sistema interamericano.

En el 2015, la UNODC publicó la actualización de 
Estándares de Prevención del Consumo de Dro-
gas señalando las evidencias y mejores prácti-
cas de prevención por grupo de edad desde la 
niñez temprana hasta la juventud. Estas orien-
taciones tienen el propósito de orientar las po-
líticas y programas de prevención con base a 
evidencias.

En el 2015 la Asamblea General de las Naciones 
Unidas incorporó de manera explícita la necesi-
dad de abordar el problema de las drogas en la 
declaración de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ODS), donde en el objetivo 3, garanti-
zar una vida sana y promover el bienestar para 
todos en todas las edades, se establece como 
meta para el año 2030 fortalecer la prevención 
y el tratamiento del abuso de sustancias adicti-
vas, incluido el uso indebido de estupefacientes 
y el consumo nocivo de alcohol.

Para cumplir con el propósito de los tratados de 
fiscalización internacional de drogas, la Asam-
blea General de las Naciones Unidas aprobó en 
abril del 2016 una nueva declaración política y 
plan de acción denominada “Nuestro compro-
miso conjunto de abordar y contrarrestar efi-
cazmente el problema mundial de las drogas” 
mediante una respuesta integral y equilibrada. 
Los países miembros se han propuesto redo-
blar las acciones para alcanzar una sociedad 
libre de drogas, reconociendo una responsa-
bilidad común y compartida que para reducir 
de manera efectiva la oferta y la demanda de 
drogas requiere de un “enfoque integrado, mul-
tidisciplinario, equilibrado, amplio, basado en 
datos científicos, con medidas que se refuer-
cen mutuamente; de plena conformidad con 
los propósitos y principios de la Carta de las 
Naciones Unidas, el derecho internacional y la 
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Declaración Universal de Derechos Humanos, 
con pleno respeto de la soberanía y la integri-
dad territorial de los Estados, el principio de no 
intervención en los asuntos internos de los Es-
tados, todos los derechos humanos, las liberta-
des fundamentales, la dignidad inherente a to-
das las personas y los principios de igualdad de 
derechos y respeto mutuo entre los Estados”. 
Para lograr resultados satisfactorios propone 
una “estrecha cooperación y coordinación a to-
dos los niveles, en particular en los sectores de 
la salud, la educación, la justicia y el cumplimien-
to de la ley”.

El Plan de Acción 2016 – 2020 de la Estrategia 
Hemisférica sobre Drogas de la CICAD/OEA, tie-
ne como ejes principales: a) Establecer políticas 
para la reducción de la demanda con enfoque 
de salud pública, sustentadas en la evidencia, 
integrales, multidisciplinarias, multisectoriales 
y respetuosas de los derechos humanos, consi-
derando los lineamientos y/o recomendaciones 
de los organismos internacionales especializa-

dos; b) Establecer y/o fortalecer un sistema in-
tegrado de programas de prevención universal, 
prevención selectiva y prevención indicada del 
uso indebido de drogas, priorizando poblacio-
nes vulnerables y en situación de riesgo, basa-
dos en la evidencia e incorporando un enfoque 
de derechos humanos, género, edad y multicul-
turalidad; c) Establecer y fortalecer, según co-
rresponda, un sistema nacional de tratamiento, 
rehabilitación e inclusión social de personas con 
consumo problemático de drogas, incorporan-
do un enfoque de derechos humanos y géne-
ro, y teniendo en cuenta estándares de calidad 
aceptados internacionalmente; d) Promover la 
capacitación continua y certificación de los re-
cursos humanos que prestan servicios de pre-
vención, tratamiento, rehabilitación e inclusión 
social; y e) Establecer y/o fortalecer capacidades 
institucionales gubernamentales para regular, 
habilitar, acreditar y supervisar los programas 
de prevención y los servicios de atención y tra-
tamiento.

2.2. Marco legal específico para reducir la demanda de drogas en 
Paraguay
Las leyes 338 y 339 de 1.971 rarifican la Con-
vención Única sobre Estupefacientes y el Con-
venio sobre Sustancias Psicotrópicas. La Ley 
836/1980, del Código Sanitario, establece un 
Registro Nacional de sustancias, estupefacien-
tes y otras drogas peligrosas. También que ar-
bitrará los medios para la recuperación de los 
farmacodependientes en establecimientos es-
pecializados. También establece disposiciones 
para la vigilancia y control de fármacos.

La Ley 1340/1988, que reprime el tráfico ilícito 
de estupefacientes y drogas peligrosas y otros 
delitos afines y establece medidas de preven-
ción y recuperación de farmacodependientes, 
define los criterios que identifican a los estupe-
facientes y drogas peligrosas, estableciendo las 
prácticas que en relación a ellas se consideran 
delictivas. Establece además disposiciones es-
pecíficas para la prescripción y control de sus-
tancias fiscalizadas estableciendo un Registro 
Nacional. Esta ley sanciona con 5 a 15 años de 

cárcel, comiso y multa a quien tuviere en su 
poder, sin autorización, sustancias estupefa-
cientes, drogas peligrosas o productos que las 
contengan. También dispone que un Juez que 
tuviere conocimiento de la existencia de un far-
macodependiente que no reciba asistencia mé-
dica, dispondrá la internación del mismo en un 
Centro Asistencial para su tratamiento médico 
y recuperación social y que el tratamiento del 
farmacodependiente se incluirá en los progra-
mas de servicios del Ministerio de Salud Pública 
y Bienestar Social y que cargará con los costos 
si prefiere recibirlo en un centro privado. Crea 
además el Consejo Nacional de Prevención de 
la Farmacodependencia y Recuperación del Far-
macodependiente.

Mediante la Ley 108/1991 se creó la Secretaria 
Nacional Antidroga (SENAD), dependiente de la 
Presidencia de la República, a la que se enco-
mendó la coordinación de las acciones entre los 
entes gubernamentales que trabajan en pro-
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gramas de lucha contra el narcotráfico y la dro-
gadicción quedando como dependencia de esta 
secretaría la Dirección de Narcóticos (DINAR).

En 1992, se promulgó en Democracia una nueva 
Constitución Nacional, en cuyo artículo 71, del 
narcotráfico, de la drogadicción y de la rehabili-
tación, se establece que “el Estado reprimirá la 
producción, y el tráfico ilícito de las sustancias 
estupefacientes y demás drogas peligrosas, así 
como los actos destinados a la legitimación del 
dinero proveniente de tales actividades. Igual-
mente combatirá el consumo ilícito de dichas 
drogas. La ley reglamentará la producción y el 
uso medicinal de las mismas. Se establecerán 
programas de educación preventiva y de reha-
bilitación de los adictos, con la participación de 
organizaciones privadas”. En cuanto a la salud, 
en el artículo 68 se establece que “El Estado 
protegerá y promoverá la salud como derecho 
fundamental de la persona y en interés de la 
comunidad. Nadie será privado de asistencia 
pública para prevenir o tratar enfermedades, 
pestes o plagas, y de socorro en los casos de 
catástrofes y de accidentes. Toda persona está 
obligada a someterse a las medidas sanitarias 
que establezca la ley, dentro del respeto a la 
dignidad humana”; y en el artículo 69, establece  
que “Se promoverá un sistema nacional de sa-
lud que ejecute acciones sanitarias integradas, 
con políticas que posibiliten la concertación, la 
coordinación y la complementación de progra-
mas y recursos del sector público y privado”. 
En cuanto a la educación, en el artículo 73 se 
establece que “Toda persona tiene derecho a 
la educación integral y permanente, que como 
sistema y proceso se realiza en el contexto de 
la cultura de la comunidad. Sus fines son el de-
sarrollo pleno de la personalidad humana y la 
promoción de la libertad, la paz, de la justicia 
social, la solidaridad, la cooperación y la inte-
gración de los pueblos; el respeto a los dere-
chos humanos, los principios democráticos, la 
afirmación del compromiso con la patria, de la 
identidad cultural, la formación intelectual, mo-
ral y cívica, así como la eliminación de los conte-
nidos educativos de carácter discriminatorio. La 

erradicación del analfabetismo y la capacitación 
para el trabajo son objetivos permanentes del 
Sistema Educativo”.

La Ley 396/1994 amplió las funciones de la 
SENAD estableciendo que es la autoridad gu-
bernamental con la misión de ejecutar y hacer 
ejecutar la política del Gobierno Nacional en la 
lucha contra el narcotráfico; la prevención, recu-
peración y el control del lavado de dinero pro-
veniente del tráfico ilícito de estupefacientes, la 
drogadicción; el control de drogas peligrosas y 
su prevención”.

En 1996, se aprobó la Ley 1.032/96 Que Crea el 
Sistema Nacional de Salud, con el fin de prestar 
servicios de manera equitativa, oportuna y efi-
ciente sin discriminación de ninguna clase, me-
diante acciones de promoción, recuperación y 
rehabilitación integral del enfermo.

La Ley 1119/1997, de productos para la salud y 
otros, crea la Dirección Nacional de Vigilancia 
Sanitaria. Establece como norma general, que 
los medicamentos sólo serán dispensados con 
receta. La autoridad sanitaria nacional estable-
cerá requisitos especiales para la prescripción 
y dispensación de medicamentos estupefacien-
tes, sicotrópicos y otros que por su naturaleza 
lo requieran.

La Ley 1160/1997, Código Penal Paraguayo, es-
tablece el artículo 74 que “El que haya realizado 
un hecho antijurídico debido al hábito de inge-
rir en exceso bebidas alcohólicas o usar otros 
medios estupefacientes será internado en un 
establecimiento de desintoxicación, cuando 
exista el peligro de que por la misma causa rea-
lice nuevos hechos antijurídicos graves. Esto se 
aplicará también cuando haya sido comproba-
da o no pudiera ser razonablemente excluida 
una grave perturbación de la conciencia en los 
términos del inciso 1° del Artículo 23; 2º El míni-
mo de la ejecución de la medida será de un año 
y el máximo de dos años; 3º Se aplicará, en lo 
pertinente, lo dispuesto en los Artículos 39 y 40, 
cuando ello no sea incompatible con la finalidad 
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de la medida”.
En el año 2000, se aprobó la Ley 1642/00 “Que 
prohíbe la venta de bebidas alcohólicas a meno-
res de edad y prohíbe su consumo en la vía pú-
blica”. El Código de la Niñez y Adolescencia, Ley 
1680/2001, establece en el artículo 13 que “El 
niño o adolescente tiene derecho a la atención 
de su salud física y mental, a recibir la asisten-
cia médica necesaria y a acceder en igualdad de 
condiciones a los servicios y acciones de pro-
moción, información, protección, diagnóstico 
precoz, tratamiento oportuno y recuperación 
de la salud. Si fuese niño o adolescente perte-
neciente a un grupo étnico o a una comunidad 
indígena, serán respetados los usos y costum-
bres médico-sanitarios vigentes en su comuni-
dad, toda vez que no constituyan peligro para 
la vida e integridad física y mental de éstos o 
de terceros. En las situaciones de urgencia, los 
médicos están obligados a brindarles la asisten-
cia profesional necesaria, la que no puede ser 

negada o eludida por ninguna razón”; en el artí-
culo 15 que “El Estado proveerá gratuitamente 
asistencia médica y odontológica, las medicinas, 
prótesis y otros elementos necesarios para el 
tratamiento, habilitación o rehabilitación del 
niño o adolescente de escasos recursos eco-
nómicos. En el artículo 16 se establece que “El 
Estado implementará programas permanentes 
de prevención del uso ilícito del tabaco, bebi-
das alcohólicas y sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas.  Implementará igualmente pro-
gramas dirigidos a la recuperación del niño o 
adolescente dependientes de éstas sustancias”.

La Ley 2.718/2005, prohíbe la venta, suministro 
y/o distribución de productos que contengan 
solventes orgánicos a menores de edad, y dis-
pone que el Ministerio de Salud Pública y Bien-
estar Social establecerá la lista de solventes que 
deberán ser controlados.

2.3. Políticas y planes nacionales que explícitamente abordan el 
problema de drogas y situaciones conexas
Como se ha señalado en apartados previos, 
existe un amplio consenso internacional en 
orientar la respuesta ante el problema de las 
drogas, en todos los niveles, de manera integral 
y equilibrada para reducir la demanda y la ofer-
ta, señalando que el consumo es un problema 
de salud que puede ser prevenible y tratable. 
Esta respuesta debe ser multidisciplinaria, mul-
tisectorial e interinstitucional. Pero, consideran-
do esta amplitud, se espera un énfasis en los 
sectores de salud, educación y justicia.  En este 
contexto se han examinado políticas y planes 
sectoriales y de desarrollo social documentadas 
para identificar los componentes de la planifica-
ción de alto nivel, y la orientación de esfuerzos 
y recursos, para reducir la demanda de drogas. 

En el sector salud, después de la promulga-
ción de la Ley 1032/1996 que crea el Sistema 
Nacional de Salud (SNS), se pueden identificar 
políticas nacionales de salud (PNS) enunciativas, 
gubernamentales en los distintos periodos de 
gobierno desde el 2005 en adelante. 

La PNS 2005 – 2008, construyendo juntos 
una Política de Estado “Salud para todos con 
equidad”, propuso como una línea de acción 
impulsar la promoción de la salud en grupos 
específicos de población y en áreas temáticas 
seleccionadas entre ellas la salud mental, la pre-
vención y control del consumo del tabaco, alco-
hol y otras drogas peligrosas, como parte de la 
estrategia de desarrollar municipios saludables.

La PNS 2008 – 2013, políticas públicas para la 
calidad de vida y salud con equidad, puso én-
fasis en la universalidad y la integralidad de la 
salud como derecho y el desarrollo del SNS me-
diante la estrategia de APS y la gestión en redes 
de servicios. Entre sus declaraciones y metas 
expresaba “cero tolerancias a las adicciones en 
todas sus formas”. En ese marco, la Política Na-
cional de Salud Mental 2011 – 2020, se propone, 
entre otros, “cero indiferencias” ante la falta de 
acceso a los servicios de salud mental y a las 
adicciones en todas sus formas (alcohol, psi-
cofármacos, drogas, ludopatía), cambiando el 
modelo de hospitalizaciones innecesarias por 
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el tratamiento y rehabilitación en comunidades 
terapéuticas y centros comunitarios de salud 
mental. En ese mismo contexto, en el 2011 se 
lanzó la Política Nacional de Prevención del Con-
sumo Nocivo de Bebidas alcohólicas.

La PNS 2015 – 2030, avanzando hacia el acce-
so universal a la salud y la cobertura universal 
de la salud, ratifica el propósito de construir un 
SNS basado en los valores y principios de la APS 
mediante redes integradas de servicios. Entre 
otras estrategias propone fortalecer la rectoría 
y la gobernanza, mejorar la eficiencia, fortalecer 
la gestión del talento humano, garantizar el ac-
ceso a medicamentos y abordar los determinan-
tes sociales de la salud (DSS) mediante acciones 
interinstitucionales e intersectoriales. Propone 
incrementar el acceso y la cobertura mediante 
el desarrollo de un sistema de salud basado en 
APS y organizado en redes de servicios. 

En el sector de la Educación, el Plan Nacional 
de Educación 2024 y la Agenda Educativa 2013 -  
2018 se expresa que el sistema educativo busca 
ofrecer una educación de calidad, integradora, 
sin discriminación de ninguna naturaleza y a lo 
largo de toda la vida, lo cual implica, entre otras 
cosas, “el respeto hacia las necesidades y disca-
pacidades de las personas, favoreciendo el ple-
no acceso, la conclusión de estudios y los logros 
de aprendizajes para todas y todos, en especial 
atención a quienes se encuentren en situación 
de vulnerabilidad o riesgo” y, por otra parte, que 
“el afianzamiento de la inclusión en la educa-
ción se concretiza en el acceso, retención, cul-
minación y permanencia de todos y todas en el 
sistema educativo, en la formación docente, en 
la aplicación de pedagogías que desarrollen el 
pensamiento crítico y creativo, entre otros”. Por 
otra parte el MEC, aprobó “el circuito da aten-
ción ante el consumo y/o presencia de drogas 
en instituciones educativas de todos los niveles 
y modalidades del sistema educativo nacional” 
mediante la Resolución 19.972/2016. También 
ha diseñado la guía de “Prevención, Detección 
Precoz e Intervención Oportuna ante el Con-

sumo de Alcohol y otras Drogas en el Ámbito 
Educacional”.
La Estrategia Nacional de Seguridad Ciudada-
na, en el eje de prevención social y situacional 
cuenta con una línea de acción enfocada en 
la prevención del consumo de drogas y alco-
hol, poniendo énfasis en el ámbito escolar. El 
“Programa Cuida tu Vida, que las drogas no te 
atrapen” se orienta a la educación preventiva y 
desincentivo al uso y abuso de sustancias adic-
tivas. En el eje de control y sanción del delito se 
propone reducir el tráfico de drogas, pero tam-
bién propone una línea de acción de moder-
nización de la persecución penal entre cuyas 
propuestas está evaluar la posible implementa-
ción de justicia restaurativa entre los menores y 
jóvenes, como así también tribunales de trata-
miento de drogas.

La Política Nacional de Niñez y Adolescencia 
(POLNA) 2014 – 2024, tiene como uno de sus 
objetivos promover acciones focalizadas en si-
tuaciones de alta vulnerabilidad social para la 
restitución de derechos, y, en esta estrategia 
una de las acciones es “elaborar y poner en 
marcha la Estrategia Nacional de Prevención, 
Tratamiento y Rehabilitación de adicciones en 
todas sus fases, (con la participación activa de 
SNNA, información y conocimiento)”. El Plan 
Nacional de Desarrollo 2030, en su eje reduc-
ción de pobreza y desarrollo social, identifica a 
adolescentes y jóvenes en situación de vulne-
rabilidad, sobre todo aquellos en situación de 
pobreza, señalando su enorme potencial como 
oportunidad para el desarrollo del país si es po-
sible incluirlos en los programas adecuados de 
educación, salud y empleo.

El Programa Nacional Integrado (2011 – 2014), 
de Fortalecimiento del Estado de Derecho, la 
Seguridad y la Justicia en el Paraguay está com-
puesto de 3 subprogramas: crimen organizado 
y tráfico ilícito, justicia y anticorrupción, y reduc-
ción de la demanda de drogas y tratamiento. 
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3. PERFIL DE LA RESPUESTA NACIONAL ANTE EL 
PROBLEMA DE LAS DROGAS
3.1. Principales instituciones y programas
La respuesta nacional para combatir el proble-
ma de las drogas en Paraguay ha puesto mayor 
énfasis en la reducción de la oferta, combatien-
do la producción y el tráfico de estupefacien-
tes. La incautación de drogas, la destrucción de 
campos de producción y el desmantelamiento 
de redes de microtráfico se realizan de mane-
ra sostenida y con el alarmante resultado de 
enormes cantidades de sustancias ilícitas pre-
paradas para un mercado interno y externo que 
demandan su consumo22. 

Los esfuerzos y recursos para reducir la deman-
da se han orientado a estudios para conocer la 
prevalencia y el patrón de consumo, difundir 
información a la población, capacitar al perso-
nal, implementar programas, proyectos y ac-
tividades para prevenir el consumo de drogas 
en los jóvenes y tratar las adicciones, a través 
de instituciones gubernamentales y no guber-
namentales, con recursos nacionales públicos 
y privados, donaciones y recursos provenientes 
de la cooperación internacional.  

El enfoque de salud pública es incipiente y 
orientado principalmente a servicios de trata-
miento de personas con problemas derivados 
del consumo de drogas y alcohol y, en menor 
medida, a servicios preventivos. En el Sistema 
Nacional de Salud, estos servicios no operan de 
manera integrada sino más bien como progra-
mas verticales y centros especializados.

La población objetivo de estos programas y 
proyectos son los adolescentes y jóvenes, pero 
la focalización hacia las poblaciones más vul-
nerables es incipiente. En general, las medidas 
adoptadas para reducir la demanda tienen una 
cobertura limitada, condicionada por la dispo-
nibilidad de recursos y el desarrollo de capa-
cidades institucionales para actuar de manera 
amplia.
Por otra parte, aunque es notoria y perseve-

rante la voluntad de concertar acciones coordi-
nadas entre los subsectores y entre las institu-
ciones, en general, cada organización opera de 
manera independiente con escasas sinergias y 
complementariedad. El Consejo Nacional de 
Prevención de la Farmacodependencia y Recu-
peración del Farmacodependiente, establecido 
en la Ley 1340/1988, no ha sido constituido.

Las principales instituciones gubernamentales 
involucradas en la reducción de la demanda del 
consumo de drogas son: 
a) Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD), a tra-
vés de las siguientes dependencias:
• Dirección General de Cooperación Nacional  
Internacional y Fortalecimiento Institucional; 
actualizando directrices técnicas de acuerdo a 
documentos técnicos y de posición de agencias 
multilaterales, gestiona cooperación técnica y 
financiera para fortalecer la respuesta nacional 
e impulsa alianzas y convenios de cooperación. 
• Dirección General de Reducción de la Deman-
da de Drogas, mediante capacitación, elabo-
ración de guías técnicas, implementación de 
programas de prevención y comunicación, así 
como también de la implementación de centros 
ambulatorios de apoyo y tratamiento en varios 
municipios. Esta dependencia opera mediante 
las direcciones de prevención integral y la de 
tratamiento y rehabilitación. Algunos de los pro-
gramas que implementa son los siguientes: Pro-
grama de prevención familiar, programa de pre-
vención en instituciones educativas y programa 
de prevención en educación superior.
• Dirección General de Ejecución de Programas 
Sociales, a través de la dirección de programas 
terapéuticos, dirección de formación educativa 
y la dirección de inclusión social. 
• Observatorio Paraguayo de Drogas, mediante 
la realización de estudios de prevalencia y facto-
res de riesgo, así como de la difusión de datos y 
documentos técnicos.

22Conclusiones de entrevistas y reuniones con referentes nacionales durante el periodo de consultas.
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b) Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 
(MSPBS) a través de las siguientes dependen-
cias: 
• Centro Nacional de Control de Adicciones (CN-
CA), entidad que brinda tratamiento ambulato-
rio y con internación para desintoxicación, así 
como también servicios de promoción y pre-
vención, principalmente en instituciones educa-
tivas. También realiza capacitaciones y elabora 
guías técnicas.
• Dirección de Salud Mental (DSM), entidad que 
participa en la definición de directrices de nivel 
político y técnico. También proporciona servi-
cios a través de unidades de salud mental. 
• Dirección General de Programas, a través de 
la Dirección de Atención Integral de la Niñez y 
Adolescencia, con el apoyo de UNFPA y de la 
OPS, ha publicado una guía de manejo integral 
del adolescente, incluida el consumo de drogas 
y otras sustancias .
• Dirección Nacional de Vigilancia Sanitaria (DI-
NAVISA), entidad que se encarga de la vigilancia 
de fármacos y precursores; y 
• Programa Nacional de lucha contra el SIDA 
(PRONASIDA), emite directrices técnicas, im-
plementa proyectos de intervención, realiza 
vigilancia epidemiológica y presta servicios de 
prevención, consejería y tratamiento a personas 
que viven con VIH, entre ellos a quienes utilizan 
drogas (UD) incluido a los que utilizan drogas in-
yectables (UDI).

c) Ministerio de Educación y Cultura (MEC) a tra-
vés de las siguientes dependencias:
• Dirección General de Educación Inclusiva (DI-
GEI), mediante la implementación de programas 
y proyectos de prevención, sensibilización, difu-
sión y capacitación; el apoyo a la realización de 
estudios de situación y guías técnicas. Además, 
en el marco Subprograma 3, la DIGEI, propuso 
incorporar un módulo de caracterización de Ha-
bilidades para Vida al Cuestionario de la CICAD/
OEA, propuesta que fue ajustada y aprobada 
en la SENAD e incluido en el instrumento final. 
El apoyo de la DIGEI para la realización de las 
encuestas a jóvenes escolarizados ha sido fun-
damental.

Actualmente apoya la implementación de la 
campaña de comunicación “Está en Vos, Vos 
decidís” en conjunto con el MSPBS, SENAD, 
UNODC, entre otras instituciones.
• Dirección General de Asesoría Jurídica (DGAJ), 
mediante el asesoramiento a personal directi-
vo, técnico y docente de escuelas y colegios a 
través de la Dirección de protección y promo-
ción de la niñez y a la adolescencia. Ante casos 
de sospecha de consumo y/o presencia de dro-
gas en instituciones educativas se asiste para 
la intervención oportuna. 

Recientemente, se emitió la Resolución 
N°19972 Circuito de Atención ante el Consumo 
y/o Presencia de Drogas en Instituciones Edu-
cativas en setiembre del 2016. 

d) Ministerio del Interior (MI) a través de las si-
guientes dependencias:
• Dirección Antinarcóticos de la Policía Nacional 
(DAN PN), mediante la realización de charlas y 
otras actividades de prevención.
• Dirección de Políticas de Seguridad, Dirección 
de Participación Ciudadana y Dirección de Go-
biernos Departamentales y Municipales, me-
diante la implementación de la Estrategia Na-
cional de Seguridad Ciudadana. 

e) Ministerio de Justicia (MJ) a través de la Di-
rección de Salud Penitenciaria (DSP/MJ) depen-
diente de la Dirección de Institutos Penales y 
de la Dirección de Relaciones Internacionales. 
Se ha diseñado un Plan de salud penitenciaria 
que incluye el abordaje del consumo abusivo 
de sustancias.

f) Ministerio de la Mujer (MM), participa de acti-
vidades del PNI y asiste con servicios de protec-
ción a mujeres en situación de vulnerabilidad.

g) Ministerio del Trabajo (MT), desarrolla varios 
planes de inclusión laboral para población ge-
neral. Es identificado como una institución es-
tratégica para el componente de reducción de 
la demanda, específicamente en programas de 
reinserción social.
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h) Ministerio Público, realiza algunas charlas so-
bre drogas y micro tráfico a través de la Direc-
ción de Comunicación y Prensa.

i) Secretaría Nacional de la Niñez y Adolescencia 
(SNNA), ha definido entre sus líneas de acción la 
atención al problema de drogas (POLNA, 2014 
– 2024). Gestiona un centro de atención en Ciu-
dad del Este. Implementa el programa ABRAZO 
dirigido a niños en situación de vulnerabilidad. 

j) Algunos gobiernos sub nacionales, como la 
Gobernación de Central, la Gobernación de 
Alto Paraná y la Municipalidad de Luque en las 
cuales se implementan acciones de prevención 
y atención con base a convenios interinstitucio-
nales.

Las principales agencias internacionales que co-
laboran mediante cooperación técnica y finan-
ciera son:
a) La Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito UNODC, implementa en la ac-
tualidad el Programa Nacional Integrado (PNI).

b) La Comisión Interamericana para el Control 
del Abuso de Drogas (CICAD) de la Organización 

de Estados Americanos (OEA), brinda coopera-
ción técnica y financiera para formación de ca-
pacidades nacionales.

En el sector privado se identifican entidades 
con fines de lucro y sin fines de lucro que ope-
ran ofreciendo servicios de tratamiento, grupos 
de autoayuda, espacios comunitarios de apoyo 
y la implementación de proyectos de interven-
ción.  En el Censo del 2013 se identificaron 32 
entidades privadas que prestan servicios de 
tratamiento y 45 grupos de autoayuda.

La prevención primaria tiene un enfoque de 
programas y proyectos verticales implementa-
dos predominantemente a demanda de insti-
tuciones, principalmente educativas, o bien de 
grupos o comunidades y, complementariamen-
te, mediante campañas de información y comu-
nicación según la disponibilidad de recursos. La 
prevención selectiva e indicativa está menos 
desarrollada. 

Algunas de las actividades pueden ser intensi-
vas en un territorio o en el ámbito de una ins-
titución, pero no necesariamente sostenidas y 
continuas en el tiempo.

3.2. Centros de tratamiento y grupos de autoayuda
Los servicios de tratamiento se estructuran en 
centros especializados y grupos de apoyo o de 
autoayuda ofertados tanto en el sector público 
como en el privado. Estos servicios no están 
integrados y operan de manera segmentada y 
fragmentada24.

En el 2013 se reportó 87 centros que disponían 
servicios de atención y tratamiento a personas 
con problemas derivados del consumo de alco-
hol y drogas. Entre estos establecimientos, 42 
correspondían a centros especializados o esta-
blecimientos de salud que entre otros servicios 
disponían algunos específicos para atender a 
estas personas. Otros 45 establecimientos se 
ocupaban de grupos de apoyo y autoayuda de 
los cuales 39 se enfocaban en grupos de alco-

hólicos anónimos y 7 en narcóticos anónimos. 
Los centros para el tratamiento específico del 
consumo de drogas fueron 72, de los cuales só-
lo 8 pertenecían al sector público y 64 al sector 
privado, el 70% de estos establecimientos co-
rresponden a grupos de autoayuda. 

Considerando la modalidad de los servicios 
ofrecidos, 48 establecimientos reportaron que 
ofrecen apoyo en grupos de autoayuda, 32 ope-
raban bajo la modalidad de comunidades tera-
péuticas y 31 ofrecían servicios ambulatorios 
de tratamiento. Sólo 8 reportaron contar con 
tratamiento de desintoxicación, 7 de reducción 
de daños y 6 de sustitución terapéutica. En ge-
neral, el 74% de los establecimientos que ofre-
cen estos servicios son privados y 26% públi-

24Conclusiones de entrevistas y reuniones con referentes nacionales durante el periodo de consultas.
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cos. El 84% de las comunidades terapéuticas y 
el 94% de los grupos de autoayuda pertenecen 
al sector privado. Sin embargo, el tratamiento 
ambulatorio predominó en establecimientos 
públicos, correspondiendo al 55% de los esta-
blecimientos que ofrecen este tipo de servicios. 
Se reportó 106 camas para desintoxicación, 30 
en el sector público y 76 en el sector privado.

En los distintos establecimientos se registró 
4.836 personas en tratamiento de los cuales, el 
42% se encontraba en comunidades terapéu-
ticas, 22% asistía a grupos de autoayuda, 17% 
recibía un tratamiento ambulatorio, 15% recibió 
terapia de desintoxicación y 3% de reducción de 
daños. 

La disponibilidad reportada fue insuficiente pa-
ra responder a la demanda de tratamiento. Se-
gún los datos reportados sólo 1 de cada 2 per-
sonas que buscó algún tipo de tratamiento logró 
ser admitido en alguno de los establecimientos. 
Las brechas de disponibilidad para satisfacer la 
demanda fueron del 54% para las comunidades 
terapéuticas, 39% para los servicios de desin-
toxicación, 39% para los grupos de autoayuda, 
35% para el tratamiento ambulatorio y 9% para 
los servicios de reducción de daños. 

Los centros de tratamiento están regulados 
por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar 
Social, entidad que ha establecido Normas Mí-
nimas de Calidad para la Atención de Personas 
con Problemas Derivados del Consumo de Alco-
hol y otras Drogas, a través de la Resolución SG 
766/2007. Pero, a pesar de esta normativa, sólo 
el 45% contaba con la habilitación sanitaria co-
rrespondiente. Por otra parte, solo el 57% con-
taba con un programa de tratamiento, el 79% 
con un protocolo de admisión y el 64% con un 
contrato terapéutico.

En el sector público se identifican las siguientes 
instituciones que ofrecen servicios de trata-
miento:
a) El Centro Nacional de Control de Adicciones 
se encuentra en la Capital y sirve de referencia 

a todo el país. Registra entre 1200 a 1700 pa-
cientes nuevos cada año, con una tendencia al 
incremento anual en los últimos 5 años. Brinda 
tratamiento ambulatorio, así como también de 
internación. Las consultas para los servicios de 
psiquiatría y psicología en el 2015 superaron las 
11 mil consultas.   Ese mismo año los grupos 
de auto ayuda registrados alcanzaron los 2.127 
participantes. En la unidad de desintoxicación 
programada se registraron 170 adultos y 143 ni-
ños. También brinda servicios de clínica médica, 
pediatría, odontología, nutrición, trabajo social, 
asesoría jurídica, así como servicios de promo-
ción y prevención.   Esta oferta de servicios es 
insuficiente para satisfacer la demanda de pa-
cientes que cada año va en aumento. 

b) La Dirección de Tratamiento y Rehabilitación 
de la SENAD, implementa el Programa de Trata-
miento ambulatorio para adolescentes usuarios 
a través de 7 Centros Ambulatorios de trata-
miento: 3 en Asunción, 3 en el Departamento 
Central y  1 en Alto Paraná.    En cada centro 
se realiza un seguimiento al consumidor y sus 
familias, otorgando además servicios médicos, 
atención psicológica, odontológica y nutricional. 
En el 2015 más de 380 usuarios se encontraban 
en tratamiento en estos centros ambulatorios.

c) La Cátedra y Servicio de Psiquiatría de la Fa-
cultad de Ciencias Médicas de la Universidad 
Nacional de Asunción, ofrece servicios ambula-
torios de tratamiento, terapia de sustitución y 
reducción de daño.

d) El Hospital Regional de Alto Paraná, reporto 
un servicio de atención ambulatoria en consul-
torios.

e) La Región Sanitaria del Amambay, reportó la 
disponibilidad de tratamiento ambulatorio en 5 
establecimientos.

f) La región Sanitaria de Cordillera reportó 1 es-
tablecimiento que cuenta con tratamiento am-
bulatorio.
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3.3. Principales limitaciones para una respuesta integral y 
amplificada
Los progresos para combatir el consumo de 
drogas en Paraguay son reconocibles tanto en 
los resultados como en el compromiso de gru-
pos de trabajo que se destacan en las institu-
ciones involucradas. En las últimas dos décadas 
los principales avances para reducir la deman-
da han consistido en crear estructuras orga-
nizativas en distintas instituciones, el diseño 
de normas en concordancia con las recomen-
daciones internacionales, la capacitación a un 
grupo de profesionales en varias instituciones, 
la consolidación de un centro de tratamiento 
público de referencia nacional, el desarrollo de 
una oferta de servicios en el sector privado y la 
acumulación de una experiencia que puede ser 
evaluada, replicada y amplificada.  Para seguir 
avanzando es preciso identificar las limitacio-
nes, analizarlas y modificarlas para diseñar una 
respuesta amplificada, integral, multidisplinaria 
y multisectorial, acorde a los desafíos globales y 
hemisféricos. 

Con base al análisis de la información disponi-
ble y de entrevistas a referentes claves, es po-
sible identificar las principales limitaciones de 
la respuesta nacional para reducir la demanda 
de drogas, las cuales pueden agruparse en: li-
mitaciones relativas al modelo y enfoque de la 
estrategia nacional; limitaciones de la gestión; y 
limitaciones en cuanto a los recursos25. 

En cuanto al modelo general y el enfoque de la 
respuesta:
a) En la sociedad persiste una comprensión li-
mitada y restringida sobre el problema de las 
drogas, asociando el consumo y la drogodepen-
dencia con la delincuencia y la marginalidad, lo 
que genera estigma y discriminación hacia las 
personas afectadas y una notable exclusión so-

cial en todos los ámbitos, incluido de los servi-
cios de apoyo y tratamiento. Esta situación no 
es muy diferente en algunos sectores políticos, 
lo que se traduce también, más allá de los dis-
cursos, en un limitado apoyo y orientación de 
recursos para reducir la demanda de forma in-
tegral. 

b) Por lo tanto, la respuesta no es equilibrada, 
con énfasis en la reducción de la oferta, un en-
foque represivo para reducir la demanda y es-
casa disponibilidad y acceso a servicios de pre-
vención, tratamiento, rehabilitación y apoyo. 

c) Bajo este modelo el concepto y el alcance 
del derecho a la salud, entendido como el más 
alto nivel de salud posible, incluida la atención 
oportuna cuando se necesita, están bastante 
limitados, lo cual afecta, de manera conexa, a 
la dignidad de las personas y a las garantías de 
otros derechos humanos.

d) Las acciones para reducir la demanda se 
concentran en la población de adolescentes y 
jóvenes y en menor medida en niños. En estas 
poblaciones se han realizado estudios diagnós-
ticos en el ámbito escolar.  Pero la focalización 
hacia la población en situación de vulnerabi-
lidad es débil y con pocos datos para conocer 
mejor el problema.

e) El modelo preventivo predominante se de-
sarrolla en instituciones educativas con baja 
cobertura y continuidad, debido principalmen-
te a que las actividades curriculares tienen un 
diseño mínimo orientado más a la difusión de 
información, mientras que aquellas actividades 
más integrales funcionan como programas ver-
ticales no integrados, limitados por el reducido 

25Conclusiones de entrevistas y reuniones con referentes nacionales durante el periodo de consultas.

No se ha identificado ninguna participación de 
la seguridad social (IPS) en servicios de trata-
miento ni de prevención.  
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personal y recursos financieros asignados. 

f) En el sector no profesional de la respuesta, 
generalmente a través de organizaciones sin 
fines de lucro, los abordajes no siempre son 
integrales y según la opinión de referentes del 
sector público, los procedimientos no siempre 
están sustentados en la evidencia disponible. 
g) El modelo de tratamiento predominante es el 
especializado, lo cual limita en gran medida la 
posibilidad de amplificar y descentralizar la res-
puesta. En algunos casos, los servicios de trata-
miento son otorgados por personas que no son 
profesionales y no cuentan con una certifica-
ción que respalde las competencias necesarias 
para proveerlos. 

h) En el sector salud, las acciones de promoción 
de la salud y prevención del consumo de dro-
gas son limitadas. Las acciones se implementan 
de forma vertical no integrada, cuyo alcance es 
proporcional al reducido personal y recursos 
asignados para tales propósitos.  

En cuanto a las características de la gestión:
a) Se da en un contexto de segmentación y 
fragmentación, con débil coordinación y articu-
lación interinstitucional en el plano operativo. 
En efecto, cada institución opera con objetivos 
y metas propias. Esta debilidad se debe a va-
rios factores, pero se destacan la insuficiencia 
de mecanismos y herramientas para ejercer de 
manera efectiva la rectoría, la debilidad institu-
cional de algunas partes claves, la ausencia de 
un sistema de información único y la ausencia 
de evaluaciones sistemáticas de efectividad de 
las acciones. 

b) En cuanto a la gestión de la calidad de los ser-
vicios, el avance más notorio es normativo, pero 
al mismo tiempo, la debilidad más notoria es la 
capacidad limitada para promover, incentivar y 
controlar el cumplimiento de las mismas. 

En cuanto a los recursos:
a) Existe un amplio consenso entre los referen-
tes que la asignación financiera pública para res-
ponder al problema de las drogas es insuficien-

te. Una limitante para estimar la magnitud de la 
brecha financiera es la ausencia de un sistema 
de cuentas nacionales que permitan cuantificar 
el gasto público, privado y proveniente de fon-
dos externos. 

b) En cuanto a los recursos humanos las limi-
taciones son tanto en la cantidad como en la 
disponibilidad de personal capacitado para ac-
tuar en los distintos ámbitos de una respuesta 
integral. 

c) Por ejemplo: a) para coordinar toda la res-
puesta de reducción de la demanda del sector 
educativo el MEC solo cuenta con 5 profesiona-
les técnicos. La Dirección de Salud Mental del 
MSPBS sólo cuenta con 3 profesionales. El De-
partamento de Psicotrópicos, Estupefacientes y 
Sustancias Precursoras de la Dirección Nacional 
de Vigilancia Sanitaria, responsable por el con-
trol de fármacos y precursores sujetos a fisca-
lización sólo cuenta con 3 profesionales para 
todo el territorio nacional.

d) Por otra parte, en la respuesta nacional inter-
vienen profesionales y no profesionales. Entre 
los profesionales no todos han recibido capa-
citación en el ámbito específico de las drogas, 
incluida aquellas personas que realizan servi-
cios de tratamiento. Entre los no profesionales 
se encuentran una variedad amplia de perso-
nas con distintas formaciones y competencias 
donde se destaca la voluntad y el compromiso, 
pero no siempre la comprobación de las com-
petencias requeridas para brindar los servicios 
ofrecidos.
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4. FUNDAMENTOS PARA UNA POLÍTICA AMPLIA, 
CENTRADA EN LAS PERSONAS Y SUS NECESIDADES
4.1.	 Priorización de los problemas detectados
4.1.1.	 En cuanto al consumo: 
Tendencia y distribución del problema
Encuestas periódicas señalan una tendencia al 
aumento del consumo de drogas ilícitas y una 
iniciación más temprana, antes de los 15 años. 
En el último año escolar, es muy probable que 
en un aula 30 adolescentes al menos 2 de ellos 
consuma alguna droga ilícita durante ese perio-
do lectivo. Al final de la adolescencia, 1 de cada 
10 ya habrán consumido alguna droga ilícita.

Aunque el problema está ampliamente exten-
dido, se concentra en adolescentes y jóvenes 
de zonas urbanas. Existe consenso en señalar 
que las poblaciones más vulnerables son los 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes en general 
y, particularmente, otros grupos poblacionales 
como los jóvenes infractores, los niños y niñas 
en situación de calle, las personas privadas de 
libertad, los indígenas y los indígenas en situa-
ción de calle.

Un tema poco estudiado en Paraguay es la afec-
tación del consumo de drogas en las niñas, en 
las mujeres, en la mujer embarazada, las con-
secuencias en el recién nacido y situaciones co-
nexas como la violencia intrafamiliar y la violen-
cia contra la mujer. Tampoco está caracterizada 
la situación de las familias afectadas, pero hay 
consenso en señalar que una respuesta integral 
debe considerar a la persona, su familia y su co-
munidad.

Sustancias de mayor consumo y consumo proble-
mático
En adolescentes y jóvenes coexiste un patrón 
de consumo de sustancias lícitas (como alcohol, 
tabaco y medicamentos) con sustancias ilícitas 
(como marihuana, cocaína y otros).

La marihuana, la cocaína fumable y la cocaína 
clorhidrato son las drogas ilícitas más consu-

midas. La cocaína fumable es la que ocasiona 
mayor consumo problemático en la actualidad. 
Pero el patrón de consumo es cambiante, inclui-
da nuevas sustancias y policonsumo. 

Casi todas las drogas ilícitas más consumidas en 
América fueron detectadas en Paraguay. Existe 
consenso en señalar que las características de 
consumo y el tipo de sustancia está relacionado 
con el nivel de ingreso económico y/o el estrato 
social.

Factores asociados y otras situaciones conexas 
Existe una proporción de jóvenes que no consi-
deran de alto riesgo el consumo de drogas ilíci-
tas y que consideran que es de fácil el acceso. Se 
registra una mayor proporción de jóvenes que 
consumen drogas relacionados con problemas 
de comportamiento escolar y relacionamiento 
familiar. Existe consenso que hay mayor riesgo 
en situaciones de vulnerabilidad social y afecti-
va, así como también en la debilidad de ciertas 
habilidades y autoestima.

Hay una mayor prevalencia de VIH y hepatitis 
en la población que consume drogas que en la 
población general, y es posible que también sea 
mayor en otras enfermedades asociadas. }

En Paraguay está poco estudiado la relación en-
tre consumo de drogas y accidentes laborales y 
de tránsito. Tampoco se ha estudiado suficien-
temente su relación con la ocurrencia de suici-
dios.
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4.1.2.	 En cuanto a la implementación de estrategias nacionales
El modelo de la respuesta nacional
En la sociedad paraguaya persiste una com-
prensión limitada y restringida sobre los pro-
blemas derivados del consumo de drogas, sus 
efectos sobre la salud de las personas, sobre 
las familias y los altos costos para afrontarlos. 
En general, se asocia el consumo de drogas con 
la delincuencia y la marginalidad, lo que gene-
ra estigma y discriminación hacia las personas 
afectadas y una notable exclusión social en to-
dos los ámbitos, y sobre todo de los servicios de 
prevención, apoyo, tratamiento, rehabilitación y 
reinserción social.

En general, se considera que la población tiene 
poco acceso a la información sobre los proble-
mas derivados del consumo de drogas y sobre 
los programas de tratamiento y rehabilitación. 
* El modelo actual de la respuesta nacional es-
tá centrado en la reducción de la oferta. Por lo 
tanto, la respuesta no tiene un enfoque amplio 
ni es equilibrada. 

* Los componentes para una atención integral 
están asimétricamente desarrollados y no son 
continuos. En general, no tienen un enfoque de 
salud pública.  

* El modelo de prevención se centra en la difu-
sión de información y charlas de sensibilización. 
Existen experiencias pilotos de intervenciones 
para desarrollar habilidades para la vida, pero 
no se han explorado mecanismos para ampli-
ficarlas. 

* El tratamiento en el sistema de salud se basa 
en el paradigma de la especialidad médica con 
otros servicios complementarios. En las unida-
des de salud de la familia, pilar de la estrategia 
de APS del sistema de salud, se aborda mínima-
mente los problemas derivados del consumo de 
drogas. 

* Coexisten ampliamente otros servicios no re-
gulados y no integrados al sistema de salud bajo 
distintas modalidades mediante intervenciones 

profesionales y no profesionales.  

* Los costos para acceder a servicios de trata-
miento, rehabilitación y apoyo tienen un alto im-
pacto económico en los hogares. 

* En general la respuesta ante el problema de 
las drogas no interviene sobre las causas subya-
centes y están poco articulados con los progra-
mas de desarrollo social. 

* Las acciones en el ámbito de la familia y el 
trabajo están muy poco desarrolladas. Hay con-
senso en señalar que el sistema de protección 
social tiene fallas en la protección efectiva a las 
familias afectadas por problemas derivados del 
consumo de drogas.

* El componente de reinserción social tiene un 
desarrollo muy incipiente en el modelo de aten-
ción integral. 

* La vigilancia sanitaria y epidemiológica son 
componentes poco desarrollados en las estra-
tegias para reducir la demanda. 

Alcance, calidad y efectividad
No hay una evaluación sistemática de los proce-
sos y resultados de las intervenciones. Hay poca 
investigación y evidencias nacionales. 

En general hay acuerdo en que el alcance y co-
bertura de los servicios de prevención y trata-
miento es limitado. En cuanto a la calidad no se 
registran evaluaciones sistemáticas en relación 
a las normas existentes.

Hay consenso en señalar que en general existe 
déficit de personal calificado para prestar ser-
vicios en los distintos componentes de la aten-
ción integral. Este déficit es más notorio en rela-
ción a poblaciones específicas más vulnerables.

Institucionalidad y gobernanza
La coordinación para reducir la demanda es dé-
bil, determinada principalmente por la falta de 
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recursos financieros y humanos, así como por 
la falta de mecanismos para una mejor gober-
nanza. 

Los objetivos institucionales no se encuentran 
alineados para una respuesta complementaria 
y sinérgica, sino que más bien las acciones son 
segmentadas, fragmentadas y con alcance re-
ducido.

Hay debilidad en el sistema de información.

En general, el personal y los recursos financieros 
asignados en cada institución son insuficientes. 

Hay consenso en señalar que el marco legal de-
bería ser actualizado y que las instituciones son 
débiles para aplicar el marco vigente. 

La participación de los gobiernos departamen-
tales y municipales es aún incipiente, y en gene-
ral, se considera que la respuesta nacional está 
muy centralizada. 
La participación social también es débil.

4.2.	 Implementar una respuesta nacional equilibrada y efectiva 
4.2.1. Coherente con la respuesta global y regional
Comprendiendo que el problema nacional so-
bre drogas forma parte de un problema regio-
nal y global, la PND es coherente y consecuente 
con los instrumentos internacionales de fiscali-
zación, lineamientos políticos y planes de acción 
donde el Paraguay ha asumido compromisos 
como Estado parte.
En este sentido, ratifica los compromisos asu-
midos en tres instrumentos de fiscalización 
internacional de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas: 
• La Convención Única de 1961 sobre Estupe-
facientes enmendada por el Protocolo de 1972, 

• El Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 
1971, 

• La Convención de las Naciones Unidas contra 
el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas de 1988; 

Así mismo, ratifica los compromisos asumidos 
en las declaraciones políticas y planes de acción 
multilaterales que exigen acciones concretas de 
parte de los Estados miembros para cumplir 
objetivos globales mediante el logro de resulta-
dos regionales y nacionales, expresados en:

• Los Objetivos de Desarrollo Sostenible, adop-
tada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, y compromisos conexos,

• La Declaración Política y Plan de Acción apro-
bada en el Período Extraordinario de Sesiones 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas 
sobre el problema mundial de las drogas, cele-
brado del 19 al 21 de abril de 2016 en la ciudad 
de Nueva York, titulado “Nuestro compromiso 
conjunto de abordar y contrarrestar eficazmen-
te el problema mundial de las drogas”, y com-
promisos conexos; 

• El Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 
2016-2020 de la CICAD/OEA; 

• La Estrategia y el Plan de Acción sobre el con-
sumo de sustancias psicoactivas y la salud pú-
blica de la OMS/OPS; 

Consecuente estos lineamientos, la PND a nivel 
nacional requiere de una respuesta social orga-
nizada, amplia e integral que intervenga sobre 
las causas y las consecuencias del consumo de 
drogas. En este sentido, la reducción de la de-
manda de drogas es un objetivo común de las 
políticas de varios sectores sociales, donde ca-
da uno contribuye de manera complementaria 
y sinérgica. A su vez, el conjunto de estas po-
líticas sectoriales forma parte de la política de 
desarrollo del país. 

La PND no es una política aislada, sino que 
forma parte de un conjunto de políticas que 
se interrelacionan para el desarrollo social y 
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económico del país. Esta ubicuidad y relación 
es esencial para evitar acciones segmentadas, 
aisladas y discontinuas, así como también para 
aprovechar de manera óptima los recursos y es-
fuerzos, logrando integralidad por medio de la 
Intersectorialidad.
Se espera que todas las políticas sectoriales 
del área social incorporen estrategias, objetivos 
y metas con la finalidad de reducir la demanda 
de drogas actuando sobre los determinantes 

sociales de la salud y los factores de riesgo, con 
énfasis en las poblaciones más vulnerables y 
en los territorios priorizados. 
En consecuencia, los resultados institucionales 
y sectoriales son medibles, evaluables, cuentan 
con recursos suficientes, tienen procesos siste-
máticos, son parte del sistema de información 
rutinario y son incluidos en las rendiciones de 
cuentas.

4.2.2. Adoptar un cambio de paradigma
Los esfuerzos para reducir la demanda de dro-
gas requieren de un cambio de paradigma en 
la sociedad y en las instituciones de los tres 
poderes del Estado, tanto en la caracterización 
del problema del consumo y la consecuente 
respuesta, de “consumidor problemático y de-
lincuente” a “persona con problemas derivados 
del consumo de drogas”, o “persona que pade-
ce una enfermedad crónica relacionada al con-
sumo de drogas”, cuyas causas son complejas, y 
que, ante esa condición, las personas tienen el 
derecho de recibir servicios integrales para su 
salud física, mental y el logro del bienestar, 
Este reconocimiento de la persona ante el con-
sumo de drogas, parte desde la perspectiva 
que las condiciones de vida del individuo como 
ser social está determinadas por factores socia-
les, económicos, ambientales y culturales que 
en conjunto puede ser comprendido en el con-
cepto actual de determinantes sociales de la sa-
lud. El consumo de drogas, incluido el consumo 
abusivo, el consumo problemático y la drogode-
pendencia, es entendida como el resultado de 
factores multicausales complejos, de factores 
de riesgo y condiciones de vulnerabilidad. 
Por consiguiente, las acciones emprendidas de-
ben contemplar no solo las consecuencias del 
consumo de drogas, sino que además las cau-
sas que subyacen. Esta ampliación del enfoque 
constituye el principal desafío para lograr de 
manera efectiva la reducción de la demanda.
En este nuevo paradigma, la persona es con-
siderada en su dimensión física, psicológica y 
social, así como en los distintos ámbitos donde 
vive: la familia, la comunidad, la escuela, el tra-
bajo, etc. 

La PND, como parte de las políticas sociales, y 
en sinergia con ellas, buscará revertir las con-
diciones adversas de los determinantes socia-
les, transformar la condición de vulnerabilidad 
y controlar los factores de riesgo antes que 
ocurran los problemas de consumo, pero tam-
bién como requisito para la efectividad del tra-
tamiento, la rehabilitación y la reinserción social. 
Coherente y consecuente con esta concepción, 
la respuesta nacional ante el problema de las 
drogas se da en el marco de una PND equilibra-
da, es decir, que moviliza recursos para produ-
cir acciones sistemáticas para reducir la oferta 
y la demanda de drogas, con un enfoque am-
plio, integral, multisectorial y multidisciplinario, 
bajo el principio de responsabilidad común y 
compartida, respetando los derechos humanos 
y las libertades fundamentales, implementada 
mediante estrategias que consideren la com-
plejidad de las causas que subyacen: los deter-
minantes sociales, incluido aspectos culturales, 
generacionales y de género;  la vulnerabilidad; 
los factores de riesgo; y otros factores como la 
presión de la oferta y el acceso a las drogas en 
los distintos territorios.  
Así mismo, la política nacional debe reconocer 
y actuar sobre las situaciones conexas del con-
sumo de drogas que afectan a las familias y a la 
comunidad.
Tan importante como las reafirmaciones decla-
rativas, para concretar el derecho de las perso-
nas es fundamental diseñar e implementar me-
canismos de gobernanza única, la asignación 
suficiente de recursos y las alianzas estratégicas 
para una respuesta amplia y efectiva. 
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4.2.3. Respuesta nacional basada en valores y principios
La respuesta nacional se basa en los siguientes 
valores y principios:
* Intervenciones basadas en valores: El respeto 
irrestricto a los derechos humanos, las liberta-
des fundamentales y la dignidad de las perso-
nas, el derecho a la salud, el derecho a la edu-
cación inclusiva, el derecho a la información, la 

equidad, la solidaridad y la justicia social.
* Intervenciones basadas en un conjunto de 
principios: universalidad, integralidad, equidad 
de género, sostenibilidad, calidad, Intersecto-
rialidad, responsabilidad común y compartida, 
participación social, inclusión, confidencialidad, 
Intervenciones basadas en evidencias.

4.3. Integración funcional de un sistema nacional de reducción de 
la demanda de drogas
La respuesta nacional para reducir la deman-
da de drogas en Paraguay se concibe en un 
Sistema Nacional de Reducción de la Demanda 
de Drogas, integrado por instituciones y orga-
nizaciones de distintos sistemas sociales que 
comparten un conjunto de valores, principios y 
normas, que orientan sus esfuerzos y recursos 
de manera complementaria y sinérgica para 

alcanzar objetivos y metas comunes, mediante 
el ejercicio de la rectoría, la provisión de servi-
cios integrales y la movilización de los recursos 
necesarios. 
La operación del sistema se basa en mecanis-
mos integrados de planificación, gestión por 
procesos y resultados, monitoreo y evaluación, 
información rutinaria y rendición de cuentas.
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5. MARCO ESTRATÉGICO PARA REDUCIR LA DEMANDA 
DE DROGAS EN PARAGUAY
5.1. Visión de largo plazo
Alcanzar el desarrollo de una sociedad sosteni-
ble, justa, equitativa, inclusiva, con igualdad de 
oportunidades, con ciudadanos protagonistas 
del bienestar y la prosperidad y que ha logrado 
disminuir al máximo los problemas derivados 
del consumo de drogas.  

5.2. Misión
Implementar acciones para reducir la demanda 
de drogas, como parte de una política nacio-
nal equilibrada, con enfoque de salud pública, 
considerando la complejidad de las causas 
que subyacen y sus efectos, los determinan-
tes sociales, la situación de vulnerabilidad, los 
factores de riesgo, las distintas características 
de los territorios y sus poblaciones, las etapas 
de la vida, los aspectos culturales y de género, 
el respeto a los derechos humanos, la dignidad 
y las libertades fundamentales.

5.3. Direccionamiento 
estratégico
Estrategia I: Fortalecer la cohesión social
Objetivo 1. Incidir sobre los determinantes sociales 
de la salud en territorios y poblaciones priorizadas
Resultados esperados:
En los territorios priorizados se verifica que se 
ha logrado:
* Mejorar las condiciones sociales y la inclusión 
social al sistema de protección social. 

* Mejorar el acceso de los adolescentes y jóve-
nes a programas de protección social y servi-
cios integrales de salud. 

* Fortalecer los factores protectores en la fami-
lia y la comunidad así como mitigar o  disminuir 
las situaciones de vulnerabilidad y los facto-
res de riesgo relacionados con los problemas 
derivados del consumo de drogas y sus conse-
cuencias, comprobables mediante indicadores 

medibles.
Objetivo 2. Promover la participación comunitaria 
para reducir la demanda de drogas
Resultados esperados: 
En los distintos territorios priorizados se verifi-
ca que se ha logrado: 
* Mejorar el acceso a información relevante 
sobre los problemas derivados del consumo 
de drogas, sus consecuencias y situaciones 
conexas. 

* Mejorar la conciencia social sobre la impor-
tancia prevenir el consumo de drogas y tratar a 
las personas afectadas hasta su rehabilitación 
y su inserción o reinserción a la sociedad, así 
como también brindar apoyo a las familias. 

* Mejorar la sensibilización para cambiar el pa-
radigma predominante que excluye socialmen-
te a las personas afectadas. 

* Mejorar el compromiso y responsabilidad de 
organizaciones civiles, universitarias y profesio-
nales para lograr una respuesta nacional amplia 
y equilibrada ante los problemas derivados del 
consumo de drogas. 

* Mejorar la disponibilidad, el acceso, la calidad 
y la utilización de servicios de salud de preven-
ción y programas destinados a adolescentes y 
jóvenes.
* Incrementar la participación de las personas y 
familias afectadas por el consumo de drogas en 
la formulación, implementación y evaluación  de 
proyectos, programas, planes y políticas sobre 
drogas. 

Objetivo 3. Promover el desarrollo de una comuni-
dad saludable
Resultados esperados:
En los distintos territorios priorizados se verifica 
que se ha logrado: 
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* Incrementar el sentido de pertenencia a la co-
munidad de niños, niñas adolescentes.  

* Aumentar la integración comunitaria por me-
dio de actividades participativas. 

* Aumentar el capital social de las comunidades.

* Mejorar la calidad del tiempo de ocio de ado-
lescentes y jóvenes.

* Promover estilos de vida saludable en niños, 
niñas, adolescentes, jóvenes y sus familias.

Estrategia II: Ampliar la cobertura y el ac-
ceso a servicios integrales
Objetivo 4. Prevenir el inicio del consumo y sus con-
secuencias
Resultados esperados:
En los distintos territorios se verifica que se ha 
logrado:
* Reducir los factores de riesgo en la población 
de adolescentes y jóvenes.  

* Incrementar los factores protectores en ado-
lescentes y jóvenes. 

* Aumentar la edad promedio de inicio del con-
sumo de drogas; 

* Disminuir la prevalencia de consumo de dro-
gas en el año; 
* Disminuir el consumo problemático de dro-
gas;

* Aumentar la inserción y reinserción social de 
las personas afectadas por el  consumo de dro-
gas. 

Objetivo 5. Incrementar la oferta  y el acceso de 
servicios de tratamiento y rehabilitación
Resultados esperados: 
En los distintos territorios se verifica que se ha 
logrado:
* Incrementar la disponibilidad de servicios am-
bulatorios y de internación para el tratamiento 
y rehabilitación de personas con problemas de-
rivados del consumo de drogas.

* Mejorar del acceso a los servicios de trata-
miento

* Mejorar la calidad de los servicios de trata-
miento. 

* Disminuir la tasa de abandono del tratamien-
to. 
* Incrementar la efectividad, valorada por la 
proporción de personas que culminan el plan 
de tratamiento y logran su rehabilitación.

Objetivo 6. Garantizar la inserción y la reinserción 
social de las personas afectadas por el consumo 
de drogas
Resultados esperados: 
* Las distintas intervenciones seleccionadas lo-
gran incrementar la inserción y reinserción de 
adolescentes y jóvenes afectados por el con-
sumo de drogas en el ámbito escolar y laboral. 
También, por medio de actividades deportivas, 
artísticas y culturales. 

* Se ha logrado disminuir las recaídas de las 
personas rehabilitadas.

* Se implementar servicios de apoyo a las fami-
lias afectadas. 

Estrategia III: Fortalecer la gobernanza de 
la respuesta nacional
Objetivo 7. Fortalecer el marco legal, normativo e 
institucional
Resultados esperados:
* Se realiza una revisión del marco legal vigen-
te con la participación de todas las partes, y se 
logra la aprobación de las modificaciones perti-
nentes en concordancia con los tres instrumen-
tos internacionales de fiscalización, la declara-
ción política y plan de acción de las Naciones 
Unidas, el Plan Hemisférico de la OEA y la políti-
ca nacional sobre drogas. 

* Se logra descriminalizar el consumo de drogas 
verificable mediante la reducción del ingreso al 
sistema penal por esta causa y el incremento de 
personas que optan por el tratamiento y rehabi-
litación después de su contacto con el sistema 
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judicial o con organismos de seguridad. 

* Se garantiza el acceso de sustancias someti-
das a fiscalización para fines médicos y cientí-
ficos.

* Se incluye en la Ley de Presupuesto, las par-
tidas presupuestarias necesarias para la imple-
mentación de la política nacional sobre drogas, 
en las distintas instituciones.

* Se fortalecen los equipos de coordinación e 
implementación de las PND en las distintas ins-
tituciones.  

* La actualización de la legislación fortalece las 
garantías del derecho a la salud, lo que se tra-
duce en un incremento de la cobertura pobla-
cional, de los servicios y de la protección finan-
ciera del sistema de reducción de la demanda. 

* Además, se cuenta con un marco de regula-
ciones actualizados y con la capacidad de con-
trolar su cumplimiento.

Objetivo 8. Fortalecer la coordinación, la articula-
ción intersectorial y la gestión descentralizada
Resultados esperados: 
* Se logra implementar mecanismo y herra-
mientas para una coordinación y gestión efec-
tiva. Entre ellas: Se cuenta con un sistema de 
información, vigilancia y evaluación integradas. 
Se implementan mecanismos de planificación, 
coordinación y gestión por procesos. Se esta-
blecer compromisos intersectoriales e interins-
titucionales. Se destinan recursos suficientes y 
oportunos para alcanzar las metas. 

* Se conforma un ámbito permanente de coor-
dinación intersectorial. 

* Se logra fortalecer los distintos componentes 
de la rectoría de cada uno de los sistemas socia-
les que forman parte del sistema de reducción 
de la demanda de drogas. 

* Se promueve una gestión descentralizada de 
la respuesta nacional con responsabilidad de 

las instancias desconcentradas y de los gobier-
nos sub nacionales.

Objetivo 9. Promover la generación y difusión de 
información y conocimientos
Resultados esperados:
* La información disponible se usa para la toma 
de decisiones en la gestión de la respuesta na-
cional para reducir la demanda de drogas. 

* Las evidencias disponibles se usan para di-
señar, ajustar e implementar políticas, planes, 
programas y proyectos de reducción de la de-
manda de drogas. 

* La implementación basada en evidencias me-
jora la eficiencia, la calidad y la efectividad de 
las intervenciones para reducir la demanda de 
drogas.
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6.	 PLAN DE ACCIÓN DE MEDIANO PLAZO
6.1.	 Líneas de acción y metas por objetivos
Objetivos 1: Incidir sobre los determinantes sociales de la salud en territorios y poblaciones 
priorizadas

Líneas de acción
Descripción de las principales 

actividades
Metas 2022

1.1. Caracterización de 

la vulnerabilidad ante el 

consumo de drogas

Se realiza un diagnóstico situacional 

en los distintos territorios incluida la 

caracterización de las personas más 

vulnerables, y consumidores: a nivel 

comunitario.

Se espera que las unidades de salud de la 

familia incluyan en el censo comunitario 

los indicadores para componer un 

diagnóstico situacional sobre el consumo 

y factores asociados. 

Se espera además poder incorporar 

información referente a poblaciones 

vulnerables de distintas instituciones. 

Con estos datos se espera aplicar criterios 

de priorización de territorios y poblaciones 

más vulnerables ante el problema de 

las drogas (Asunción, Departamento 

Central, capitales departamentales y 

otros distritos priorizados. Se espera 

que en cada distrito se puedan priorizar 

territorios más vulnerables y gestionar 

las acciones en concordancia con los 

territorios de salud); 

Se espera, además, diseñar e implementar 

mecanismos para identificar personas y 

familias vulnerables, detectar de manera 

precoz situaciones de consumo y activar 

una respuesta comunitaria adecuada. 

80% de las USF incorporan en el 

censo de la población asignada 

componentes sobre consumo de 

drogas y factores asociados. 

Se cuenta con un modelo de 

protección social y gestión social 

para los territorios priorizados.

Se implementa el modelo en al 

menos 50 territorios priorizados 

Se cuenta con convenios de 

compromisos de implementación 

con las instituciones participan-

tes en el modelo de protección 

y gestión social en los territorios 

priorizados. 

Las instituciones participantes 

incorporan de manera explícita, 

metas y recursos para la inter-

vención en los territorios priori-

zados. 

Se cuenta con un mapeo de la 

vulnerabilidad para el consumo 

de drogas.

Se cuenta con información sobre 

los adolescentes alcanzados por 

los programas de salud pública 

en los territorios priorizados. 

80% de los equipos de salud de 

las USF son alcanzados por acti-

vidades de un plan de sensibiliza-

ción sobre el derecho a la salud 

y los problemas derivados del 

consumo de drogas.
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1.2. Articulación de 

programas de desarrollo 

social

Se promueve la gestión social de los 

distintos territorios priorizados, mediante 

la acción complementaria y sinérgica 

de varias intervenciones: Atención 

primaria de la salud; unidades móviles 

de salud;  Programas de fortalecimiento 

educativo; Programas de Becas escolares 

y universitarias; Programa de trasferencia 

condicionada; Programa de acceso a 

viviendas; Programas de capacitación y 

empleo; Seguridad ciudadana; Programa 

contra la trata de personas, Programa 

de erradicación de la violencia basada en 

género, programas de inclusión ante la 

discapacidad,  Otros programas sociales.

Diseño, implementación, evaluación y 

ajustes de un modelo de protección social 

integral para los distintos territorios.

Estas son acciones que requieren 

una articulación y coordinación 

interinstitucional tanto en los niveles 

directivos como técnicos.

30% del personal de salud de las 

USF y unidades de salud mental 

son capacitados en derechos 

humanos y derecho a la salud y 

su relación con los problemas de-

rivados del consumo de drogas.

. 

En el 80% de los territorios 

priorizados se implementa la 

Estrategia Nacional de Seguridad 

Ciudadana

1.3. Acción coordinada 
con otros programas 
que buscan reducir 
factores de riesgo y 
consumo abusivo de 
sustancias

Articulación y coordinación en el territorio 

con programas de prevención de consumo 

abusivo de alcohol y consumo de tabaco.

Articulación con otros programas de salud 

destinados a adolescentes y jóvenes. 
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Objetivos 2: Promover la participación comunitaria para reducir la demanda de drogas
Líneas de 

acción
Descripción de las principales 

actividades
Metas 2022

2.1. Acce-
so a infor-
mación 
relevante 
y comu-
nicación 
efectiva.

El cambio de paradigma en la socie-
dad y en las instituciones que for-
man parte de la respuesta nacional 
ante los problemas derivados del 
consumo de drogas, requiere de 
un amplio proceso de información, 
concienciación y sensibilización so-
cial. Para tal propósito se requiere 
de una comunicación social efec-
tiva, sistemática y sostenida utili-
zando los medios más adecuados. 
Esto puede estructurarse en un 
Plan de Comunicación para el cam-
bio de comportamiento, utilizando 
las tecnologías más apropiadas, 
sustentados en evidencias que 
demuestren las mejores prácticas 
para lograr efectividad e impacto.
El plan contemplará el uso de TICs 
y Redes sociales y otras técnicas 
que sean efectivas para llegar a 
poblaciones distintas.
De manera específica se diseña-
rá e implementará un programa 
de sensibilización en instituciones 
(salud, educación, ministerio públi-
co, poder judicial, penitenciarias y 
otros), con énfasis en el enfoque 
de derechos humanos, inclusión y 
no discriminación.

Se cuenta con un plan de comunicación e 
información para el acceso a información rele-
vante sobre el problema de las drogas.

Se cuenta con un mecanismo de acceso a la 
información y consultas utilizando tecnologías 
apropiadas.

Se realiza una campaña anual de sensibiliza-
ción sobre los problemas derivados del consu-
mo de drogas.

Se cuenta con un programa permanente de 
acceso a información, sensibilización y preven-
ción de los problemas derivados del consumo 
de drogas utilizando redes sociales, aplicacio-
nes digitales y otras TICs.
80% de USF son alcanzados por un programa 
de sensibilización

30% del personal de USF son capacitados en 
derechos humanos y el derecho a la salud.

80% de personal policial es capacitado en 
Territorios priorizados.

3 talleres de capacitación anual con el Poder 
Judicial.

3 talleres de capacitación anual con el Ministe-
rio Público

50 consejos de salud incorporan a los planes 
locales de salud acciones para reducir la de-
manda de drogas.

Al menos 1 organización del 50% de las insti-
tuciones educativas de territorios priorizados 
cuenta con un proyecto de prevención del 
consumo de drogas en el ámbito escolar o 
comunitario. 
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2.2. Par-
ticipación 
en  la 
agenda 
pública.

Participación en el diseño, actualización, 
implementación, evaluación y rendición 
de cuentas de la PND con:
a) Organizaciones estructuradas que 
cuentan con vinculación institucional de 
manera general, sin ser específicas:
* Salud: Consejos de Salud
* Educación: ACEs, EGIEs, Asociaciones 
de padres, Consejos de educación, Coor-
dinaciones Departamentales y Supervi-
siones de Educación, Centros de Estu-
diantes. 
b) Una Dependencia que aborde la pre-
vención de problemas psicosociales 
(Consumo Problemático de drogas, en-
tre otros).
c) Organizaciones de la sociedad civil cu-
ya misión se relaciona de manera espe-
cífica con el problema del consumo de 
drogas.
d) Organizaciones de personas y familias 
afectadas por el consumo de drogas.

Incidencia política para movilización de 
recursos y fortalecer marco legislativo.

Se realiza una presentación anual de avances y 
desafíos sobre el problema de drogas al Congreso 
Nacional, a los partidos políticos con representa-
ción parlamentaria y a trabajadores de medios de 
comunicación.

Se cuenta con al menos 1 organización civil que 
brinde apoyo a las familias afectadas.
Representantes de al menos 3 organizaciones no 
gubernamentales participan en el grupo de trabajo 
de actualización del marco legal. 

Representantes de al menos 3 organizaciones de 
profesionales y académicos participan en el grupo 
de trabajo de actualización de normas de regula-
ción.

Representantes de al menos 3 organizaciones no 
gubernamentales participan en las rendiciones de 
cuentas.

Al menos 3 organizaciones no gubernamentales 
seleccionadas reciben apoyo técnico y financiero 
para fortalecimiento institucional. 

Al menos 2 organizaciones no gubernamentales 
implementan parte del plan de comunicación y 
sensibilización.

50% del personal que presta algún tipo de servicio 
de prevención y/o tratamiento accede a un plan de 
capacitación sobre derechos humanos y no discri-
minación.
. 
Al menos 2 organizaciones no gubernamentales 
implementan proyectos de reducción de demanda 
con financiamiento nacional. 

Al menos 2 organizaciones no gubernamentales 
implementan proyectos de reducción de demanda 
con financiamiento internacional.

Al menos 1 organización no gubernamental imple-
menta talleres de capacitación o sensibilización.
 
Se han implementado modelos de formación ac-
ción y de investigación -  participación – acción.

2.3. 
Promover 
la organi-
zación de 
personas 
y familias 
afecta-
das.

Formación de grupos de información, 
orientación y apoyo para familias afec-
tadas. 

Se implementa un programa de Promo-
ción y apoyo de pares. 

Se cuenta con plan de Incidencia en po-
líticas públicas.  

Se cuenta con plan y recursos de apoyo 
para el desarrollo de organizaciones ci-
viles para reducir la demanda de drogas.
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Objetivos 3: Promover el desarrollo de una comunidad saludable
Líneas de 

acción
Descripción de las principales actividades Metas 2022

3.1. Desa-
rrollo de 
centros 
comunita-
rios

Se promoverán la creación y/o fortalecimien-
to de centros comunitarios donde se realizan 
distintas actividades de recreación, educa-
ción y promoción de valores mediante moda-
lidades que sean más apropiadas para niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes. Se promoverá 
también la participación de los padres y otros 
miembros de la familia. Las actividades serán 
variadas incluidas la implementación de pro-
gramas culturales y artísticos, así como tam-
bién programas de formación. 
Todas estas actividades estarán orientadas 
a aumentar la calidad del tiempo de ocio, a 
fortalecer las relaciones en la comunidad, la 
interacción familiar, la promoción de la salud 
y el acceso a información pertinente sobre el 
consumo de drogas y otras sustancias.

Se cuenta con el diseño de un 
modelo de centro comunitario que 
pone énfasis en actividades desti-
nadas a adolescentes, jóvenes y sus 
familias.

Se instalan al menos 10 centros 
comunitarios en comunidades se-
leccionadas. 

50% de los territorios priorizados 
cuenta con un programa sostenido 
de actividades deportivas destina-
dos a niños, niñas, adolescentes y 
jóvenes.

20 distritos seleccionados imple-
mentan proyectos de municipios 
saludables en los territorios priori-
zados. 

50% de las instituciones educativas 
en territorios priorizados imple-
mentan proyectos de Escuelas 
Saludables, según guías técnicas 
aprobadas. 
80% de las familias más vulnerables 
son alcanzadas por promotores de 
salud comunitarios. 

Se cuenta con una escuela abierta 
para padres utilizando distintas 
modalidades y recursos didácticos, 
incluidos los recursos educativos 
abiertos.

3.2. Im-
plementar 
proyectos 
de muni-
cipios y 
escuelas 
saluda-
bles 

Implementación de programas de formación 
deportiva, entrenamiento y competencias en-
tre instituciones educativas, entre distritos y 
otras modalidades.
Implementación de programas de municipios 
y Escuelas Saludables poniendo énfasis en la 
prevención del consumo de sustancias y sus 
consecuencias. Se propone revisar los mode-
los actuales, para incorporar un componente 
de prevención de consumo y problemas de-
rivados. 

3.3. Arti-
culación 
con las 
unidades 
de salud 
de la fami-
lia y pro-
gramas de 
promo-
ción de la 
salud

Promotores de salud facilitan el acceso de 
adolescentes y jóvenes a servicios de salud 
integrales proveídos por las unidades de sa-
lud de la familia en los distintos territorios. 
Acercan los programas sanitarios, generan 
vínculos y confianza con la comunidad. Se or-
ganizan actividades conjuntas con institucio-
nes educativas y otras entidades. 
Los promotores de salud reciben capacitacio-
nes para desarrollar las competencias reque-
ridas.
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Objetivos 4: Prevenir el inicio del consumo y sus consecuencias
Líneas de 

acción
Descripción de las principales actividades Metas 2022

4.1. Am-
plificar 
la pre-
vención 
primaria 
universal.

Diseñar e implementar un plan de comuni-
cación para el cambio de comportamiento, 
siguiendo nuevos paradigmas de la comuni-
cación e información; 

Diseñar e implementar un plan de medios a 
nivel nacional, con énfasis en los territorios 
priorizados.

Uso adecuado de TICs y Redes sociales

Se ha definido un modelo de pre-
vención de consumo de drogas a 
nivel familiar.

Al menos 1 organización civil, pro-
porciona servicios de prevención 
familiar.

Se cuenta con un modelo de pre-
vención del consumo de drogas en 
instituciones educativas. 

Se implementa un plan de capa-
citación a docentes y padres para 
integrar equipos de prevención en 
modalidad presencial y virtual.

1000 docentes son capacitados 
anualmente.

1000 padres de familia son capaci-
tados anualmente en habilidades 
para la vida a través de instituciones 
educativas.

500 instituciones educativas selec-
cionadas cuentan con al menos 3 
equipos de prevención de consumo 
de drogas.

50% de las instituciones educativas 
tienen capacidad de implementar el 
circuito de atención ante el con-
sumo y/o presencia de drogas en 
todos los niveles.

Se implementa un plan de comu-
nicación para la prevención del 
consumo de drogas orientado a 
adolescentes y jóvenes, con énfasis 
en instituciones educativas y en 
comunidades priorizadas. 

4.2. De-
sarrollo 
de com-
petencias 
para una 
vida sana

Se cuenta con un modelo de formación con 
enfoque de habilidades para la vida en distin-
tos ámbitos; 

Se implementan programas de desarrollo de 
habilidades para la vida en el ámbito educati-
vo (en niños, niñas, adolescentes y adolescen-
tes) y la familia; 

Se cuenta con plan de prevención en el ámbi-
to laboral público y privado.

En el sistema educativo:
La reducción de la demanda de drogas se 
aborda mediante el desarrollo de aprendi-
zajes significativos sobre el consumo de dro-
gas y sus consecuencias y en el desarrollo 
de competencias y habilidades para optar 
por una vida saludable. Las acciones en el 
ámbito educativo son continuas, sostenidas 
e integradas mediante programas bien pla-
nificados, sustentados en evidencias, con la 
participación de docentes competentes26. La 
intervención oportuna en el ámbito escolar 
se realiza mediante mecanismos efectivos de 
articulación con el sector salud o con otras 
organizaciones efectoras en el sistema de re-
ducción de la demanda. En este sentido, los 
retos en el sistema educativo se centran en 
diseñar un programa amplio con incidencia 
en las currículos de todos los niveles; cons-
trucción de capacidades para actuar en terri-
torios prioritarios y amplificar la prevención 

26Estándares Internacionales de Prevención. UNODC
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universal en todo el sistema educativo; de-
sarrollar competencias, compromiso en los 
docentes para actuar de manera continua y 
efectiva, incluido los incentivos adecuados; 
conformar equipos efectores en las institu-
ciones educativas priorizadas y extenderá de 
manera amplia a todo el sistema; establecer 
estándares de calidad que permitan el mo-
nitoreo y evaluación sistemático y periódico 
y fortalecer las estructuras organizacionales 
para conducir este proceso.

a) Equipos de Prevención en IE orientados 
desarrollar habilidades para la vida: Docentes 
de orientación educativa, docentes referen-
tes y padres implementan un programa de 
habilidades para la vida e información sobre 
el consumo de drogas. Al menos 3 equipos 
por institución educativa por turno (Equipos 
Departamentales para el trabajo en redes de 
Instituciones Educativas) 

b) Fortalecer las competencias de los docen-
tes y los contenidos de la malla curricular 
(abordaje metodológico) en todos los niveles 
de educación formal y no formal. 

c) Incluir Tics y actividades lúdicas. 

d) Garantizar la implementación del Circuito 
de Atención ante el Consumo y/o Presencia 
de Drogas en Instituciones Educativas (MEC 
Resolución N°19.972/2016). 

e) Descentralización de coordinación técnica 
mediante estructuras organizacionales de-
partamentales articulado con las Direcciones 
Generales afines.

f) Incorporar a profesionales psicólogos en 
instituciones de educación médica.

Una parte del plan de comunicación 
se implementa utilizando redes 
sociales y Tics, destinado a adoles-
centes y jóvenes. 

Se incorporan actividades específi-
cas como parte de la responsabili-
dad social de medios de comunica-
ción.

80% de las instituciones educativas 
del país desarrollan contenidos de 
aprendizaje sobre el problema de 
las drogas y orientaciones para la 
prevención del consumo.

30% de las instituciones educativas 
del país implementan un progra-
ma de habilidades para la vida en 
distintos niveles. 

80% de las instituciones educativas 
de territorios priorizados imple-
mentan un programa de habilida-
des para la vida en distintos niveles.

IPS implementa un programa de 
salud ocupacional.

El MSPBS incorpora el componente 
de atención integral para la reduc-
ción de la demanda de drogas a un 
programa de salud ocupacional.

Se implementa un plan de salud 
ocupacional específico para agentes 
penitenciarios.
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4.3. Inter-
venciones 
selectivas 
e indica-
das.

Se ha conformado un equipo técnico para 
definir modelos de intervención selectiva e 
indicada con especificidades para grupos de 
mayor vulnerabilidad. 

Se cuenta con un plan de acción específico, 
de atención integral dirigido a adolescentes 
infractores.

Se cuenta con un plan de acción específico, 
de atención integral dirigido a población pri-
vada de libertad, en el marco del plan de sa-
lud penitenciaria. 

Se han diseñado mecanismos de detección 
temprana comunitaria y poblaciones más vul-
nerables.

Acciones intersectoriales entre servicios de 
salud, programas de desarrollo social y el po-
der judicial, cuando corresponda, para forta-
lecer las acciones de prevención señaladas.

Se cuenta con un modelo de pre-
vención selectiva e indicada aplica-
ble a distintos ámbitos. 

Se implementa un plan de capaci-
tación sobre prevención selectiva e 
indicada. 

Todas las penitenciarías implemen-
tan un programa de salud y Educa-
ción.

Se cuenta con un modelo de aten-
ción integral en relación al consumo 
de drogas para personas privadas 
de libertad (PPL)

Se cuenta con un programa de ca-
pacitación y promoción por pares.
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Objetivos 5: Incrementar la oferta y el acceso de servicios de tratamiento y rehabilitación
Líneas de 

acción
Descripción de las principales actividades Metas 2022

5.1. In-
corporar 
servicios 
integrales 
a la red 
integrada 
de servi-
cios de sa-
lud (RISS 
APS).

En el Sistema Nacional de Salud, las interven-
ciones para la reducción de la demanda de 
drogas son parte de una red de servicios in-
tegrales basados en Atención Primaria de la 
Salud, que incluye la provisión de servicios de 
promoción de la salud, prevención (primaria, 
selectiva e indicada), tratamiento y rehabilita-
ción, sustentada en una gestión territorial, la 
construcción de nuevas capacidades, la am-
pliación de la oferta de servicios orientada 
hacia las necesidades, mecanismos de coor-
dinación, integración de sistemas de apoyo, 
desarrollo de recursos humanos, participa-
ción social, sistema de información único, 
financiamiento sostenible y transparente, y, 
por sobre todo, la construcción de una gober-
nanza única en toda la red asistencial. 
El desarrollo de estos atributos es coherente 
con la estrategia para contrarrestar los efec-
tos de la segmentación y fragmentación del 
sistema de salud. Bajo esta concepción, en un 
territorio dado, operaran de manera regulada 
y coordinada organizaciones de salud, públi-
cas y privadas, según el nivel de atención y 
la complejidad requerida, con la capacidad de 
articulación con otras instituciones pertinen-
tes y con organizaciones de la sociedad civil. 
Considera además los problemas de salud 
asociados al consumo de drogas como el VIH, 
la tuberculosis y la hepatitis viral.  Por otra 
parte, garantiza la disponibilidad y acceso con 
fines médicos y para investigación de sustan-
cias sometidas a fiscalización.
Estas estrategias y acciones se complemen-
tan y refuerzan entre sí, pero, además, están 
integradas a estrategias y acciones más am-
plias orientadas al desarrollo social, la mejora 
continua de la calidad de vida y el bienestar 
de la población considerando los

Se cuenta con una cartera de servi-
cios definida por nivel de compleji-
dad en una red de servicios. 

Se cuenta con un modelo de reduc-
ción de daños y un protocolo de 
implementación.

Se cuenta con un diseño de la red 
de servicios de salud mental y 
atención integral a los problemas 
derivados del consumo de drogas 
y otras sustancias, considerando 
los atributos esenciales de la RISS 
basada en APS. 

80% de los equipos de salud de las 
USF participan en programas de 
capacitación de atención integral 
sobre drogas. 

30% de las USF tienen competen-
cias certificadas para proporcionar 
atención integral a las personas 
afectadas por el consumo de dro-
gas. 

Se implementa un sistema de tele-
medicina para interconsultas y otros 
servicios relacionados al consumo 
de drogas y problemas derivados. 

Se cuenta con un protocolo de tra-
tamiento y rehabilitación para todos 
los niveles
Se realizan capacitaciones anuales 
presenciales y virtuales sobre los 
protocolos de tratamiento.
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determinantes sociales de la salud.
Para su concreción operativa se propone   im-
plementar las siguientes herramientas en el 
mediano plazo:
* Definición de una  cartera de servicios asis-
tenciales por nivel de atención y complejidad; 
* Definición de mecanismos de coordinación 
y gestión asistencial; Detección temprana e 
intervención oportuna en el primer nivel de 
atención a través de las unidades de salud de 
la familia  (USF); 
* Incrementar las unidades de salud mental 
(USM) para tratamiento y seguimiento ambu-
latorio; 
* Unidades de desintoxicación descentraliza-
das en hospitales; Incrementar la oferta de 
servicios en la modalidad residencial de cor-
ta, mediana y prolongada estancia; 
* Ampliación de la capacidad del CNCA; Incor-
poración de servicios de tratamiento y reha-
bilitación por el IPS; 
* Articulación con servicios privados de tra-
tamiento y rehabilitación; Telemedicina para 
interconsultas y capacitación del personal. 
* Diseño de protocolos de diagnóstico, trata-
miento y manejo de casos para médicos ge-
nerales.

Se cuenta con un modelo de unidad 
de salud mental tanto en la modali-
dad de atención ambulatoria como 
de hospitalización. 

Se instalan 20 nuevas unidades de 
salud mental para atención ambu-
latoria.

Se triplica la capacidad para proveer 
servicios de desintoxicación. 

Se firman convenios con servicios 
privados para provisión de servicios 
especializados. 

El 80% de las personas en tra-
tamiento acceden a servicios de 
consejería y testeo voluntario para 
VIH y hepatitis. 

El 100% de las personas que re-
quieren tratamiento ARV acceden a 
servicios del PRONASIDA. 

Modelo de atención a las familias 
afectadas

Al menos 1 organización civil, 
proporciona servicios de apoyo a 
familias afectadas.

Todas las penitenciarías cuentan 
con un equipo de salud penitencia-
ria

5.2. 
Oferta 
regulada 
de mo-
dalidades 
comple-
mentarias 
de trata-
miento y 
apoyo.

Grupos de apoyo terapéutico; Servicios de 
modalidad residencial de estancia corta, me-
diana y prolongada.
Profesionalización de todos los servicios de 
atención integral.
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5.3. 
Acceso 
universal 
a diag-
nóstico y 
tratamien-
to de VIH, 
hepatitis 
y otras 
enferme-
dades 
conexas. 

Las personas en tratamiento acceden a ser-
vicios de consejería y testeo voluntario para 
VIH. Es necesario articular estos servicios con 
el PRONASIDA.

La red asistencial garantiza el acceso a diag-
nóstico de hepatitis viral para todas las per-
sonas en tratamiento.

Se fortalece la promoción de pares para el 
uso de servicios de tratamiento, adherencia 
y acceso a servicios de consejería y testeo vo-
luntario. 

Se cuenta con servicios de reducción de da-
ños.

Se garantiza el acceso de todas las personas 
en tratamiento a terapia ARV y otros. Es ne-
cesario articular estos servicios con el PRO-
NASIDA.
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Objetivos 6: Garantizar la inserción y la reinserción social de las personas afectadas por el con-
sumo de drogas
Líneas de 

acción
Descripción de las principales actividades Metas 2022

6.1. For-
talecer el 
programa 
de edu-
cación 
inclusiva y 
orientada 
a grupos 
vulnera-
bles.

Ampliar la cantidad de recursos humanos y 
tecnológicos para los programas de educa-
ción inclusiva. 
Implementar de manera amplia los progra-
mas orientados a personas privadas de liber-
tad incluido jóvenes infractores.
Implementar de manera amplia los progra-
mas orientados a personas en tratamiento.  
Implementar de manera amplia los progra-
mas focalizados a población de niñez y ado-
lescencia en situación de mayor vulnerabili-
dad ante el consumo de drogas.
Fortalecer la formación docente en educa-
ción inclusiva. 

80% de las personas que necesitan, 
identificadas, son alcanzadas por 
programas de inserción o reinser-
ción escolar.

80% de las personas que necesitan, 
identificadas, son alcanzadas por 
programas de inserción o reinser-
ción laboral.

50% de las personas que necesitan, 
identificadas, son alcanzadas por 
programas de capacitación y educa-
ción en las penitenciarías.

Se cuenta con plan de seguimiento 
y apoyo a las personas rehabilita-
das. 

6.2. 
Articular 
con pro-
gramas 
de capa-
citación 
laboral, 
empleo, 
deportes 
y for-
mación 
creativa.

Encuentros de motivación y difusión de los 
programas existentes y oportunidades.
Encuentros de sensibilización con empresas 
y sector público.
Mecanismos establecidos para incorporar a 
las personas rehabilitadas que lo requieran a 
programas de capacitación y empleo.

6.3. Ser-
vicios de 
apoyo y 
conseje-
ría.

Grupos de apoyo y seguimiento pos rehabi-
litación.
Servicios permanentes de seguimiento y 
atención en psicología, psiquiatría y asisten-
cia social. 
Uso de redes sociales y TICs para comunica-
ción, información, orientación y apoyo.
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Objetivos 7: Fortalecer el marco legal, normativo e institucional
Líneas de 

acción
Descripción de las principales actividades Metas 2022

7.1. For-
talecer 
el marco 
legislativo, 
de regu-
lación y 
vigilancia

Legislación:
Actualizar la legislación para una respuesta 
nacional equilibrada que contemple tanto la 
reducción de la oferta como la reducción de 
la demanda.

En el sistema judicial:
Cuando corresponda, sin promover la impu-
nidad y en concordancia con la legislación vi-
gente, se evalúan medidas alternativas al en-
carcelamiento por delitos menores asociados 
al consumo o la tenencia, orientadas a recibir 
tratamiento integral de manera voluntaria y 
respetando los derechos humanos. Se espe-
ra además que el sistema judicial contribuya 
a contrarrestar la violencia, los abusos y de-
lincuencia asociada.

Regulación:
Diseñar y actualizar normas de regulación y 
guías de implementación para el ámbito na-
cional. Publicación, difusión y capacitación 
para la implementación efectiva de las regu-
laciones. Fortalecimiento de la capacidad de 
fiscalización y supervisión. Diseñar e imple-
mentar un plan de adecuación que incluya el 
asesoramiento. 

Vigilancia epidemiológica:
Diseñar e implementar un sistema de alerta 
temprana en los distintos territorios. 
Definición de indicadores y sistema de notifi-
cación de eventos de interés para la vigilancia 
de la salud.

Vigilancia sanitaria:
Capacitación para el uso racional de medica-
mentos sujetos a control.
Capacitación para la vigilancia de sustancias 
sometidas a fiscalización y sobre precursores

Se conforma un grupo de tra-
bajo de revisión y propuesta de 
una actualización del marco legal 
vigente. Se presenta el proyecto en 
comisiones de ambas cámaras del 
Congreso.

Se actualizan normas de regulación 
para establecimientos, ejercicio 
profesional, uso de productos, tec-
nologías e información en relación 
a servicios integrales para reducir la 
demanda de drogas.

Se cuenta con un sistema de fiscali-
zación con alcance nacional.

Se cuenta con un boletín de vigilan-
cia de la salud sobre salud mental 
y el consumo de drogas lícitas e 
ilícitas.

Se cuenta con un programa de uso 
racional de medicamentos sujetos a 
fiscalización.

Se amplía la capacidad de vigilancia 
sanitaria con más recursos huma-
nos profesionales para la cumplir 
los requerimientos de la vigilancia 
de productos y precursores.

Se cuenta con plan de mejora conti-
nua de la calidad de los servicios de 
prevención.

Se cuenta con plan de mejora conti-
nua de la calidad de los servicios de 
tratamiento y rehabilitación.

80% de los establecimientos reali-
zan una autoevaluación de calidad.
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7.2. Ges-
tión de la 
calidad

La calidad es un requisito para el ejercicio efectivo del de-
recho a la salud, considerando la estructura, los procesos 
y los resultados, así como la efectividad y seguridad de 
las tecnologías. 
Si bien la ampliación de la cobertura es necesaria, esta 
debe desarrollarse garantizando la calidad de las inter-
venciones. 
Las acciones en el mediano plazo se centran en: 
* Actualización, difusión y capacitación para la implemen-
tación y supervisión de normas mínimas de funciona-
miento; 
* Definición de protocolos de tratamiento y difusión y ca-
pacitación para su implementación; 
* Fortalecer los mecanismos de habilitación, certificación 
y acreditación; Fortalecimiento de mecanismos de super-
visión y control; 
* Profesionalización de la provisión de todos los servicios 
que componen una atención integral. 
* Las instituciones cuentan con un Plan de mejora conti-
nua de la calidad.
* Las actividades prevención se implementan según es-
tándares de prevención aceptados. 
* Las actividades de tratamiento y rehabilitación se im-
plementan según estándares de tratamiento aceptados. 
* Todas las instituciones realizan una Autoevaluación 
anual de sus programas, planes y proyectos relacionados 
con la reducción de la demanda de drogas.
* Se cuenta con mecanismo de evaluación y certificación 
de la calidad
* Se adaptan y aplican instrumentos de evaluación de 
servicios de salud, públicos y privados, de la OMS/UNO-
DC.
* Las instituciones por organismos competentes de for-
ma periódica.

50% de los estableci-
mientos que prestan 
servicios de tratamiento 
obtienen una certifica-
ción de calidad.

Incorporación a la malla 
curricular de grado de 5 
facultades: medicina, en-
fermería, psicología, tra-
bajo social y ciencias de 
la educación.

Se cuenta con un progra-
ma de posgrado sobre 
atención integral para 
las distintas profesiones 
concurrentes en la re-
ducción de la demanda.  

Se cuenta con un pro-
grama de formación de 
técnicos. 

Se implementa un plan 
de capacitación en hos-
pitales seleccionados 
sobre derechos huma-
nos, derecho a la salud y 
problemas derivados del 
consumo de drogas.

Se implementa un Pro-
grama de formación de 
técnicos y promotores 
pares. 

Se cuenta con un progra-
ma de capacitación pro-
fesional utilizando recur-
sos educativos abiertos.

7.3. For-
mación y 
capacita-
ción de 
recursos 
humanos

La respuesta nacional requiere de personal calificado en 
todos sus componentes y niveles. Se requiere de profe-
sionales técnicos, profesionales universitarios en distin-
tas disciplinas y especializados en áreas específicas.  Es 
prioritario diseñar e implementar un plan de formación y 
capacitación para todos los componentes.
Es importante que los profesionales de la salud y de otras 
profesiones concurrentes posean competencias genera-
les para la reducción de la demanda de drogas. Para lo-
grar este propósito se impulsará la incorporación a los 
currículos de grado y pos grado objetivos y contenidos de 
aprendizaje para reducir la demanda de drogas. También 
se promoverá un programa de becas de grado y posgra-
do universitario e incentivos para las instituciones de 
educación superior.
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Objetivos 8: Fortalecer la coordinación, la articulación intersectorial  y la gestión descentraliza-
da
Líneas de 

acción
Descripción de las principales actividades Metas 2022

8.1. Parti-
cipación 
de gobier-
nos sub 
naciona-
les y es-
tructuras 
descen-
tralizadas

Las gobernaciones y municipalidades parti-
cipan activamente, mediante compromisos 
asumidos, en la respuesta nacional para 
reducir la demanda de drogas mediante la 
implementación de actividades de distintos 
componentes de atención integral, poniendo 
énfasis en territorios priorizados. 

Las acciones de prevención y de tratamiento 
cuentan con un nivel central normativo, pero 
son implementadas y coordinadas a través de 
estructuras organizativas descentralizadas o 
desconcentradas. 

30 municipalidades implementan 
algún componente de atención 
integral para reducir la demanda de 
drogas. 

6 Gobernaciones implementan 
algún componente de atención 
integral para reducir la demanda de 
drogas.

6 regiones sanitarias cuentan con 
estructuras de coordinación de la 
respuesta nacional para reducir la 
demanda de drogas.

6 departamentos cuentan con 
redes de prevención a cargo de una 
coordinación. 

Todas las penitenciarías cuentan 
con un equipo de salud peniten-
ciaria para implementar el plan de 
salud penitenciaria. 

Se incorporan nuevos recursos 
humanos técnicos en las siguientes 
dependencias: 
Ministerio de Salud Pública y Bien-
estar Social: 
Dirección de salud mental
Centro nacional de control de adic-
ciones
Dirección General de Vigilancia de 
la Salud
Dirección General de Vigilancia 
Sanitaria
Dirección General de Programas de 
salud
Dirección General de APS
Ministerio de Educación y Cultura: 
Dirección General de educación in-
clusiva y de Nivel. Otras Direcciones 
afines a la prevención.

8.2. Ges-
tión por 
procesos 
y resulta-
dos

En esta etapa, el fortalecimiento de la gestión 
se fortalecerá mediante la implementación 
de las siguientes líneas de acción: 
* Fortalecimiento de las capacidades insti-
tucionales, de la coordinación nacional am-
pliando los recursos humanos técnicos, los 
recursos tecnológicos y financieros para cum-
plir con los objetivos estratégicos y plan de 
acción. 
* Establecer una organización permanente 
de coordinación intersectorial e interinstitu-
cional, así como también grupos técnicos de 
trabajo para los distintos componentes. 
* La implementación de los planes, progra-
mas y proyectos se diseñan bajo el modelo 
de gestión por procesos y resultados, con 
indicadores y metas definidos, asignación de 
responsabilidad, recursos y cronograma de-
finido.
* Realizar rendiciones de cuentas periódicas 
administrativas y de resultados. 
* Establecer un sistema de comunicación 
permanente con las partes y con el público, 
difundiendo información pertinente, relevan-
te y oportuna.
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Alianzas para cooperación técnica y financiera:
* Fortalecer la cooperación con UNODC, CICAD 
y OPS/OMS para: apoyar investigaciones relevan-
tes, fomentar el debate intersectorial, planifica-
ción estratégica, formación de recursos humanos, 
fomentar la participación social con énfasis en las 
personas y familias afectadas, fortalecimiento del 
marco legislativo y normativo, entre otros.
* Fortalecer alianzas con agencias de coopera-
ción de la Unión Europea. 
* Fortalecer alianzas bilaterales.
* Incentivar, facilitar y apoyar la aplicación de pro-
yectos para fondos de cooperación internacional 
en el marco de los ODS.
* Definir una agenda de cooperación internacio-
nal de mediano plazo.
Alianzas para I+D:
* Diseñar un programa conjunto con el CONACYT
* Participación en redes de investigación.
* Incentivar a investigadores en áreas sociales y 
de salud pública.
Alianzas nacionales interinstitucionales e inter-
sectoriales para la implementación coordinada 
de intervenciones:
* Convenios de cooperación y compromisos con 
instituciones privadas con fines de lucro que 
prestan servicios de salud.
* Convenios de cooperación y compromisos con 
organizaciones sin fines de lucro. 
* Convenios de cooperación y compromiso con 
empresas.
* Acuerdos y compromisos con sectores políticos 
para incorporar el problema de las drogas a la 
agenda política
* Acuerdos y compromisos con el Congreso Na-
cional para establecer una agenda legislativa ten-
diente a fortalecer el marco legal.
* Acuerdos y compromisos con el Congreso Na-
cional y con el Ministerio de Hacienda para priori-
zar y destinar los recursos necesarios en las dis-
tintas fases de implementación de la PND.
* Acuerdos y compromisos con el Ministerio Pú-
blico y el Poder Judicial
* Convenios con entidades deportivas
* Convenios con el sector empresarial

Ministerio de Justicia:
Dirección de salud penitenciaria
SENAD:
Dirección General de Reducción de 
la Demanda
Dirección General de Cooperación 
Nacional, Internacional y Fortalecio-
miento Institucional
Observatorio paraguayo de drogas.

Las siguientes instituciones cuentan 
con un presupuesto público especí-
fico para reducción de la demanda:
Ministerio de Salud Pública y Bienes-
tar Social
Ministerio de Educación y Cultura
Ministerio de Justicia
Ministerio de la Mujer
Secretaría de la Niñez y Adolescen-
cia
SENAD

Todas las instituciones del PNI cuen-
tan con Plan operativo anual donde 
se detallan las acciones, metas  y re-
cursos asignados para cumplir con 
las objetivos y metas de la PND.

Se realiza una rendición de cuentas 
anual, técnica y administrativa.

Se realiza al menos 1 reunión men-
sual de coordinación intersectorial 
técnica.

Se realiza al menos 1 reunión se-
mestral de coordinación intersecto-
rial de nivel político institucional.
 
20 convenios nacionales de com-
promiso de implementación de la 
política nacional de drogas.

5 convenios de cooperación con el 
sector privado.

3 convenios internacionales de coo-
peración técnica

8.3. Alian-
zas estra-
tégicas
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Objetivos 9: Promover la generación y difusión de información y conocimientos
Líneas de 

acción
Descripción de las principales actividades Metas 2022

9.1. Desa-
rrollar una 
agenda de 
investiga-
ción para 
conocer 
mejor el 
problema 
de consu-
mo y los 
resulta-
dos de la 
respuesta 
nacional.

La agenda de investigación contará con al 
menos los siguientes componentes: 

* Encuestas periódicas de prevalencia y fac-
tores asociados dirigidos a población general, 
a adolescentes y jóvenes, así como también a 
poblaciones más vulnerables, mediante me-
todologías que permitan la comparación con 
otros países.
* Estudios de costos, eficiencia, calidad, efec-
tividad y acceso en todos los procesos.
* Estudios con enfoque de ciencias sociales, 
de comportamiento y de salud pública. 
* Estudios sobre poblaciones especiales: in-
dígenas, personas en situación de pobreza, 
hijos y familiares de personas afectadas por 
el consumo de drogas y alcohol, personal de 
salud, personas de tercera edad, mujeres vul-
nerables, embarazadas, niños en situación de 
calle, personas en situación de marginalidad, 
guardias de penitenciarias, policías, otras po-
blaciones vulnerables. 
Para tal propósito se promoverá:
* Alianzas con el CONACYT, con el sector aca-
démico y con organizaciones civiles para im-
pulsar la agenda de investigación. 
* Conformar un fondo nacional para investi-
gación en temas relacionados el consumo de 
drogas. 
* Participación en foros, seminarios y congre-
sos nacionales e internacionales.

Se realizan encuestas de preva-
lencia y factores asociados cada 2 
años, utilizando una metodología 
compatible con el Sistema Inte-
ramericano de Datos Uniformes 
sobre Consumo (SIDUC):
a) dirigida a jóvenes escolarizados
b) en hogares
c) en población privada de libertad
d) otras poblaciones seleccionadas

Se cuenta con una agenda de inves-
tigación relevante.

Se cuenta con al menos 3 proyectos 
de investigación que obtienen fuen-
tes de financiamiento nacionales.

Se cuenta con al menos 3 proyectos 
de investigación que cuentan con 
financiamiento internacional.

Se cuenta con una delegación que 
participa en al menos 3 eventos de 
relevancia internacional en el ámbi-
to académico y científico.

Se cuenta con un sistema rutinario 
de información actualizado con 
datos disponibles para todas las 
partes interesadas. 

Se cuenta con un sistema de moni-
toreo y evaluación para los servicios 
de prevención y comunicación.

Se cuenta con un sistema de moni-
toreo y evaluación para los servicios 
de tratamiento y rehabilitación. 

Se cuenta con un sistema de vigilan-
cia de tecnologías que produce al 
menos 2 reportes anuales. 

9.2. Ges-
tión de la 
informa-
ción y eva-
luación

Sistema de información rutinario:
Sistema rutinario de información en todos 
los componentes. Compone ación. Fortaleci-
miento del Observatorio Paraguayo de Dro-
gas. 
Integralidad y calidad en los reportes compa-
rables internacionales.
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Se espera un trabajo articulado entre el Ob-
servatorio Paraguayo de Drogas de la SENAD 
con el Observatorio Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana y la Dirección General 
del Sistema 911, ambos del Ministerio del In-
terior, así como con otros sistemas rutinarios 
de otras instituciones.
Monitoreo y evaluación de la implementación:
Diseño, capacitación, implementación de un 
sistema de monitoreo y evaluación de reduc-
ción de la demanda para todos los compo-
nentes, estableciendo indicadores cuantitati-
vos y cualitativos, estándares, especiales, de 
procesos y resultados. 
Establecer en todos los casos posibles líneas 
de base que permitan demostrar de manera 
fehaciente los progresos y las brechas.

Se realiza un evento anual para di-
fusión de conocimientos y experien-
cias de la respuesta nacional para 
reducir la demanda de drogas. 
. 

Se fortalece el sistema de vigilancia 
sanitaria y de la salud en el com-
ponente de consumo de drogas, 
se generan reportes periódicos y 
se implementan herramientas de 
acceso público a la información..

9.3 Eva-
luación 
de las tec-
nologías 
imple-
mentas

Vigilancia y evaluación de tecnologías
Participación en redes gubernamentales, 
académicas y de organizaciones civiles que 
trabajan en el ámbito de drogas. 
Diseño de la estructura organizacional, con-
formación de equipo técnico y grupo de ex-
pertos para analizar y evaluar tecnologías in-
novadoras de prevención y tratamiento. 
Diseño de proyectos piloto. 
Participación en reuniones nacionales e inter-
nacionales.

6.2. Etapas de implementación
Etapas Descripción Años   

Preparación

Firma de convenios y acuerdos. Conformación de equi-
pos técnicos. Definición de modelos de implementa-
ción. Definición de indicadores. Planes operativos anua-
les por institución para cada componente. Estimación y 
aprobación de presupuesto anual.

2017

Implementación se-
lectiva

Priorización, implementación controlada, monitoreo 
y evaluación. Identificación de necesidad de ajustes y 
mejores prácticas. Ampliación de recursos financieros, 
humanos y tecnológicos.

2018 a 2020

Amplificación:
Incremento de la cobertura de todos los componentes. 
Evaluación de resultados.

2020 a 2022
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Fases del 
diseño de 
la PND 
2016

Revisión 
documental

UNODC
OMS/OPS
CICAD/OEA
Institucionales

Documento base del PNI: 
Diagnóstico y propuestas

Entrevistas
Reuniones

Diciembre

Diciembre

Noviembre Octubre

Septiembre

Agosto

Revisión de borrador 
de diagnóstico

* Equipos técnicos
* Convenios
* POA
* Presupuesto
* Indicadores
* Diseño de 
herramientas

Preparación

2017 2018 2020 2020 2022

Selectiva Amplificación

Entrevistas
Reuniones

Entrevistas
Reuniones

Revisión y 
ajustes

Consultas a 
las partes

Edición 
final y 

difusión

PND

Etapas de implementación

* Priorización
* Gestión territorial
* Implementación 
controlada
* Monitoreo y 
evaluación
* Mejora de 
disponibilidad

* Aumento sustancial 
de recursos
* Alcance nacional
* Intensificación en 6 
departamentos
* Incremento de 
cobertura
* Evaluación de los 
resultados

ANEXOS
Esquemas de la fase de diseño y de implementación de la PND, componente reducción de la 
demanda
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DISEÑO DE LA POLITICA NACIONAL SOBRE DROGAS. REDUCCIÓN DE LA DEMANDA. ETA-
PA DE CONSULTAS. ENTREVISTAS Y REUNIONES CON MIEMBROS DEL PNI Y SOCIDAD CIVIL
INSTITUCION DEPENDENCIA FECHA

Ministerio de Salud Pública y 
Bienestar Social

Dirección Nacional de Vigilancia de la Salud 29/VIII/2016
Centro Nacional de Control de Adicciones 30/VIII/2016
Dirección de Salud Mental 1/IX/2016
Vigilancia de Enfermedades No Trasmisibles 07/IX/2016
PRONASIDA 8/IX/2016

Ministerio de Educación y 
Cultura

Dirección Gral. de Educación Inclusiva – Direc-
ción de Atención a la Niñez y Adolescencia en 
Situación de Vulnerabilidad

2/IX/2016

Dirección Gral. de Asesoría Jurídica – Dirección 
de Protección y Promoción de los Derechos de 
la Niñez y Adolescencia  

2/IX/2016

SENAD

Dirección General de Cooperación Nacional, 
Internacional y Fortalecimiento Institucional

1/IX/2016

PNI 1/IX/2016
Dirección de Programas Sociales 2/IX/2016
Dirección de Prevención Integral 2/IX/2016
Observatorio Paraguayo de Drogas 03/X/2016

Ministerio de Justicia

Dirección de Salud Penitenciaria 06/IX/2016
Asesoría 06/IX/2016
Dirección de Relaciones Internacionales 06/IX/2016
Viceministra 05/X/2016

Sociedad Civil

REMAR
PREVER
CIRD
FE Y ALEGRÍA
ENFOQUE TERRITORIAL

13/IX/2016

Comisión de Salud Pública. 
Cámara de Diputados

Dirección 11/10/2016
Presidente 16/X/2016
Vicepresidente 16/X/2016

Instituciones consultadas para el componente reducción de la 
demanda
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DISEÑO DE LA POLITICA NACIONAL SOBRE DROGAS. REDUCCIÓN DE LA DEMANDA. ETA-
PA DE REVISIÓN. ENTREVISTAS Y REUNIONES CON MEMBROS DEL PNI
INSTITUCION DEPENDENCIA FECHA

Ministerio de Salud Pública y 
Bienestar Social

Centro Nacional de Control de Adicciones

14/XI/2016
17/XI/2016
1/XII/2016
14/XII/2016

Dirección de Salud Mental 14/IX/2016

Ministerio de Educación y 
Cultura

Dirección de Educación Inclusiva
31/X/2016
15/XII/2016

Dirección de Asesoría Jurídica 31/X/2016

SENAD
Dirección General de Cooperación Nacional, 
Internacional y Fortalecimiento Institucional

1/IX/2016

Dirección de Reducción de la Demanda 13/XII/2016
Comisión de Salud Pública. 
Cámara de Diputados

Dirección 16/X/2016

PNI Reducción de la demanda
28/XI/2016
12/XII/2016

Partes interesadas

CNCA
SENAD
Dirección de salud Mental
Ministerio de Justicia
Ministerio de la Mujer
Organizaciones de sociedad civil

1/XII/2016
14/XII/2016

Partes interesadas
Sociedad Paraguaya de Especialistas en Trata-
miento de adicciones

13/XII/2016
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Diagnóstico situacional

Adopción de un conjunto de 
valores y principios

Estructura 
general para el 
diseño de la 
PND

Selección de un modelo 
conceptual

Visión de largo plazo

Misión

Objetivos

Marco estratégico

Líneas de acción

Metas y resultados

FUNDAMENTOS

Priorización de 
problemas detectados

Consumo de drogas

Principios
Universalidad
Género
Calidad
Integralidad
Intersectorialidad
Participación
Inclusión

Derechos humanos
Derecho a la salud
Equidad social
Solidaridad

Evidencias

Gobernanza única

Cambio de paradigma

Valores

Coherencia Global, regional 
y nacional

Respuesta para reducir la 
demanda de drogas

Respuesta efectiva

Respuesta  equilibrada 
y centrada a las 

personas

Fundamentos 
de la PND

Política 
Nacional sobre 

Drogas
*Amplia

*Equilibrada
*Multisectorial

Componente de una PND equilibrada 

Reducción de 
la Demanda

*Prevención
*Tratamiento
*Reinserción

Reducción de 
la Oferta
*Producción
*Tráfico
*Lavado

Mapas conceptuales, componente reducción de la demanda
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Relación de la PND con las PSD
Política Nacional de Desarrollo

Participación social en la prevención del consumo de drogas

Política de 
Salud

Otras 
Políticas 

sociales y 
económicas

Política de 
Educación

Política de 
Justicia

PND
Reducción 

de Demanda

Componentes de un modelo integral de reducción de la 
demanda de drogas

Prevención

Reducción de 
la Demanda

Tratamiento y 
Rehabilitación

Politicas de 
Desarrollo social

Determinantes 
Sociales de la salud

Reducción de la 
Oferta de Drogas

Política de Drogas 
Amplia y equilibrada

Reinserción 
social

Información

Conciencia

Sensibilización

Colaboración

Responsabilidad

Compromiso

Movilización 
Social
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Consumo de 
Drogas

Factores de 
riesgo

Vulnerabilidad

Determinantes 
sociales de la salud

Políticas de 
Desarrollo social

Disponibilidad de 
Drogas

3 herramientas de 
Fiscalización internacional

Declaración política y plan de acción

Naciones Unidas 2016

Objetivos de desarrollo sostenible

Naciones Unidas 2015

Estrategia y el Plan de Acción sobre el 
consumo de sustancias psicoactivas y la salud 
pública OMS/OPS 2010

Plan de acción Hemisférico sobre Drogas 
2016 - 2020 CICAD/OEA

Principio rectores para la reducción de la 
demanda de drogas Naciones Unidas 1998

Programa Conjunto sobre el Tratamiento y la 
Atención de la Drogodependencia 
UNODC/OMS 2010

Teorías cognitivo conductuales
Modelos psocosociales
Teoría de la acción razonada
Modelo de creencias
Modelo transteórico

Atención Primaria de la salud
Redes integradas
Determinantes sociales de la salud
Cobertura universal de salud
Equidad en salud
El derecho a la saludo como 
derecho humano

Bases 
conceptuales 
principales

Estándares de prevención del consumo de 
drogas Naciones Unidas 2015

Dimensiones
Persona
Familia

Comunidad
Sociedad

Ámbitos de Acción
Barrio

Inst. Educativas
Trabajo

Calle
Penitenciaría

Territorios 
vulnerables

Enfoques
Prevención Primaria
Prevención Selectiva
Prevención Indicada

Métodos
Medios de 

comunicación
Información

Habilidades para la 
vida

Métodos 
promocionales

Intervenciones para 
grupos específicos

Problemas 
Prioritarios

Niños y Niñas 
Adolescentes 

Jóvenes
Embarazadas
Personas en 
situación de 

vulnerabilidad
Mujeres vulnerables

Hijos de adictos 
Personas privadas 

de libertad
Niños en situación 

de calle
Adolescentes 

infractores
Personas que viven 
en la marginalidad

Indígenas

Acceso a Drogas

Política de Reducción 
de la Demanda

Factores asociados al Consumo de Drogas

Consideraciones Generales para la Prevención del Consumo de Drogas

Factores de Riesgo

Determinantes Sociales de la Salud
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Criterios utilizados para definir metas de mediano plazo
DIMENSIONES CRITERIOS CONSIDERADOS EN REUNIONES DE CONSULTAS Y REVISIÓN

ESTRUCTURA

Actualización del marco legislativo
Actualización de normas de regulación: establecimientos, ejercicio profe-
sional, productos, tecnologías e información
Fortalecimiento de direcciones seleccionadas de MSPBS, MEC, MJ, SENAD
Definición de estructura presupuestaria pública
Sistema rutinario de información
Sistema de monitoreo y evaluación
Sistema de vigilancia y fiscalización
Programas de formación y capacitación
Equipos de coordinación desconcentrados
Equipos de coordinación descentralizados
Acuerdos y convenios
Uso de TICs

PROCESOS

Ejercicio de la rectoría
Implementación y desarrollo de sistemas
Planificación estratégica institucional y gestión por procesos y resultados
Planificación intersectorial
Coordinación intersectorial
Definición de estándares
Gestión de la comunicación
Gestión de la capacitación y formación de profesionales, técnicos y do-
centes.
Gestión (y provisión) de servicios integrales.
Participación social
Rendición de cuentas
Seguimiento y evaluación

RESULTADOS

Personas alcanzadas mediante comunicación
Personas capacitadas
Personas alcanzadas por servicios integrales 
Mejora:
 * Disponibilidad
 * Cobertura
 * Acceso
 * Calidad
 * Efectividad

IMPACTO*

 * Se fortalecen los factores protectores
 * Se reducen los factores de riesgo
 * Se retrasa la edad de inicio de consumo
 * Disminuye la prevalencia de consumo de ultimo año
 * Disminuye la incidencia de consumo
 * Disminuye el consumo problemático
 * Aumenta la adherencia al tratamiento
 * Disminuye las Recaídas. 
*SE UTILIZAN INDICADORES DE ACUERDO AL SIDUC
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Metas de mediano plazo definidas en distintos grupos de trabajo 
durante el periodo de consultas y revisión

PND METAS 2022. COHESIÓN SOCIAL Y ATENCIÓN INTEGRAL POR DIMENSIONES
PREVENCIÓN TRATAMIENTO REINSERCIÓN

PE
R

SO
N

A 
Y 

FA
M

IL
IA

80% de USF realizan censo
80 % de las familias más vulnera-
bles son alcanzadas por promo-
tores de salud en territorios prio-
rizados (TP)
1000 padres de familia capacita-
dos anualmente en habilidades 
para la vida
Se ha definido un modelo de pre-
vención a nivel familiar.
Al menos 1 organización civil, pro-
porciona servicios de prevención 
familiar. 
Se ha definido un modelo de pre-
vención selectiva e indicada (PS y 
PI)
Se ha implementado un plan de 
capacitación sobre PS y PI

Cartera de servicios de-
finida por nivel
Programa de reducción 
de daños
Protocolo de tratamien-
to por niveles
Se triplica la capacidad 
de desintoxicación
80% de las personas en 
trata miento acceden a 
CTV p/ VIH y hepatitis
100% de los que necesi-
tan acceden a TARV
Modelo de atención a 
las familias afectadas
Al menos 1 organiza-
ción civil, proporciona 
servicios de apoyo a fa-
milias afectadas

80% de las personas en 
tratamiento son alcan-
zadas por un programa 
de reinserción (PR)
Plan de seguimiento y 
apoyo

CO
M

U
N

ID
A

D

Modelo de protección social
Mapeo de vulnerabilidad
50 territorios priorizados (TP)
50 consejos de salud incluyen en 
su plan local de salud
10 centros comunitarios
50% de TP cuenta con un progra-
ma deportivo
20 Distritos con proyectos de mu-
nicipios saludables y escuelas sa-
ludables
Todas las penitenciarías imple-
mentan un programa de salud y 
Educación.
Se cuenta con un modelo de 
atención integral en relación al 
consumo de drogas para perso-
nas privadas de libertad (PPL)
Se cuenta con un programa de 
capacitación y promoción por pa-
res. 

80% de las USF son ca-
pacitadas
30% de las USF tienen 
competencias
Modelo de unidad de 
salud mental
20 nuevas unidades de 
salud mental instaladas
6 regiones sanitarias 
cuentan con equipos de 
coordinación de aten-
ción integral
Todas las penitenciarías 
cuentan con un equipo 
de salud penitenciaria

Promoción de pares
50% de las personas en 
penitenciaría son alcan-
zas por PR
Fortalecimiento de la 
dirección de salud peni-
tenciaria.
Fortalecimiento de las 
direcciones afines del 
MEC y del MSPBS.
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PND METAS 2022. COHESIÓN SOCIAL Y ATENCIÓN INTEGRAL POR DIMENSIONES
PREVENCIÓN TRATAMIENTO REINSERCIÓN

ED
U

C
AC

IÓ
N

Al menos 1 organización del 50% 
de escuelas de TP forma parte de 
las actividades de prevención es-
colar.
50% de instituciones educativas 
(IE) implementan proyectos de 
escuelas saludables en TP
Modelo de prevención en IE y 
equipos de prevención
1000 docentes capacitados 
anualmente
1000 padres capacitados anual-
mente
500 IE cuentan con 3 equipos de 
prevención
80% de IE desarrollan contenidos 
de aprendizaje
30% de IE desarrollan habilidades 
para la vida
6 departamentos cuentan con re-
des de prevención a cargo de una 
coordinación. 
Programa de formación de técni-
cos y promotores pares. 
Se cuenta con una escuela abier-
ta para padres utilizando distin-
tas modalidades y recursos di-
dácticos, incluidos los recursos 
educativos abiertos.

50% de las IE tienen ca-
pacidad de implemen-
tar el circuito de aten-
ción ante el consumo 
y/o presencia de drogas 
en IE de todos los nive-
les.
Incorporación a la malla 
curricular de grado de 
5 facultades: medicina, 
enfermería, psicología, 
trabajo social y ciencias 
de la educación. 
Programa de pos grado 
para médicos y psicólo-
gos

80% de personas afec-
tadas son alcanzadas 
por un PR escolar
Fortalecimiento de la 
dirección de educación 
inclusiva
Equipos de redes a car-
go de la coordinación 
en 6 departamentos
Implementación Re-
solución Ministerial N° 
19.972 y ley 5136/13  de 
Educación inclusiva
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PND METAS 2022. COHESIÓN SOCIAL Y ATENCIÓN INTEGRAL POR DIMENSIONES
PREVENCIÓN TRATAMIENTO REINSERCIÓN

LA
BO

RA
L

IPS implementa un programa de 
salud ocupacional.
El MSPBS incorpora el compo-
nente de atención integral para 
la reducción de la demanda de 
drogas a un programa de salud 
ocupacional.
Se implementa un plan de salud 
ocupacional específico para agen-
tes penitenciarios. 
80% de USF son alcanzados por 
un programa de sensibilización
30% del personal de USF son ca-
pacitados en derechos humanos 
y el derecho a la salud
Plan de capacitación para unida-
des de salud mental
Plan de capacitación para aten-
ción integral en hospitales
80% de personal policial es capa-
citado en TP
3 talleres de capacitación con el 
poder judicial
3 talleres de capacitación con el 
MP

Se implementan conve-
nios con instituciones 
gubernamentales, con 
la seguridad social, con 
instituciones no guber-
namentales o privadas 
con fines de lucro y sin 
fines de lucro.

Convenios con empre-
sas y sector público
80% de personas que 
requieren son alcanza-
das por PR laboral

SO
CI

AL

Plan de comunicación y acceso a 
la información
Redes sociales y Tics
Capacitación de recursos huma-
nos.
Se incorporan actividades especí-
ficas como parte de la responsa-
bilidad social de medios de comu-
nicación.

Modelo de red de ser-
vicios de salud mental y 
atención integral
Capacitación de recur-
sos humanos
Articulación con el po-
der judicial para orien-
tar a tratamiento

Campaña de sensibili-
zación
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PND METAS 2022. GOBERNANZA Y PARTICIPACIÓN SOCIAL POR DIMENSIONES
GUBERNAMENTAL NO GUBERNAMENTAL

N
O

RM
AT

IV
O

1 grupo técnico de trabajo para actualizar el 
marco legislativo
Actualización de normas de regulación: esta-
blecimientos, ejercicio profesional, productos, 
tecnologías e información, incluida las normas 
mínimas de funcionamiento.
Se realizan capacitaciones sobre el marco le-
gislativo y regulatorio. 
Se realiza difusión amplia del marco legislativo 
y normativo y se cuenta con un sistema de ac-
ceso a información y consultas.
Programa de uso racional de medicamentos

Representantes de al menos 3 or-
ganizaciones no gubernamentales 
participan en el grupo de trabajo de 
actualización del marco legal. 
Representantes de al menos 3 orga-
nizaciones de profesionales y acadé-
micos participan en el grupo de tra-
bajo de actualización de normas de 
regulación. 

IN
ST

IT
U

CI
O

N
AL

Sistema de fiscalización de regulaciones, con 
alcance nacional
1 boletín de vigilancia de la salud: salud mental 
y drogas
Fortalecimiento de direcciones seleccionadas 
de MSPBS, MEC, MJ, SENAD
Rendición de cuentas anual técnica y adminis-
trativa
Se cuenta con Plan de Comunicación y Sensi-
bilización

Representantes de al menos 3 orga-
nizaciones no gubernamentales par-
ticipan en las rendiciones de cuentas.
Al menos 3 organizaciones no guber-
namentales seleccionadas reciben 
apoyo técnico y financiero para forta-
lecimiento institucional. 
Al menos 2 organizaciones no guber-
namentales implementan parte del 
plan de comunicación y sensibiliza-
ción.

RE
CU

RS
O

S

Incorporación a la malla curricular de grado de 
3 facultades: medicina, enfermería y psicolo-
gía. 
Programa de pos grado para médicos y psicó-
logos
Programa de formación de técnicos
80% de USF son alcanzados por un programa 
de sensibilización
30% del personal de USF son capacitados en 
derechos humanos y el derecho a la salud
Plan de capacitación para unidades de salud 
mental
Plan de capacitación para atención integral en 
hospitales
1000 docentes capacitados anualmente
80% de personal policial es capacitado en TP
3 talleres de capacitación con el poder judicial
3 talleres de capacitación con el MP
Presupuesto público en instituciones seleccio-
nadas
Se utilizan recursos educativos abiertos para 
los programas de capacitación. 

50% del personal que presta algún 
tipo de servicio de prevención y/o 
tratamiento accede a un plan de ca-
pacitación. 
Al menos 2 organizaciones no guber-
namentales implementan proyectos 
con financiamiento nacional. 
Al menos 2 organizaciones no guber-
namentales implementan proyectos 
con financiamiento internacional.
Al menos 3 universidades implemen-
tan planes de formación o capacita-
ción. 
Al menos 1 organización no guberna-
mental implementa talleres de capa-
citación o sensibilización. 
Se han implementado modelos de 
formación acción y de investigación 
-  participación – acción.
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PND METAS 2022. GOBERNANZA Y PARTICIPACIÓN SOCIAL POR DIMENSIONES
GUBERNAMENTAL NO GUBERNAMENTAL

G
ES

TI
Ó

N
1 reunión mensual de coordinación intersectorial 
de nivel técnico.
1 reunión semestral de coordinación intersectorial 
de nivel político institucional.
Se cuenta con un sistema de información rutinario 
integrado.
Se cuenta con sistema de monitoreo y evaluación 
integrado. 
Se cuenta con un sistema de vigilancia de tecnolo-
gías integrado. 
Se fortalece el sistema de vigilancia sanitaria y de 
la salud en el componente de consumo de drogas. 
20 convenios nacionales de compromiso
80% de las instituciones del PNI cuentan con una 
planificación por procesos y resultados en el marco 
de la PND

5 convenios de cooperación 
con el sector privado
3 convenios internacionales de 
cooperación técnica
Al menos 3 organizaciones no 
gubernamentales cuentan con 
un plan estratégico y de acción 
en concordancia con la PND.

D
ES

CE
N

TR
AL

IZ
AC

IÓ
N

30 municipalidades implementan algún componen-
te
6 gobernaciones implementan algún componente
6 regiones sanitarias cuentan con estructura de 
coordinación
6 departamentos cuentan con estructura de coor-
dinación de prevención
Todas las penitenciarías cuentan con equipos de 
salud

50 consejos de salud incluyen 
en su plan local de salud
Al menos 1 organización del 
50% de escuelas de TP
1000 padres de familia capaci-
tados anualmente
1 organización civil de apoyo a 
familias afectadas

C
AL

ID
AD

Plan de mejora continua de la calidad por institución
Plan de mejora continua de la calidad de servicios 
de atención integral
80% de los establecimientos realizan autoevalua-
ción
50% de los establecimientos de tratamiento cuen-
tan con certificación de calidad

Plan de mejora continua de la 
calidad por institución
100% del personal que presta 
algún tipo de servicio de pre-
vención y/o tratamiento tiene 
habilitación para el ejercicio de 
la profesión.

EV
ID

EN
CI

AS

Se define una agenda de investigación relevante
Se cuenta con un sistema rutinario de información
Se cuenta con un sistema de monitoreo y evalua-
ción
Se cuenta con un sistema de vigilancia de tecnolo-
gías con 2 reportes anuales.
Se realiza un evento nacional de difusión de conoci-
mientos y experiencias
Se cuenta con una delegación intersectorial que 
participa en eventos de relevancia internacional
Se cuenta con un convenio con la Dirección de En-
cuestas Estadísticas y Censos para realizar estudios 
nacionales. 

Encuestas de prevalencia y fac-
tores asociados cada 2 años 
(SIDUC):
a) jóvenes escolarizados
b) hogares
c) población privada de libertad
d) otras poblaciones seleccio-
nadas
3 proyectos de investigación 
con fuentes nacionales
3 proyectos de investigación 
con fuentes internacionales
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Reducción de la OFERTA
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1. MARCO SITUACIONAL ACTUAL - REDUCCIÓN DE 
LA OFERTA DE DROGAS
1.1. Conceptualización
La reducción de la oferta de drogas, se centra 
en buscar la disminución de producción, proce-
samiento, tráfico y comercialización de drogas. 
Lograr la interrupción de la cadena de produc-
ción y comercialización, mediante procedimien-

tos investigativos que permitan incautaciones 
de drogas, sustancias químicas controladas y 
la inutilización/destrucción de infraestructuras 
utilizadas para la producción de drogas27.

1.2. Metodología utilizada
El presente estudio situacional, ha incluido la 
revisión de documentación, normativa, regula-
ciones – nacionales e internacionales - y otros 
registros existentes respecto al escenario de 
oferta de Drogas en Paraguay. En ese contexto, 
se han realizado también validaciones de la in-
formación existente en los registros, mediante 
entrevistas a actores involucrados de forma di-
recta e indirecta con el combate al narcotráfico 
en Paraguay. Todo ello dentro del proceso de 
elaboración de una Política Nacional de Drogas 
(PND)  con los auspicios de UNODC. 

Se ha buscado identificar los problemas prio-
ritarios que deben ser abordados tanto desde 
la perspectiva de los factores asociados a la 
ocurrencia del consumo y adicciones en la po-
blación, como también desde la perspectiva de 
una respuesta nacional integral y equilibrada 
para la reducción de la oferta y la demanda. En 
base al contenido de las entrevistas, se ha po-
dido determinar una serie de necesidades que 
serán expuestas a continuación, y que a su vez 
servirán para la elaboración de la PND. 

1.3. Perfil de la respuesta Nacional respecto al Combate a la 
Oferta de Drogas.
El Paraguay, ha suscrito y ratificado tres trata-
dos internacionales destinados al combate al 
narcotráfico en todas sus aristas, así tenemos: 
La Convención Única de 1961 sobre Estupefa-
cientes enmendada por el Protocolo de 1972, 
el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 
1971, la Convención de las Naciones Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sus-
tancias Sicotrópicas de 1988.

Es justamente en este último año ante cita-
do, que se sanciona la Ley 1340/1988 QUE 
MODIFICA, ADICIONA Y ACTUALIZA LA LEY N° 
357/72,”QUE REPRIME EL TRAFICO ILICITO DE 

ESTUPEFACIENTES Y DROGAS PELIGROSAS Y 
OTROS DELITOS AFINES Y ESTABLECE MEDIDAS 
DE PREVENCION Y  RECUPERACION DE FAR-
MACODEPENDIENTES”, la cual rigió el sistema 
de lucha contra el tráfico de drogas de forma 
íntegra, hasta su modificación parcial en el año 
2002, mediante la Ley N° 1881 QUE MODIFICA 
LA LEY N° 1340 DEL 22 DE NOVIEMBRE DE 1988 
“QUE REPRIME EL TRAFICO ILICITO DE ESTUPE-
FACIENTES Y DROGAS PELIGROSAS Y OTROS 
DELITOS AFINES Y ESTABLECE MEDIDAS DE 
PREVENCIÓN Y RECUPERACIÓN DE FARMACO-
DEPENDIENTES”.

27A los efectos del presente se entenderá “drogas”, todas las sustancias fiscalizadas, enlistadas en las tres convenciones interna-

cionales de naciones unidas (convención única de estupefacientes de 1961, convenio sobre sustancias psicotrópicas, convenio 

contra el trafico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas de 1988), además de otras sustancias que se enlistan como 

lista V de psicotrópicos nacional, según el decreto 5213/2005.
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Estas dos leyes, han sido el punto neurálgico del 
combate a las drogas desde la perspectiva de la 
oferta. Las mismas, mediante su demarcación 
y tipificación de los tipos penales sancionados, 
han servido como política nacional de preven-
ción y combate al tráfico de drogas.

A ellas se suman el Decreto 1806 del 15 de abril 
de 2009, que establece en su Art. 2 La política 
nacional sobre drogas debe desarrollarse con-
forme los siguientes lineamientos estratégicos: 
inc. b) Disminuir la oferta de drogas y fortalecer 
las medidas de control y fiscalización, reprimir el 
narcotráfico, la producción de drogas naturales 
o sintéticas, evitar el desvío de sustancia quími-
cas controladas para la elaboración de drogas 
ilícitas, desmantelar las organizaciones delicti-
vas y sus redes de apoyo contra el tráfico ilícito 
de drogas conexos. 

De la lectura de la legislación vigente, y del de-
creto 1806, se colige que la actual postura y po-
lítica respecto al tráfico de drogas en Paraguay, 
es de una tolerancia cero, y de implementación 
de un combate frontal, con absoluta búsqueda 
de represión. La única excepción a la persecu-
ción penal está dada en la Ley 1340/88, en su 
artículo 3028, el cual genera un sistema de tasa-
ción de tipo de droga y cantidad “tolerada” para 
la tenencia de algún dependiente de las mis-
mas. Si bien el artículo mencionado, dice que 
cada caso se deberá analizar la cantidad nece-

saria para consumo diario de la persona en sí, a 
continuación realiza una tasación específica de 
las cantidades y tipos de drogas, diciendo cla-
ramente que solo se permitirá la tenencia, en 
el caso de Marihuana no sobrepasará los diez 
gramos  y de dos gramos en el de la Cocaína, 
Heroína y otros opiáceos. 

Esta tasación de tipos de drogas y cantidades, 
genera una limitación para los operadores del 
sistema de justicia, ya que se ven en la obligato-
riedad de procesar judicialmente a todo aquél 
que, aún estando en condición de farmacode-
pendiente diagnosticado, sea encontrado con 
cantidades – por más que el margen sea ínfimo 
– que sobrepasen las establecidas en el marco 
legal citado. El enunciar cantidades y tipos de 
drogas específicos, más que facilitar, compli-
ca a la hora de aplicar la legislación y ello a su 
vez torna aún mas complejo el poder manejar 
una política integral contra las drogas, sin que 
se cuente con el suficiente rango de maniobra-
bilidad y/o flexibilidad a la hora de tratar a los 
dependientes.

Dicho esto, podemos concluir que el perfil na-
cional de lucha contra las drogas desde la pers-
pectiva del combate a la oferta, está destinado 
neta y exclusivamente a la persecución y repre-
sión de toda actividad vinculada al tráfico de es-
tupefacientes.

  Ley 1340/88 - Art. 30.- El que tuviere en su poder sustancias a las que se refiere esta Ley, que el médico le hubiere recetado, o 

aquél que las tuviere para su exclusivo uso personal, estará exento de pena. Pero si la cantidad fuere mayor de la recetada o que 

la necesaria para uso personal, se le castigará con penitenciaría de dos a cuatro años y el comiso. Se considerará de exclusivo uso 

personal del farmacodependiente la tenencia en su poder de sustancia suficiente para su uso diario, cantidad a ser determinada, 

en cada caso, por el Médico Forense y un Médico especializado designado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y 

otro por el afectado si lo solicitare, a su costa. En el caso de la Marihuana no sobrepasará los diez gramos  y de dos gramos en 

el de la Cocaína, Heroína y otros opiáceos.

1.4. Principios rectores relacionados a la reducción de la oferta 
de drogas.
1.4.1. Integralidad en el enfoque.
Se debe entender que el fenómeno de las dro-
gas abarca a toda la sociedad, por cuanto sus 
efectos adversos repercuten de diversas for-

mas - directa e indirectamente - en el desarrollo 
de una sociedad, y ello es así por cuanto afecta 
al sistema de salud, al sistema judicial, al sistema 
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aduanero, al sistema económico y financiero. 

Por tanto el Plan Nacional de Drogas (PND), 
debe priorizar acciones y planes interinstitu-

cionales, que abarquen varias áreas de mane-
ra transversal, todo ello enfocado a reducir la 
oferta y demanda de drogas. 

1.4.2. Responsabilidad compartida nacional e internacional.
La PND abarca una comprensión interna y 
transnacional, por cuanto Paraguay no está aje-
no al concierto de las naciones, y a las medidas 
que han sido ya previamente acordadas en ma-
teria de lucha contra el narcotráfico, a través de 
tratados y convenios internacionales. 

Esto también implica un trabajo coordinado a 

nivel de las instituciones locales, con sus res-
pectivos pares en otros países. En igual media, 
la responsabilidad compartida a nivel interno, 
se fundamenta en la necesidad de que las insti-
tuciones nacionales se comprometan de mane-
ra firme y efectiva a cooperar entre sí, y trabajar 
en equipo en post de una meta en común, la 
cuál está demarcada en la PND. 

1.4.3. Trabajo en base a caudal de evidencias
Toda política de Estado, debe estar orientada 
y cimentada en información fáctica que permi-
ta tomar decisiones en base a datos reales, los 
cuales a su vez deben estar procesados para 
poder ser utilizados.

El PND contempla el establecimiento de un nue-
vo paradigma, en cuanto a manejo, compilación, 

estudio y el factor de compartir información 
dentro de la administración pública paraguaya.
 
Esto permitirá trabajar en base a evidencia y cri-
terios de eficacia y eficiencia, lo cual dará pie a 
que se trabaje en función a priorizaciones por 
áreas, zonas y situaciones específicas.

1.5. Administración de información y datos en el combate a las 
drogas
El contar con información cuantitativa, ayuda 
a determinar y dimensionar el alcance de una 
situación y/o problema. El fenómeno del tráfi-
co de drogas, no escapa a esta afirmación, por 
cuanto el manejo de datos cuantitativos del flu-
jo y manejo de drogas con sus respectivas im-
plicancias, tanto monetarias, como de impactos 
socioculturales, políticos, económicos, labora-
les y más importante de afectación a la salud, 
son claves para la determinación de las políticas 
públicas destinadas a remediar el fenómeno, y 
reducirlo a su menor exponente posible29.

Dicho ello, se puede afirmar que las Bases de 
Datos30 son el resultado de la acumulación de 
información ordenada, categorizada y estructu-
rada en base a criterios de utilidad, practicidad, 

relevancia e importancia. Nada de esto se pue-
de obtener, si primigeniamente no se cuenta 
con una guía metódica de trabajo, la cual a su 
vez debe necesariamente estar basada en con-
ceptos de funcionamiento y procedimiento. Es 
decir, se debe saber qué, cómo, cuando y quién 
debe hacer cada cosa, cada parte de un trabajo 
en sí. Es por esto que necesariamente se de-
be recurrir al análisis de los fundamentos y de 
la metodología de trabajo dentro del esquema 
de políticas públicas, destinadas al combate y 
reducción de la oferta de drogas en el país, pa-
ra poder determinar las posibles falencias y/o 
necesidades en cuanto a manejo de bases de 
datos.  El tener un sistema de trabajo uniforme, 
ordenado y sistematizado, es el camino más di-
recto , y nos animamos a decir correcto, para la 

29El nivel de infiltración global de los mercados de narcotráfico es tan profundo, que hablar de una erradicación absoluta resul-
ta utópico, irreal y hasta falaz. 
30Base de datos: Conjunto de datos organizado de tal modo que permita obtener con rapidez diversos tipos de información. Vid. 
http://lema.rae.es/drae/?val=base%20de%20datos
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obtención de información veraz, objetiva y que 
esta a su vez se pueda estructurar, ordenar y 
sistematizar. 

Como se verá a continuación, existen varias 
fuentes de información y generación de datos, 
todas ellas ordenadas según la institución de 
la cuál provienen, pero hasta la fecha no han 
sido concatenadas en un marco integral, que 
permita generar un “Plan Maestro” respecto al 
combate a las drogas en sí. Hasta tanto no se 
configure una planificación integral, toda la in-

formación obtenida, si bien es válida e impor-
tante, no servirá de mucho más que un dato a 
efectos de reporte informativo. Y es justamente 
a contrarrestar esta realidad, de compartimen-
tos estancos, a lo que debe apuntar el Estado 
Paraguayo a fin de poder elaborar una Política 
Nacional contra las Drogas, fundada en infor-
mación contrastable, ordenada y por sobre to-
do fruto de un trabajo enlazado de forma lógica 
y sistémica que permita una sustentabilidad en 
el tiempo, reflejada en la replicación de éxitos y 
en la disminución de fracasos

2. MARCO INSTITUCIONAL DESTINADO A LA 
REDUCCIÓN DE LA OFERTA
A continuación pasaremos a revisar las diversas 
actividades y responsabilidades que atañen a 
las instituciones involucradas en la reducción 
de la oferta de drogas. No se entrará a abordar 
una descripción pormenorizada de las labores, 
ni funciones, sino más bien se enunciaran los 

puntos focales que han sido identificados, por 
las propias instituciones, como necesarios de 
potenciar y/o tener en cuenta a fin de mejorar 
la capacidad de cada una, y de todas en su con-
junto, en el proceso de reducción de la oferta 
de drogas.  

2.1.	 Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD)
El Decreto Nº 1806/09, en su Art. 3 establece: 
La Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD), de-
pendiente de la Presidencia de la República, será 
responsable de la implementación de la política 
y estrategia nacional sobre drogas conforme los 
objetivos y lineamientos establecidos. 

La SENAD, en función a su marco legal vigente 
(Ley 108/92, 1340/88 y 1881/02) ejerce mayori-
tariamente31, el ejercicio de las funciones inves-
tigativas operativas destinadas a la reducción 
de la oferta, todo ello siempre bajo coordina-
ción del Ministerio Público. A la fecha, la SENAD 
cuenta con ocho Oficinas32 Regionales  en los 
distintos departamentos, dos Brigadas en Ae-
ropuertos Internacional, siete Puestos de Con-
trol. Los funcionarios de la SENAD se dividen en 
Personal Operativo (Agente Especial), Personal 

de las Fuerzas Armadas en Apoyo, y personal 
administrativo.

De la información disponible al público, se 
puede colegir claramente que la SENAD abo-
ca, como lo establece la normativa vigente, sus 
mayores recursos y labores a los procesos de 
persecución penal del narcotráfico. Entendidos 
estos desde la óptica tanto investigativa, como 
represiva, por cuanto se realizan actividades de 
recolección de información y análisis de datos 
(inteligencia), para luego concretar los mismos 
en procedimientos que terminan en la captura 
de traficantes – tanto de pequeñas cantidades 
como de grandes cantidades – y la respectiva 
incautación de drogas, así como de elemen-
tos utilizados para su tráfico (vehículos, armas, 
equipamientos de comunicación, e inmuebles).

31La Policía Nacional cuenta con un Departamento de Narcóticos.
32Pedro Juan Caballero, Ciudad del Este, Encarnación, Salto del Guairá, Asunción, Mcal. Estigarribia, Concepción y Pilar
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La SENAD publica las estadísticas de incau-
taciones hechas por año, de lo cual se puede 
hacer una contrastación que permita deter-
minar si han o no habido aumentos o dismi-

nuciones en los procedimientos. Así tenemos, 
solo a modo de ejemplo los siguientes cuadros 
referenciales, todos ellos disponibles en el sitio 
web de la SENAD33.
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33http://www.senad.gov.py/pagina/45-estadistica-y-grafi cos.html
34Lo que se trafi ca o se consume con el nombre de Crack en realidad es  Pasta Básica, sustancia muy impura (a diferencia de 

crack que es puro)

Tenemos pues un aumento aproximado del 22,3% de incautación de cocaína en los últimos 10 
años.

Como se puede ver en cuanto a dosis de Crack34, entre 2008 y 2014 hubo un aumento exponen-
cial de incautaciones, que luego se vio reducido en 2015 a un aproximado del 60%.
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Como se puede ver del cuadro que antecede, 
en las incautaciones de marihuana durante los 
últimos 10 años, ha habido también altibajos en 
cuanto a las cantidades. No obstante, a diferen-
cia del Crack y clorhidrato de cocaína– que no 
son de producción local – las cantidades de ma-
rihuana son necesariamente superiores debido 
a la cantidad de plantaciones existentes en el 
país35. 

Ahora bien, como se mencionó estos datos es-
tán disponibles públicamente, no obstante ello, 
no se cuenta con acceso a información que pue-
da “hacer hablar” a estos guarismos, y ello es 
importante desde la óptica de poder entender y 
comprender el alcance de la fenomenología del 
tráfico de drogas en Paraguay. Los números, si 
bien son importantes, requieren de una explica-
ción en cuanto al fin que se persigue, en parti-
cular en lo referente a la reducción de la oferta, 

lo perseguido es claramente el decremento de 
las operaciones tanto de compraventa a nivel 
calle (consumo) es decir micro-tráfico, como de 
transacciones trasnacionales de grandes volú-
menes, o sea tráfico en escala. 

Contar con cantidades incautadas, puede ser 
un indicativo cuantitativo de metas que el orga-
nismo de persecución se haya puesto como hi-
to de medición de éxito, no obstante ello no es 
un parámetro completo para determinar si real-
mente ha habido o no una reducción en la ofer-
ta en sí, más allá de la disminución de “produc-
tos en el mercado”. Lo que se pretende señalar, 
es que las incautaciones deben ir acompañadas 
de otros elementos de trabajo que permitan 
dar un seguimiento al proceso de reducción de 
oferta, so pena de que las incautaciones termi-
nen beneficiando el incremento de precios en 
el mercado de las drogas, por cuanto el mismo 

35En los últimos años, el Paraguay se ha convertido en el principal productor de marihuana en la región. De acuerdo a la Co-

misión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas - de la Organización de los Estados Americanos (CICAD-OEA) se 

estiman que existen en el país alrededor de 6000 hectáreas de las cuales cera de 1800 a 1900 hectáreas son erradicadas en 

promedio anualmente. Debemos señalar que las tierras de Paraguay, en ciertos lugares, son propias para este menester y su 

productividad es altísima tanto en volumen como en calidad. SENAD – Marihuana en Paraguay - https://es.calameo.com/read/

00435023120c806709a1f
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por más ilegal que sea, se ve necesaria e intrín-
secamente afectado por las leyes de la oferta y 
la demanda, y una disminución en la cantidad 
de producto disponible (a causa de su sacada 
de circulación vía incautación), solo facilitaría un 
incremento en los precios de venta de los mis-
mos. Por tanto, el tener datos cuantitativos es 
importante y sirve como elemento, pero no de-
be ser considerado, ni tenido en cuenta como 
un fin en sí mismo, sino más bien una parte de 
un todo integral de políticas públicas destinadas 
a la reducción de un sector de mercado ilegal.

La SENAD cuenta con un Observatorio Paragua-
yo de Drogas , el cual se encarga de acopiar y 
sistematizar la información – aislada - obtenida 
por la SENAD dentro de sus labores. El Obser-

vatorio es la único en el País reconocido y cer-
tificado por Organismos Internacionales como 
CICAD, UNODC, JIFE para proveer datos sobre 
incautación, aprehensiones, consumo y preva-
lencia de drogas, erradicación de cultivos de 
marihuana, PEN ON LINE DE LA JIFE (alerta tem-
prana de importación y exportación), consumo 
de drogas para uso médico.

Para que los datos de incautaciones sean a ni-
vel país, la SENAD suministró al Departamento 
Antinarcóticos de la Policía Nacional y a otros 
dependencias computadores con software pa-
ra intercambio de datos, y de esta por lo menos 
en lo que se refiere a incautaciones los valores 
están uniformados

2.2. Ministerio Público 
Como dijimos, los trabajos de la SENAD y el de-
partamento de Antinarcóticos de la Policía Na-
cional están en directa coordinación con el Mi-
nisterio Público, más específicamente la Unidad 
Especializada de Lucha Contra el Narcotráfico. 

Esta Unidad Especializada fue creada el 6 de 
setiembre de 2007, por Resolución de Fiscalía 
General del Estado N.º 2695. Su finalidad es 
investigar exclusivamente los hechos punibles 
de tráfico, tenencia y posesión de drogas o sus-
tancias estupefacientes tipificados en la Ley Nº 
1340/88, de hechos punibles de Asociación cri-
minal y lavado de dinero. En este sentido diseña 
estrategias y políticas institucionales para lograr 
con eficacia el combate al narcotráfico y al mi-

cro-tráfico a nivel nacional37. Asimismo, realiza 
trabajos conjuntos con instituciones nacionales 
e internacionales involucradas en la lucha con-
tra este tipo de actividades ilícitas. Su misión es 
desalentar o desarticular a las organizaciones 
dedicadas al tráfico internacional de drogas, 
venta y/o comercialización de sustancias estu-
pefacientes. Asimismo, se busca eliminar labo-
ratorios clandestinos y destruir los cultivos de 
plantaciones de marihuana en el interior del 
país, impedir la legitimación del dinero y los bie-
nes productos de la comercialización y el tráfico 
de drogas38.

La Unidad cuenta con su propio registro de da-
tos estadísticos de casos, numerando también 

36Órgano permanente de la Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD), que recopila y analiza en una base oficial de datos, la con-

formación, investigación epidemiológica y estadística relacionada con el fenómeno de las drogas, generada por las diferentes 

fuentes nacionales, con el fin de evaluar la situación de las drogas a escala nacional, disponiendo, de esta forma, de un instru-

mento para una adecuada planificación y puesta en marcha de actuaciones en la materia. SENAD - http://www.senad.gov.py/

pagina/40-objetivos.html
37Asunción, San Lorenzo, Ciudad del Este, Pedro Juan Caballero, Pilar, Encarnación, Concepción, Santa Rosa del Aguaray, Para-

guarí, Caacupé, San Juan Bautista, Villarrica, Caazapá, Saltos del Guairá, Curuguaty,Coronel Oviedo, departamento Villa Hayes, 

Filadelfia.
38http://www.ministeriopublico.gov.py/lucha-contra-el-narcotrafico-i237
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las cantidades de incautaciones, registradas y 
referenciadas con las personas procesadas en 
cada uno de los casos en sí. Ello a su vez se cru-
za con las condenas obtenidas, las cuales varían 
desde dos hasta veinticinco años de pena priva-
tiva de libertad.

Una salvedad hecha por representantes de la 
Unidad Especializada, es la relativa a la dife-
renciación entre el micro-tráfico vs el tráfico de 
drogas. Según lo explicado, dicha distinción es 
a meros efectos prácticos y del ejercicio de la 
acción penal pública en el día a día, por cuanto 
la diferenciación terminológica nace solo de la 
práctica, y no de la propia legislación. Esto es 
importante destacar en el sentido, de que es 
a través de múltiples años de experiencia que 
la Unidad Especializada, ha logrado establecer 
criterios de procesamiento de casos de dro-
gas a través de instructivos ya sea generales o 
particulares dirigidos a los agentes fiscales es-
pecializados de todo el país, lo cual a su vez se 
traduce en una metodología de trabajo ordena-
da en función a parámetros pragmáticos, y que 
si bien no están literalmente establecidos en la 
legislación vigente, la misma los permite, previa 
interpretación y hermenéutica correcta. 

Dichos instructivos se refieren a: 
* Manejo de evidencias obtenidas en la etapa 
preparatoria. - Aplicación del acto conclusivo de 
Procedimiento Abreviado en causas relaciona-
das a hechos punibles de narcotráfico. 

* Aplicación de medidas cautelares de carácter 
personal y real de manera conjunta en hechos 
punibles relacionados a narcotráfico (Arts. 46 y 

47 Ley 1340/88).

* Disminución de pena a imputados que brin-
den información que permita la incautación de 
drogas. Art. 43 Ley 1340/88. - Preservación de 
un criterio jurídico uniforme en casos relaciona-
dos a tráfico ilícito de drogas. 

* Desestimación, suspensión condicional del 
procedimiento y sobreseimiento definitivo – Art. 
30 Ley 1340/88.

* Realización de diligencias investigativas que 
deben ser llevadas a cabo. Pautas a seguir para 
la realización de ciertas diligencias investigati-
vas que deben ser llevadas a cabo en el marco 
del art. 30 Ley 1340/88. - Criterios a tener en 
cuenta con respecto al Art. 43 Ley 1340/88. 

Debido a que la legislación penal de fondo y 
forma vigente, limita en demasía el margen de 
discrecionalidad en cuanto al encuadre y tipifi-
cación de los hechos punibles referidos a dro-
gas, la Unidad Especializada, como se dijo, ha 
desarrollado ciertos criterios de aplicación, ten-
dientes a evitar una innecesaria superpoblación 
carcelaria de consumidores de droga.

Así las cosas, la Unidad Especializada, ha adop-
tado la tendencia de que los casos en que la 
persona incurra en el hecho punible tipificado 
en la Ley 1340/88, en su Artículo 3039 – puedan 
ser beneficiarios de una salida alternativa al 
proceso, sobre todo los que son adictos o fue-
ron detenidos con cantidades de consumo tal 
y como la norma lo explica. En estos casos la 
Unidad Especializada adopta la figura de la 

39Ley 1340/88 - Art. 30.- El que tuviere en su poder sustancias a las que se refiere esta Ley, que el médico le hubiere recetado, o 

aquél que las tuviere para su exclusivo uso personal, estará exento de pena. Pero si la cantidad fuere mayor de la recetada o que 

la necesaria para uso personal, se le castigará con penitenciaría de dos a cuatro años y el comiso. Se considerará de exclusivo uso 

personal del farmacodependiente la tenencia en su poder de sustancia suficiente para su uso diario, cantidad a ser determinada, 

en cada caso, por el Médico Forense y un Médico especializado designado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y 

otro por el afectado si lo solicitare, a su costa. En el caso de la Marihuana no sobrepasará los diez gramos  y de dos gramos en 

el de la Cocaína, Heroína y otros opiáceos.
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40Cód. Procesal Penal – Artículo 21. SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO. Cuando sea posible la suspensión a 

prueba de la ejecución de la condena en las condiciones establecidas en el código penal, las partes podrán solicitar la suspen-

sión condicional del procedimiento. Si el imputado presta conformidad con la suspensión y admite los hechos que se le imputan, 

el juez dispondrá la suspensión condicional del procedimiento, siempre que el imputado haya reparado el daño ocasionado, 

haya firmado un acuerdo con la víctima en ese sentido o demostrado su voluntad de reparación. La suspensión condicional 

del procedimiento no impedirá el ejercicio de la acción civil ante los tribunales civiles. Cuando la solicitud sea promovida por 

el Ministerio Público o el querellante, deberán acreditar el consentimiento del imputado y señalar las reglas de conducta que 

requieran para el régimen de prueba. Esta solicitud se podrá presentar hasta el momento de la audiencia preliminar. 

Artículo 308. SUSPENSION CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO. Cuando la ley lo permita, el imputado o el Ministerio Públi-

co, acreditando el consentimiento de aquél, podrá solicitar la suspensión condicional del procedimiento. El juez oirá al imputado 

y decidirá inmediatamente acerca de la suspensión y, en caso de concederla, especificará las instrucciones y reglas que deberá 

cumplir. En caso contrario ordenará la continuación del procedimiento, por la vía que corresponda. El control del cumplimiento 

de las reglas estará a cargo del juez de ejecución, quien también resolverá sobre su revocación.

Suspensión Condicional del Procedimiento40, 
previo cumplimiento de los requisitos legales 
establecidos, y con la consecuente imposición, 
al beneficiario de la figura jurídica; de una pro-
hibición de consumo de drogas, de realizar un 
proceso médico, (sicológico y/o psiquiátrico se-
gún el caso) de rehabilitación. Ahora bien, una 
cuestión señalada por la Unidad Especializada, 
radica en el factor de que en los casos en que 
se recurre y aplica la figura de la Suspensión 
Condicional del Procedimiento una vez dictada 
la resolución, y remitido el expediente al Juzga-
do de Ejecución Penal, para su control, el Minis-
terio Público pierde todo conocimiento o dato 
respecto a las resultas de la suspensión como 
tal. Es decir, no existe una retroalimentación 
respecto a si las condiciones impuestas por el 
Juez, fueron o no cumplidas, y si la suspensión 
condicional surtió su efecto o no. 

La Unidad Especializada, también se encarga de 
solicitar en los procesos de narcotráfico y lava-
do de dinero, el comiso de bienes frutos de la 
actividad delictiva, así se han podido incautar 
valores en efectivo, así como bienes muebles 
e inmuebles. La aplicación del comiso en sí, se 

efectiviza una vez que la condena esté firme, 
y está a cargo de los Fiscales de Ejecución, los 
cuales no forman parte de la Unidad Especiali-
zada, y por ende ésta última carece de un segui-
miento de los casos. Como se mencionará más 
adelante, se precisa evaluar la posible incorpo-
ración o designación de Fiscales de Ejecución de 
dedicación exclusiva para los casos de drogas. 

Se reitera el factor de que la  Unidad Especiali-
zada es la que coordina sus investigaciones, y 
realiza trabajos con la SENAD y el Departamen-
to de Antinarcóticos de la Policía Nacional a nivel 
nacional. 

La Unidad Especializada en la Lucha contra el 
Narcotráfico forma parte a su vez del equipo de 
trabajo conformado para la redacción del pro-
yecto de reforma legislativa de la Ley 1340/88, 
de la comisión de lucha contra el narcotráfico de 
la honorable cámara de diputados del congre-
so de la nación, en la cual, entre otras variantes 
e inclusiones, se propone un enfoque integral 
que se ocupe de la adicción como un tema de 
salud y no como un tema de persecución penal. 

2.3. Ministerio del Interior - Policía Nacional Departamento 
Antinarcóticos
El Ministerio del Interior, cuenta con una 
Estrategia Nacional de Seguridad Ciudadana, en  
la cual vincula sus Ejes Estratégicos con Líneas 
de acción y éstas a su vez con Programas. 

Es así que uno de estos programas aborda 
la necesidad del fortalecimiento de la lucha 
contra el narcotráfico mediante la delineación 
de un “Programa de Diseño de Plan Operativo 
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Anti-narcótico Conjunto”, el cual no se ha 
implementado aún, debido a una carencia de 
coordinación interinstitucional. Si bien la Ley 
No1337/97 – “De Defensa Nacional y Seguridad 
Interna”, crea un sistema de seguridad interna41, 
cuya autoridad de aplicación es un Consejo de 
Seguridad Interna del cual forma parte, entre 
otros, el Ministerio del Interior, la Policía Nacional 
y la SENAD42, no obstante ello en la práctica no 
se trabaja en función a las metas y objetivos 
establecidos por dicha ley, se realiza de manera 
aislada por cada institución, sin existir una 
real coordinación de trabajos y esfuerzos. Las 
afirmaciones que anteceden, han sido hechas 
en función a datos y manifestaciones expresas 
de representantes del Ministerio del Interior y 
de la SENAD. 

El Ministerio del Interior como tal, no cuenta 
con una dependencia o encargado directo que 
atienda cuestiones relacionadas a narcotráfico 
como tal. Una realidad que existe en el seno 
de la Policía Nacional, es de agentes que han 
sido descubiertos consumiendo y/o traficando 
drogas, datos exactos de cantidades de casos 
y resultados no se han podido obtener, no 
obstante se tiene conocimiento de que el 
Departamento Asuntos Internos, dependiente 
de la Sub-comandancia de la Policía, junto con 
la Dirección de Justicia Policial manejan dicha 
información.

El Departamento Antinarcóticos se encuentra 
dentro de la Dirección de Apoyo Técnico43. Según 
propias manifestaciones de representantes 
de la SENAD, no existe un trabajo coordinado 
con este departamento, es más mutuamente 

intentan no involucrarse en las investigaciones 
que cada uno realiza. Es decir, se genera una 
especie de competencia paralela entre ambos 
entes, sin que esto realmente esté regulado en 
normativa alguna que lo establezca.

Así como se mencionara precedentemente, 
la Policía Nacional también cuenta con datos 
cuantitativos – aislados – de sus labores 
de lucha contra el narcotráfico. De nuevo 
se pueden ver informaciones referentes a 
cantidades incautadas, sin mayor detalle sobre 
el seguimiento a las causas de generación de 
tales cantidades, y/o a las acciones que se han 
tomado a fin de evitar el aumento, o la búsqueda 
de la reducción del tráfico, tal y como se refleja 
en el cuadro a continuación:

41Ley 1337/97 - Artículo 40.- El sistema de seguridad interna tiene como finalidad determinar las políticas de seguridad así como 

planificar coordinar, dirigir, controlar y apoyar el esfuerzo nacional de policía dirigido al cumplimiento de esas políticas.
42Ley 1337/97- Artículo 45.- El Consejo de Seguridad Interna estará integrado por miembros permanentes y no permanentes. Ellos 

serán:. Permanentes:. a) el Ministro del Interior, quien lo preside ; b) el Viceministro de Seguridad Interna ; c) el Comandante de la 

Policía Nacional ; d) el Prefecto General Naval ; e) el Director de Orden Público de la Policía Nacional ; f ) el titular del organismo de 

inteligencia interna ; y, g) el Secretario Ejecutivo de la Secretaría Nacional Antidrogas. No permanentes:. a) el Ministro de Defensa 

Nacional; b) el Ministro de Justicia y Trabajo; y, c) los gobernadores departamentales.
43http://www.policianacional.gov.py/index.php/direcciones-y-departamentos
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INCAUTACIONES E INTERVENCIONES DEL DEPARTAMENTO ANTINARCÓTICOS DE LA POLICÍA 
NACIONAL 2014 - 2016

PROCEDIMIENTOS/AÑOS UNIDAD DE MEDIDA AÑO 2014 AÑO 2015 AÑO 2016 (*)
Cocaína Kgrs. 1.391 965 19,798
Marihuana prensada Kgrs. 75.434 92.061 57.195,15
Marihuana picada Kgrs. 58.438 115.707 21.181
Marihuana semilla Kgrs. 3.087 3.473 118
Plantación de marihuana Has. 771 823 175,5
Peso estimado (3000 Kgrs. x has) 2.328.000 2.463.000 429.300
Allanamientos realizados Unid. 172 137 84
Procedimiento vía pública Unid. 68 44 19
Análisis primario de campo Unid. 298 452 300
Personas det. con drogas Unid. 625 687 463
Personas c/ orden de capt. Unid. 10 17 6
Armas incautadas Unid. 45 32 24
Móviles incautados Unid. 73 68 23
Charlas y jornadas Unid. 99 100 59
Precursores químicos Kgrs. 10 768 54
(*) Datos actualizados al 28/07/2016 09:00 hs.
Elaborado por el Observatorio Nacional de Seguridad y Convivencia con datos del Departamen-
to Antinarcóticos de la Policía Nacional

Al igual que la SENAD, como se puede ver el 
Ministerio del Interior también cuenta con un 
Observatorio44, no obstante la diferencia que 
existe entre ambos organismos de recopilación 
y procesamiento de datos, radica en que el Ob-
servatorio del Ministerio del Interior abarca to-

da la fenomenología criminal del país, mientras 
que el de la SENAD solo se ocupa, como es de 
entenderse, de lo atinente a drogas.  Este es 
otro ejemplo de información importante, válida, 
pero aislada, lo que a su vez complica una labor 
integral de respuesta al narcotráfico. 

2.4. Poder Judicial
El Poder Judicial como tal es el pináculo del pro-
ceso penal, por cuanto a él llegan los procesos 
cuando ya están en etapa avanzada, así sea in-
clusive durante una investigación. La afirmación 
anterior, nace de la lógica de que todo aquello 
que se lleve a estratos del Poder Judicial, es por-
que ha tenido un procesamiento previo, incluso 
los pedidos de allanamiento o de solicitudes de 
intervención de comunicaciones, traen apareja-
dos un trabajo previo de procesamiento de da-
tos e información, que sirvieron de motivación y  
justificación para el pedido ante el Juez. De más 

está decir, que cuando ya existen imputaciones 
pues aún más se puede refrendar el hecho del 
avance del proceso. 

Actualmente se cuenta con tres jueces de ga-
rantías penales, en Asunción, con competencia 
territorial nacional para casos de drogas. Son 
ante estos jueces, que los Fiscales Especiali-
zados recurren a efectos de solicitar ordenes 
de allanamientos, de anticipo jurisdiccional de 
pruebas, de realización de actividades investi-
gativas, entre otros.

44El Observatorio es una dependencia del Ministerio del Interior orientado al relevamiento, procesamiento y análisis de datos 

sobre la seguridad y la convivencia ciudadana, con el fin de elaborar informes que ayuden a comprender la situación actual y 

también la evolución del delito. Ministerio del Interior - http://www.mdi.gov.py/index.php/seguridad-ciudadana/item/6207-obser-

vatorio-nacional-de-seguridad-y-convivencia-ciudadana-del-ministerio-cumple-5-a%C3%B1os-de-creaci%C3%B3n
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No se cuentan con archivos estadísticos en lí-
nea, ni de acceso público, de casos de drogas. 
Cada juzgado realiza sus estadísticas según re-
querimiento de pedidos de control y/o reporte 
por parte de la Corte Suprema de Justicia, o de 
algún ente internacional que esté realizando al-
gún estudio. Ante los juzgados penales de ga-
rantías, se tramitan los pedidos de salidas alter-
nativas al proceso, ante descritas, como ser las 
suspensiones condicionales del procedimiento, 
y los juicios abreviados. 

Los juzgados de garantía, son del criterio de 
aplicación de la figura de Suspensión Condicio-
nal a los adictos, y de juicios abreviados a las 
mulas o traficantes de bajas cantidades, siem-
pre y cuando estos últimos acepten una conde-
na de cinco años de pena privativa de libertad. 
Es decir, se puede afirmar que en la aplicación 
de dichos institutos procesales, existe una sin-
tonía de trabajo entre el Ministerio Público y el 
Poder Judicial. 

Al igual que en el caso del Ministerio Público, los 
Jueces de Garantía carecen totalmente de una 
retroalimentación de los resultados de los ca-
sos en los que se aplican suspensiones condi-
cionales al procedimiento. Es decir, no reciben 
retorno alguno de los Jueces de Ejecución, sola y 
directamente si por alguna casualidad – sea de 
turno y/o por sorteo – le vuelve a caer una per-
sona que ya fue procesada anteriormente en 
dicho juzgado, se enteran de la reincidencia. O 
a contrario sensu, se enteran de la reincidencia 
cuando tienen que tramitar un caso de narco-
tráfico, y el sistema de antecedentes penales le 
informa que la persona cuenta con anteceden-
tes previos por uno o varios casos de narcotrá-
fico. 

Otra cuestión destacada por los jueces, es el 
factor de carecer de un listado oficial de entes 
autorizados y certificados – públicos o privados 
– que se dediquen a cuestiones atinentes a re-
inserción y tratamiento de adictos. No tienen 
manera de corroborar, salvo controles in situ, 
de si el lugar al cuál se le destina a un adicto pa-

ra su respectiva rehabilitación y tratamiento es 
realmente idóneo y tiene la preparación tanto 
estructural como de infraestructura necesaria. 
Este es un trabajo que precisa ser coordinado 
con el Ministerio de Salud Pública y Bienestar 
Social. 

Al no haber información directa y fiable del se-
guimiento a los casos, es prácticamente impo-
sible el determinar si existe o no una verdadera 
reinserción y si los tratamientos funcionan o no. 

En cuanto a órdenes de comiso en casos de nar-
cotráfico, estas se aplican y quedan a respon-
sabilidad de los juzgados de ejecución para su 
posterior realización. No se tiene retroalimen-
tación de dichos resultados. Se cuenta con un 
solo ejemplo de comiso autónomo aplicado a 
un caso de drogas, específicamente se aplicó 
en la causa: “Eireneu Domingo Soligo S/ Abuso 
de Doc. De Identidad, Lavado de dinero y otros” 
No. 1121 2012 5030.- Se consiguió el comiso de 
60.690 Reales, 10.700 Dólares Americanos y 
9.400 Euros, junto con armas de fuego. 

En lo que se refiere a los casos que van a Juicio 
Oral, los mismos mayoritariamente se refieren 
a tenencia de estupefacientes en cantidades 
pequeñas, es decir lo señalado anteriormente 
como “micro-tráfico”. Según datos proporcio-
nados, los promedios de penas aplicados van 
de entre cinco a ocho años de pena privativa 
de libertad para micro-traficantes, y de quince 
a dieciocho para traficantes de volúmenes im-
portantes, pudiendo incluso llegar hasta veinti-
cinco. 

La Corte Suprema de Justicia, a través de la Di-
rección General de Auditoría de Gestión Judicial, 
ha estado recabando información relativa a ca-
sos de narcotráfico, y en base a ello se ha reco-
pilado información del estado procesal de los 
casos de drogas, que están siendo procesados 
en la Capital. Así tenemos la siguiente informa-
ción cuantitativa:
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INVENTARIO DE EXPEDIENTES RELACIONADOS  AL NARCOTRAFICO DE LOS  
JUZGADOS DE GARANTIAS  DE LA CAPITAL (ENERO 2015 A OCTUBRE 2016)

Juzgados Año 2015 Año 2016
Garantías 1 7 8
Garantías 2 10 10
Garantías 3 7 12
Garantías 4 8 10
Garantías 5 7 4
Garantías 6 10 8
Garantías 7 10 7
Garantías 8 10 4
Garantías 9 4 5
Garantías 10 4 12
Garantías 11 11 8
Garantías12 0 13
Garantías 13 5 8

 ESTADO ACTUAL DE LAS CAUSAS POR PROCESADO RELACIONADOS AL 
NARCOTRÁFICO DE LOS JUZGADOS DE GARANTÍAS DE LA CAPITAL (Datos 

obtenidos del 1 al 4 de noviembre del 2016)
Rebeldía 8
Etapa preparatoria 91
Desestimación 2
Suspensión condicional de procedimiento 38
Sobreseimiento definitivo 14
Sobreseimiento provisional 22
Criterio de Oportunidad 1
Procedimiento abreviado 26
Suspensión a prueba de ejecución de la condena 10
Elevación a Juicio Oral y Público 25
Actualización de datos 1

En cuanto a la situación procesal según los casos, esta es la 
información con la que se cuenta:
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ESTADO ACTUAL DE LAS CAUSAS POR PROCESADO RELACIONADOS AL 
NARCOTRAFICO DE LOS JUZGADOS PENALES DE GARANTIAS DE LA 

CAPITAL AÑO 2015 y 2016  (Datos obtenidosde 1 al 4 de noviembre)

0%

Rebeldía

Etapa preparatoria

Desestimación

Sobreseimiento definitivo

Suspención condicional 
de procedimiento

11%

11%

4%

9%

6%

26%

39%

16%

1%

3%

Este tipo de información es útil, desde el mo-
mento en que se pueden analizar los porme-
nores de cada caso, y en base a ello diagramar 
opciones de pasos a seguir para solucionar po-
sibles inconvenientes análogos que se hayan 
dado, así como potenciar las fortaleza detecta-

das. El contar con esta información discrimina-
da, ya es un inicio por parte del Poder Judicial, 
para favorecer a mejorar los trabajos relativos al 
combate al narcotráfi co. Por cuanto esta infor-
mación estadística servirá como insumo para la 
toma de decisiones políticas. 

2.5. Instituciones con relacionamiento indirecto con la lucha al 
narcotráfico

A continuación, se pasa a describir la labor de 
instituciones públicas cuyas obligaciones y fun-
ciones no están directamente ligadas a la lucha 

contra el narcotráfi co, pero no obstante ello tie-
nen una vinculación transversal a la misma. 

2.5.1. Dirección Nacional de Aduanas
Tal y como su normativa interna lo describe: Una 
de las tareas que desempeña la Aduana nacio-
nal como todas a nivel mundial, es la de contro-
lar y fi scalizar el ingreso y egreso de mercade-
rías, bienes, y afi nes. Dicha concepción, a su vez 
puede desplegarse en las vertientes más varia-
das, como ejemplo, mercaderías lícitas e ilícitas, 
de uso dual, sujetas a prohibiciones aduaneras 
y para-aduaneras, ingresadas por lugares habi-
litados, ingresadas por lugares no habilitados, y 
muchas más45. 

Esta dependencia pública, es el frente directo 

de todo lo que ingresa, o al menos pretende ser 
ingresado, por los conductos legales y regulares 
a nivel nacional. Si bien la misma está expuesta 
de manera directa al fenómeno del narcotráfi -
co, este es uno de los tantos tipos de hechos 
punibles que la misma debe controlar dentro 
del marco de sus facultades y deberes. La DNA 
cuenta con sus propios datos incautación de 
drogas en terreno aduanero. 

Así como las instituciones ante citadas, no existe 
retroalimentación respecto al avance de los ca-
sos iniciados por parte de la DNA, pese a que la 

45Resolución DNA 561/15
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misma tiene amplia capacidad de control sobre 
todo lo ingresado al país, e incluso sobre todo lo 
que se encuentra en proceso de tránsito hacia 
el país. Existe una amplia capacidad operativa 
de la DNA dentro de su área de competencia, la 
cual aún está pendiente de ser aprovechada en 
mayor proporción en lo atinente al combate al 

tráfi co de drogas. 

Del siguiente cuadro se desprende claramente 
que la DNA cuenta con información cuantitativa 
de casos relacionados a drogas, que han sido 
detectado y/o procesados primariamente en 
zonas aduaneras.

COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA
DE INVESTIGACIÓN ADUANERA (CAJA)

Resolución DNA Nº 561/15
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1.  INCAUTACIÓNES (HISTÓRICO)*

Fecha Lugar Tipo de 
Op. Cargo Regular Hallazgo 

en Kg.
Tipo de 
Droga Destino Final

Previo a la vigencia 
del Covenio PGCC 

UNODC/OMA 
DNA, PN y SENAD

24/03/2011 Caacupemi Exp. Piedras 190,5 Cocaína Reino Unido

31/05/2011 Fénix Exp. Arroz 875 Cocaína Mozambique

Plena vigencia del 
Convenio PGCC 
UNODC/OMA, 

DNA, PN y SENAD

22/08/2012 Caacupemi Exp. Tablillas de madera 329,2 Cocaína Italia

01/02/2013 Fénix Exp. Latas de salsa de tomate 338,065 Cocaína España

18/07/2013 Fénix Exp. Maderas Aserradas 269,865 Cocaína Suiza

30/08/2014 Chaco’i Exp. Carbón vegetal 337,135 Marihuana Chile

27/05/2014 Fénix Exp. Pallet de madera 10 Cocaína Georgia

01/08/2014 Caacupemi Exp. Pisos (baldosas) 47,26 Cocaína Mozambique

21/08/2014 Fénix Exp. Arroz 847,27 Cocaína Congo

19/12/2014 Gical Imp. Yeso 369,5 Cocaína Paraguay (proveniente 
de Bolivia)

SINTESIS

TOTAL HALLAZGOS 10 Observaciones:
 * Las actividades se centran 
primordialmente sobre operaciones 
de comercio internacional regulares 
(importación/exportacion) y sobre 
cargas contenerizadas.

TOTAL HALLAZGOS DROGAS EN KILOGRAMOS 3613,795

TOTAL HALLAZGOS PESO COCAÍNA 3276,66

TOTAL HALLAZGOS PESO MARIHUANA 337,135

TOTAL HALLAZGOS 2011 1065,5

TOTAL HALLAZGOS 2012 329,2

TOTAL HALLAZGOS 2013 945,065

TOTAL HALLAZGOS 2014 1274,03

TOTAL HALLAZGOS 2015 0

TOTAL HALLAZGOS 2016 0

2. OTRAS MEDICIONES

COMUNICACIONES CON EL 
EXTRANJERO * *

AÑO CANTIDAD Observaciones:
**Corresponde a alertas o intercam-
bio de información

***Corresponde a las operaciones de 
comercio internacional que en virtud 
a indicadores de riesgo fueron selec-
cionadas del total de operaciones que 
se realizan anualmente

****Corresponde al total de unida-
des contenedoras (contenedores/
camiones)

2015 7

2016 11

ACTIVIDADES DE CONTROL

AÑO

OPERA-
CIONES 

SELECCIO-
NADAS 

* * *

CANTIDAD DE MEDIOS 
* * * *

2015 68 100

2016 91 191

Tanto la capacidad técnica, como el área de com-
petencia de la DNA debe ser tenida en cuenta 
en toda política nacional respecto al  tráfi co de 
drogas, pero quiérase o no, de manera inaltera-

ble siempre existirán ejemplos de caso de que 
pretenden introducir a través del sistema forma 
del país, todo ello de manera soslayada u oculta 
drogas o sus precursores.



PáG.

PO
LÍ

TI
CA

 N
AC

IO
NA

L S
OB

RE
 D

RO
GA

S D
EL

 PA
RA

GU
AY

 2
01

7 
A 

20
22

98 LINEAMIENTOS POLÍTICOS, ESTRATÉGICOS Y PLAN DE ACCIÓN  PARA REDUCCIÓN DE LA DEMANDA Y REDUCCIÓN DE LA OFERTA

2.5.2. Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero (SEPRELAD).
La SEPRELAD, es la Unidad de Análisis Finan-
ciero o Inteligencia Financiera (UAF- UIF), que 
son los nombres con los cuales se conoce a es-
te tipo de instituciones, a nivel mundial. Ello es 
así en virtud a las funciones que cumplen res-
pecto al procesamiento y análisis de informa-
ción financiera, todo ello destinado a detectar, 
prevenir, y/o colaborar con alguna investigación 
respectiva al tránsito de dinero de origen ilícito, 
dentro del sistema financiero local y subsecuen-
temente extranjero. 

La SEPRELAD revisa los datos remitidos por los 
sujetos obligados46, en virtud a estandartes y 

primeros de control que sirven para determinar 
lo que se podrían considerar operaciones finan-
cieras sospechosas, y que por ende deben ser 
reportadas para su análisis a profundidad. 

Durante el 2016 ya se han producido alrededor 
de dos mil reportes de operaciones sospecho-
sas (ROS), los cuales están siendo analizados. 
No se hacen análisis específicos de casos de 
narcotráfico, salvo algún pedido determinado 
del Ministerio Público, sobre ya las cuentas y 
bienes de una persona investigada y/o imputa-
da.

2.5.3. Ministerio de Justicia 
A partir del año 2014, el Ministerio de Justicia 
como tal se constituye en el ente que es hoy día, 
con la separación de roles dado por la Ley N° 
5115 de fecha 29 de Noviembre de 201347. De 
entre las funciones que incumben a esta car-
tera de Estado, el más atinente al presente es 
lo referido a la administración del sistema pe-
nitenciario, por cuanto es este Ministerio quien 
gerencia todo el sistema a nivel nacional, espe-
cíficamente bajo el Viceministerio de Política 

Criminal. 

De más está decir, que toda política criminal 
debe necesariamente basarse en información 
estadística procesada, que permita por tanto 
determinar los diversos niveles de necesidades, 
riesgos y áreas de acción, de lo contrario se tra-
bajará en compartimentos estancos. Esta afir-
mación última está fundamentada en el factor 
principal de que según datos del propio Vicemi-

46Ley 3783/09 - Art. 13.- Sujetos obligados. Quedan sujetos a las obligaciones establecidas en el presente capítulo, los siguientes 
sectores:
1. Los bancos;
2. Las financieras;
3. Las compañías de seguro;
4. Las casas de cambio;
5. Las sociedades y agencias de valores (bolsas de valores);
6. Las sociedades de inversión;
7. Las sociedades de mandato;
8. Las administradoras de fondos mutuos de inversión y de jubilación;
9. Las cooperativas;
10. Las que explotan juegos de azar;
11. Las inmobiliarias;
12. Las organizaciones sin fines de lucro (OSL)
13. Las casas de empeño;
14. Las entidades gubernamentales;
15. Las actividades y profesiones no financieras,
16. La/s persona/s física/s o jurídica/s que se dedique de manera habitual a la intermediación financiera,
17. El comercio de joyas, piedras y metales preciosos,
18. Objetos de arte y antigüedades, a la inversión filatélica o numismática; y,
19. Las que realicen actos de comercio en general, que impliquen transferencias de dineros o valores, sean éstas formales o infor-
males, de conformidad a lo establecido en esta Ley. Esta numeración no será taxativa.”
47“Que crea el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social”
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nisterio de Política Criminal, al momento de la 
realización del presente, se estaba trabajando 
en reestructurar el sistema de carga de infor-
mación y datos a nivel penitenciario, ya que el 
sistema informático con el que cuentan no está 
siendo utilizado – por motivos ya de índole tan-
to técnico como práctico.

En ese orden de ideas, se tiene que por Ejemplo 
la población penitenciaria femenina, recluida en 
Buen Pastor, está compuesta por un 75% (se-
tenta y cinco por ciento) de mujeres procesadas 
o condenadas por microtráfico de drogas. A ni-
vel de las demás penitenciarias se está traba-
jando a fin de procesar la información respecto 
a la situación procesal de cada uno de los re-
clusos, a fin de determinar cuántos procesados 
hay, cuantos convictos hay, entre otros criterios.

Según el Censo Penitenciario del año 2013, se 
tiene que existe una media de edad de 37 años 
para los reclusos involucrados en casos de te-
nencia de drogas, y que ello a su vez se debe 
analizar de forma conjunta con los hechos pu-

nibles de robo y hurto, debido a la conexidad 
existente entre los mismos, es decir muchos re-
clusos por hechos contra la propiedad fueron 
motivados a cometer dichos delitos, en función 
a una necesidad de drogas. Aunque esta afirma-
ción aún no ha podido ser del todo contrastada, 
según lo explica el propio Censo Penitenciario 
del citado año48. 

Una fenomenología, que genera una situación 
muy particular tanto a nivel nacional como in-
ternacional, se da debido a la cantidad de casos 
de personas extranjeras procesadas o conde-
nadas en Paraguay, por tráfico de drogas. Y en 
análoga situación, respecto a compatriotas pa-
raguayos que están siendo procesados o ya han 
sido condenados por narcotráfico en distintas 
partes del mundo. 

En el cuadro49 a continuación se pueden ver los 
datos de las nacionalidades, cantidades y el lu-
gar de reclusión, de los extranjeros involucra-
dos en casos de narcotráfico en nuestro país.

48http://www.ministeriodejusticia.gov.py/application/files/7914/3282/1796/Censo_Penitenciario.pdf pág. 36 y 37.
49Proveído por el Ministerio de Justicia
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ALEMANES 3 1 - 1 - - - - - 1 2 2 - - 2 12

ARGENTINOS 32 4 2 3 3 - - 2 3 10 2 - 4 13 13 91

BOLIVIANOS 15 1 - - 1 3 - 1 4 - 7 - 2 3 - 37

BRASILEÑOS 30 1 1 72 69 15 7 1 1 2 16 - - 1 11 227

BÚLGAROS 1 - - - - - - - 1 - - - - - - 2

CAMERUNESA 6 - - - - - - - - - - - - - - 6

COLOMBIANOS 14 - - - 3 - - - - - - - - - - 17

CHILENOS 8 1 - - - - - 1 - 1 1 - - - - 12

CHIPRIOTAS 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

COREANOS 2 - - - - - - - - - - - - - - 2

CROATAS 1 - 1 - - - - - - - - - - - - 2

DOMINICANOS 1 - - 1 - - - - - - - - - - - 2

ECUATORIANOS 2 - - - - - - 1 - - 1 - - 2 - 6

ESLOVACOS 1 - - - - - - - - - - - - - - 6

ESPAÑOLES 5 - - - - - - - - 1 - - - 1 - 7

GUYANA 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

JAMAIQUINOS - - - - - - - - - 1 - - - - - 1

HOLANDESA 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

HUNGARA 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

ISRAELITA 2 - - - - - - - - - - - - - - 2

ITALIANA 3 - - - - - - - 1 - - - - 1 - 5

LIBANES 3 - - 1 - - - - - - - - - - - 4

LITUANA 1 - - - - - - - 1 - - - - - - 2

MEXICANOS 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

MOZAMBIQUEÑO - - - - - - - - 1 - - - - - - 1

PERUANOS 7 - - 1 - - - - 1 2 - - 1 - 1 13

PORTUGUÉS 1 - 1 1 - - - - 1 - - - - - - 4

RUSOS 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

RUMANO - - - - - - - - - - - - - - 1 1

SIERRA LEONA 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

SURINAMES 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

TURCO 3 - - - - - - - - - - - - - - 1

UCRANIANOS 1 - - - - - - - - - - - - - - 1

URUGUAYOS 6 1 - - - - - - - - - - - - - 1

VENEZOLANOS 2 2 - - - - - - - - - - - - 1 5

TOTAL EN PENITENCIARIAS 158 7 9 80 76 18 7 6 14 18 29 2 7 21 29 481
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2.5.4. Contraloría General de la República (CGR)
Este es ente contralor de la administración del 
Estado, se encarga de auditar tanto a nivel fi-
nanciero como de gestión las diversas institu-
ciones públicas. Si bien no tienen una vincula-
ción directa con el combate al narcotráfico, su 
rol como ente de control transversal de toda la 
administración pública, la ubica en una situa-
ción de generación de información en base a 
procesamiento de datos de control, es decir, la 
CGR, bien podría facilitar a los entes investigati-
vos (Ministerio Publico, SENAD, P.N.).

A la fecha no se cuenta aún con un listado de 
Personas Políticamente Expuestas (PEP), lo cual 
complica el trabajo de control de la CGR, ya que 
al no tener una determinación de este tipo de 
funcionarios públicos, los estándares de control 

se dan de manera transversal y deben ser apli-
cados a todo el funcionariado. Sin embargo, si 
se contase con una categorización específica, 
y con estándares determinación de las mismas 
de forma regulada, pues las detecciones de po-
sibles irregularidades se podrían dar con mayor 
facilidad o al menos con el menor retraso posi-
ble. 

Dicho esto, a hoy no se cuentan con datos es-
pecíficos que puedan servir para determinar el 
involucramiento o no de algún funcionario pú-
blico – del rango que fuere – con el narcotrá-
fico, pese a haber varios ejemplos latentes de 
funcionarios de distintas reparticiones, incluida 
la CGR, que han sido capturados con drogas50. 

2.5.5. Procuraduría General de la República (PGR)
La PGR, es un órgano constitucional, creado con 
la finalidad de; representar y defender, judicial 
y extrajudicialmente los intereses patrimoniales 
de la República; dictaminar en los casos y con 
los efectos señalados en las leyes; asesorar jurí-
dicamente a la Administración Pública en la for-
ma que determine la Ley.

La misma cuenta con una Unidad Penal, encar-
gada de la recuperación de activos que fueran 
consecuencia de algún tipo de actividad ilícita y 
de la cual el Estado paraguayo tenga por ende 
derecho a su recuperación formal e incorpora-
ción al patrimonio público. 

A la fecha, se encuentran 25 inmuebles embar-

gados por casos de corrupción pública, y sobre 
los que dicha Unidad Penal, está trabajando a 
fin de obtener la restitución - tan siquiera en 
parte - del perjuicio patrimonial causado al Es-
tado. 

El rol de la PGR, y más específicamente de la 
Unidad Penal de recuperación de activos, en 
la lucha contra el narcotráfico es más bien de 
coadyuvante a los órganos encargados de la in-
vestigación penal. La ayuda institucional puede 
darse justamente en materia de recuperación 
de bienes, e investigaciones patrimoniales, res-
pecto a bienes que fueren frutos de actividades 
relacionadas al narcotráfico.

50http://www.ultimahora.com/cae-luque-piloto-avioneta-que-transportaba-cocaina-n929447.html
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3. ESTRATEGIA NACIONAL PARA LA REDUCCIÓN DE 
LA OFERTA DE DROGAS
La Estrategia Nacional de Drogas, está basada 
en un enfoque y un abordaje multidisciplinario e 
interinstitucional, apoyada y enfocada en la op-
timización de esfuerzos y recursos a través de 
la coordinación y cooperación de las distintas 
instituciones del Estado.
En lo que respecta a la reducción de oferta, se 
debe promover las capacidades y habilidades 
de las instituciones, relacionadas a la investiga-
ción, prosecución y eventual sanción de activi-
dades relacionadas con el tráfico y la oferta de 
drogas, en conjunto con los comportamientos 
problemáticos relacionados a las mismas.
La Estrategia Nacional de Drogas, en lo refe-
rente a la reducción de oferta, está enfocada 
a incrementar la eficiencia en las actividades 
y medidas orientadas a regular y controlar la 
oferta y los mercados de drogas ilegales. Uno 
de estos elementos está fundado en el factor 
de aumentar los mecanismos de control econó-
mico sobre los procesos de lavado de dinero, 
profundizando la colaboración con las autorida-
des administrativas competentes en materia de 
prevención de lavado de dinero y de acuerdo 
con los criterios internacionales establecidos 
por el GAFISUD. 
Como parte básica de la amenaza derivada del 
crimen organizado, el narcotráfico y el lavado de 
dinero relacionado, constituyen fenómenos de 
mucha importancia para dimensionar los alcan-
ces del crimen organizado, y por tanto deben 
formar parte de la estrategia nacional de lucha 
contra el narcotráfico. 
El desarrollo de mallas curriculares de prepara-
ción y capacitación, está destinado a mejorar y 
ampliar la formación de los profesionales que 
trabajan en el área de lucha contra el tráfico de 
drogas. Y ello está dado a través del incremen-
to, y el desarrollo de técnicas de investigación 
orientadas a determinar el fin de las diversas 
variables relacionadas con el tráfico y comercia-
lización de drogas. 
Así también, la presente Estrategia está alinea-
da a potenciar la evaluación y retroalimentación 

sistemática de programas y proyectos, de for-
ma tal a validar y revisar los planes de acción 
implementados, todo ello orientado a mejorar 
la eficiencia y eficacia del sistema de reducción 
de la oferta. 
Dicho esto, el enfoque temático de la Estrategia 
Nacional de Drogas, en lo relativo a la reducción 
de oferta, está basado en tres Ejes de Acción, a 
saber: Eje de Gestión de Información, Eje Ope-
rativo y Eje de Control y Seguimiento. A conti-
nuación se pasa a detallar en qué consiste cada 
uno de los ante citados ejes. 

Eje Gestión de la Información: 
Este eje está enfocado al procesamiento de 
datos e insumos que provienen de las diversas 
fuentes, sean estas públicas o privadas, nacio-
nales o internacionales. El mismo está debe es-
tar orientado al establecimiento de planes de 
acción conjuntos entre las instituciones, todo 
ello basado en el seguimiento y cumplimiento 
de recomendaciones y compromisos interna-
cionales ya asumidos por el Paraguay . 
Si bien, a la fecha existen acuerdos de coope-
ración interinstitucional, a nivel nacional, entre 
las diversas instituciones públicas, los mismos 
datan – en algunos casos – de más de diez o 
doce años de vigencia, amén de ser en su am-
plia mayoría, acuerdos de cooperación macro, 
sin enunciaciones específicas relativas a la pro-
blemática de drogas y los niveles y necesidades 
específicas, destinadas a su erradicación y/o 
combate. 
Se debe trabajar en la determinación de áreas 
de enfoque, en función a información estadís-
tica estructurada. Todo ello, necesariamente 
debe ir acompañado del establecimiento de 
un ente u órgano, oficial, responsable del aco-
pio centralizado, y procesamiento estadístico 
estructurado de toda la información relativa a 
drogas . 
No se pueden, ni deben mezclar los conceptos 
de información estadística para toma de deci-
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siones, con los de información operativa para la 
realización de actos investigativos, en el marco 
de procesos antinarcóticos. Ya que el primero 
está enfocado netamente a la recolección y pro-
cesamiento de datos, que permitan conocer la 
realidad nacional en materia de drogas, en to-
das sus variables (incluida oferta y demanda). Y 
la segunda está abocada a lo que se refiere a 
datos de “inteligencia” y/o insumos para investi-

gaciones, de persecución penal.  
Por ende es muy importante que dentro de es-
te eje, se discrimine bien las acciones relativas 
a análisis de información interinstitucional, por 
un lado está la información con fines estadís-
ticos y toma de decisiones políticas, y la otra 
para mejora de flujo de información orientada 
a recolección y procesamiento de datos de in-
teligencia, destinadas a procesos investigativos.

51Promover la reunión de datos, la investigación y el intercambio de información, así como el intercambio de mejores prácticas 

en materia de prevención y lucha contra la delincuencia relacionada con las drogas y de medidas y prácticas de reducción de la 

oferta de drogas, a fin de aumentar la eficacia de las respuestas de la justicia penal, en el marco de la ley aplicable. Resolución 

UNGASS - Consejo Económico y Social, Comisión de Estupefaciente, 59o periodo de sesiones, Viena Marzo 2016. Pag. 11 
52Se puede tener en cuenta el Observatorio Paraguayo de Drogas, dirigido por la SENAD.

Objetivos del Eje:
1. Mejora de los sistemas de procesamiento de 
datos.
1.1. Rediseño de los marcos normativos – leyes, 
decretos, resoluciones, acordadas y acuerdos 
interinstitucionales – que permitan y faciliten el 
intercambio de información, en tiempo real, en-
tre las instituciones. 
1.2. Preparación y aplicación de planes pilotos, 
de trabajo conjunto, en función al nuevo marco 
normativo de intercambio de información (inte-
ligencia interinstitucional). 
1.3. Generación de datos estadísticos, estructu-
rados y organizados (observatorio) que deter-
minen las necesidades de áreas, tanto a nivel 
regional, como temático. 
1.4. Establecimiento de parámetros de trabajo 
en función a datos e información procesada. 

2. Toma de decisiones en virtud a información 
precisa.
2.1. Generación de mapas de riesgo en base a 
información obtenida entre las instituciones.
2.2. Establecimiento de planes de acción con-
junta interinstitucional, con delimitación de 
áreas, zonas y temática de investigación. 
2.3. Determinación presupuestaria basada en 
información y evidencia comprobable.
2.4. Instauración de canales de retroalimenta-
ción de programas, proyectos y acciones, entre 
las instituciones. 
2.5. Realización de estudios e investigaciones 
que contribuyan a la determinación situacional 
de la oferta de drogas dentro del territorio na-
cional, teniendo en cuenta variables socioeco-
nómicas, culturales, laborales, etc.

Eje Operativo:
Un elemento y responsabilidad trascendental 
de las diferentes instituciones de control, pre-
vención y  lucha contra el narcotráfico (SENAD, 
Aduanas, Policía Nacional, SEPRELAD, Ministerio 
Público), está dado a través del factor de detec-
tar y desarticular las organizaciones criminales 
que buscan comerciar y/o distribuir droga den-
tro del territorio nacional, así como también 
aquellas que pretenden utilizar nuestro país co-
mo ruta de tránsito hacia terceros países. 
Paraguay, a través de su normativa interna, así 
como de sus compromisos internacionales, es-

tá abocado a prevenir y controlar el tráfico de 
drogas dentro y/o a través del territorio para-
guayo. Para el logro de este objetivo es indis-
pensable reforzar los controles y la vigilancia 
en las zonas fronterizas, incluyendo; puertos 
terrestres y fluviales, así como aeropuertos y 
pistas de aterrizaje dentro del país. Esto inclu-
ye desarrollar acciones tendientes a cubrir de-
bidamente las áreas del país, que cuentan con 
pasos no “comunes”, dando especial atención 
al fortalecimiento de la coordinación entre los 
órganos de control a los cuales les corresponde 



PáG.

PO
LÍ

TI
CA

 N
AC

IO
NA

L S
OB

RE
 D

RO
GA

S D
EL

 PA
RA

GU
AY

 2
01

7 
A 

20
22

104 LINEAMIENTOS POLÍTICOS, ESTRATÉGICOS Y PLAN DE ACCIÓN  PARA REDUCCIÓN DE LA DEMANDA Y REDUCCIÓN DE LA OFERTA

ejercer acciones, y actuaciones, en sus respec-
tivas áreas. Así también se debe dar enfoque a 
las sustancias controladas, legales, y cuyo ingre-
so al país se realiza con tendencias a una utiliza-
ción posterior, de carácter ilegal. Ej. Químicos y 
medicamentos que se utilizan como precurso-
res de drogas ilegales. 
La detección, determinación, identificación y 
búsqueda de nuevas rutas y modus operandi 
de los narcotraficantes constituye un desafío 
permanente que, en la actualidad y dado el for-
talecimiento del control en las rutas terrestres, 

genera la necesidad de acrecentar el análisis y 
vigilancia del tráfico vía aérea y fluvial. Ello inde-
fectiblemente debe ir acompañado de la pro-
moción y dotación de nuevas tecnologías y he-
rramientas a los grupos de investigación. 
Así también, se debe trabajar en base a infor-
mación estadística, como ya se señalara pre-
viamente, y ello debe incluir trabajos de campo 
orientados a determinación de mapas y perfiles 
de riesgo, tanto de personas, poblaciones como 
de localidades/zonas53. 

53Promover esfuerzos de reducción de la oferta amplios que incluyan medidas preventivas para abordar, entre otras cosas, los 

factores de la justicia penal y los factores socioeconómicos conexos que pudieran facilitar, impulsar, propiciar y perpetuar la 

delincuencia organizada y la delincuencia relacionada con las drogas.  Resolución UNGASS, op cit. Pág 11. 
54El desarrollo alternativo es un proceso destinado a reducir y eliminar el cultivo de plantas que contengan estupefacientes, así 

como sustancias sicotrópicas, mediante la adopción de medidas de desarrollo rural expresamente concebidas con tal fin; se lle-

va a cabo en el contexto de un crecimiento económico nacional sostenido y de los esfuerzos por alcanzar un desarrollo sosteni-

ble de los países que están tomando medidas contra las drogas, teniendo presentes las características socioculturales especiales 

de las comunidades  y grupos destinatarios, y estando enmarcado en una solución permanente global de la problemática de las 

drogas ilícitas. https://www.unodc.org/colombia/es/da2013/daprincipal.html

Ejemplo 1: Elaboración de perfiles; utilización de información cien-
tífica de laboratorio en apoyo a la labor operacional de las fuerzas 
del orden público en las investigaciones antidrogas, orientadas a 
establecer vínculos entre muestras de drogas, recopilar y compar-
tir sistemáticamente información física  y química sobre una incau-
tación de drogas, para detectar la composición, incluida impurezas 
a fin de vincular muestras de drogas, y establecer parámetros geo-
gráficos de posible producción.
Ejemplo 2: Establecimiento de una política de persecución, a tra-
vés, de procedimientos patrimoniales contra narcotraficantes, es-
tén o no presentes en el país. Establecimiento de criterios para 
determinación Aplicación de Comiso Autónomo.
Ejemplo 3: Promoción de proyectos y programas de desarrollo de 
cultivos alternativos54, en zonas vulnerables del país. Todo con apo-
yo de entes públicos encargados en la materia, como ser Ministerio 
de Agricultura y Ganadería, SEAM, INDERT, entre otros.

El nivel de operatividad debe ir necesariamente 
acompañado de la debida asignación de recur-
sos, presupuestarios, para estructura orgánica 
e infraestructura edilicia y de equipamientos. 
Hoy en día el crimen organizado está identifica-
do, mediante su habilidad para aprovechar las 
oportunidades que le facilita la globalización 
económica y social. Si ello se conjuga con la cre-

ciente capacidad tecnológica imperante, la cual 
ha favorecido el aumento exponencial de la ca-
pacidad para trasladar personas y mercaderías 
a través de los nuevos mecanismos de comu-
nicación, el aumento de los intercambios casi 
instantáneos de datos e información y la posi-
bilidad para transferir fondos alrededor de cual-
quier punto del planeta en cuestión de minutos. 
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El negocio de tráfico de drogas se sustenta en 
la posibilidad de lavar el dinero proveniente de 
dicha actividades. Y esto, a su vez está direc-
tamente ligado a que los recursos financieros, 
que los narcotraficantes obtienen con la venta 
de sus productos, eludan los controles legales. 
Todas las maniobras dentro del sistema finan-
ciero, producen grandes costos dentro de la 
economía global, ya que distorsionan los mer-
cados, a ello se suma los grandes riesgos y ni-
chos de corrupción que generan. 
Como bien se señalara, al momento del marco 
situacional que antecede, Paraguay cuenta con 
una Unidad de Análisis Financiero, la SEPRELAD, 
la cual en conjunto con la SENAD y el Ministe-
rio Público, está a cargo de realizar análisis de 
información financiera, tendiente a prevenir 
que el sistema financiero formal, sea utilizado  
para actividades de lavado de dinero, así como 
también colabora en los procesos de investiga-
ción de dicho tipo penal. Es imperioso seguir 
avanzando en el establecimiento de un sistema 

ágil, rápido y eficiente para prevenir el lavado 
de dinero, todo ello siguiendo los estándares y 
recomendaciones promovidos por los organis-
mos especializados internacionales tales como 
el Grupo de Acción Financiera de Sudamérica 
(GAFISUD). 
En igual sentido, se necesita progresar en lo re-
lativo al establecimiento y creación de un ente 
que esté exclusivamente destinado a la admi-
nistración de bienes incautados y decomisados, 
con particular énfasis para casos de lavado de 
activos. A la fecha existe un proyecto de ley, 
siendo discutido en el Congreso55. Se debe dar 
el debido seguimiento al mismo, a fin de lograr 
la consolidación de todo el ciclo referente al 
lavado de dinero, por cuanto ya se tiene el ala 
investigativa (SENAD, Ministerio Público, Poli-
cía Nacional, SEPRELAD), así como la represiva/
sancionatoria (Poder Judicial), ahora falta el área 
que permita la administración  y gerenciamien-
to de bienes. 

Objetivos del Eje:
1. Reducción de la oferta de drogas, a través de 
operativos antinarcóticos
1.1. Generación de trabajos operativos, en base 
a intercambio de información interinstitucional.
1.2. Establecimiento de criterios en función a 
áreas y zonas de riesgo. Planificación acorde 
con la realidad de cada una de las mismas.
1.3. Determinación de indicadores de segui-
miento, para rastreo y monitoreo e efectividad 
de las operaciones.
1.4. Replanteamiento de las incautaciones, y 
utilización de la información recabada a través 
de las mismas, para generar planes de acción 
en consecuencia, y erradicar así posibles rutas, 
carteles, y/u otro tipo de elemento conectado 
con el flujo del narcotráfico en sí.
1.5. Fortalecimiento de los órganos investiga-
tivos, a través de capacitaciones y actualiza-
ciones en materia de técnicas de investigación 
especiales. 

2. Reducción de la oferta de drogas, mediante 
investigaciones financieras y decomiso de bie-
nes.
2.1. Trabajo paralelo a los operativos antinarcó-
ticos, enfocado netamente en cuestiones patri-
moniales, y de investigación de Lavado de Dine-
ro y Bienes.
2.2. Realización de investigaciones de casos en 
donde se busque sancionar a los narcotrafican-
tes, así como a sus colaboradores en base a 
cuestiones patrimoniales, más allá de la sanción 
por narcotráfico. 
2.3. Establecimiento de un órgano encargado 
de administrar, monitorear y gerenciar todos 
los bienes que sean incautados y/o decomisa-
dos en proceso penales (con preponderancia 
los de drogas).
2.4. Fortalecimiento de los órganos investigati-
vos en materia de pesquisas financieras. 

55A la fecha, ya cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Asuntos Económicos y Financieros de la Cámara de Diputados. 

http://sil2py.diputados.gov.py/formulario/FichaTecnicaExpediente.pmf?q=FichaTecnicaExpediente%2F106447
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Eje de Control y Seguimiento:
La Estrategia Nacional sobre Drogas es, y debe 
ser siempre considerada, una política de Estado 
a lo largo del tiempo, y como tal trae aparejada la 
una responsabilidad multisectorial, e interinsti-
tucional de todos los actores y entes que partici-
pan en ella. Así, cada institución colabora desde 
sus respectivas competencias, y  compromete 
sus propios recursos, determinado prioridades, 
tareas y plazos de cumplimiento, de la acción en 
común, en pos del objetivo general establecido, 
que en este caso es el de reducción de la oferta 
de drogas, dentro del Paraguay. 
La Estrategia Nacional sobre Drogas se fortale-
ce en la medida de contar con un sistema de 
trabajo intersectorial, que facilite como ya se 
mencionó, un flujo activo de información en to-
das las áreas. Esto facilitará la toma de decisio-
nes en base a datos estadísticos, lo cual a su vez 
permitirá mejorar la eficiencia y eficacia de los 
planes de acción específicos dentro de la Políti-
ca Nacional de Drogas. 
El control y seguimiento de la información, por 
ejemplo permitirá determinar posibles nuevas 

rutas y modus operandi de los narcotraficantes. 
Situación que de por sí, es un desafío constan-
te. Así también permitirá medir la eficacia de los 
programas instalados alrededor del país, para 
poder así corregir las falencias que existiesen, 
e incrementar las fortalezas que existan. A la 
par se deben generar, constantes vínculos con 
la comunidad internacional, para hacer frente al 
fenómeno de las drogas. 
En el área de control y seguimiento, se deben 
trazar los lineamientos de medición a través de 
la determinación de línea de base de niveles de 
oferta de drogas, tanto desde la perspectiva de 
la producción local, como del tránsito. Ello per-
mitirá la elaboración de un sistema de segui-
miento operativo, para medición de resultados 
en periodos de tiempo pre-acordados. 
A la par de lo ante descrito, se deben fijar pro-
tocolos de retroalimentación periódicos, con el 
fin de realizar revisiones de metas, objetivos y 
metodología aplicada en virtud a la información 
obtenida en base a los puntos anteriores.

Objetivos del Eje:
1. Seguimiento a los planes de acción operati-
vos.
1.1. Determinación de líneas de base, para me-
dición de trabajos en antinarcóticos 
1.2. Definición de criterios de medición, en 
cuanto a periodicidad y metas fijadas.
1.3. Cruzamiento de dichas líneas de base y cri-
terios con las planificaciones operativas realiza-
das todas en función a información evidencia-
ble y comprobable. 

2. Retroalimentación interinstitucional
2.1. Establecimiento de canales de comuni-
cación directa y en tiempo real, que permitan 
ajustar los planes de acción en virtud a historias 
de éxito.

2.2. Replanteamiento de estrategias y marcos 
de actuar en programas de reducción de oferta 
de drogas, mediante información estadística.

3. Planificación presupuestaria
3.1. Preparación de propuestas institucionales 
de presupuestos, orientados a cubrir necesi-
dades estructurales y de infraestructura, en el 
combate al narcotráfico. Todo ello evidenciado 
y justificado con información que avale las ne-
cesidades.
3.2. Asignación de rubros presupuestarios en 
base a planificación plurianual de actividades y 
acciones relacionadas al combate al narcotráfi-
co. 
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TEMÁTICA DEL PLAN DE ACCIÓN PARA LA REDUCCIÓN DE LA OFERTA.
La reducción de la oferta de drogas en Paraguay 
hoy en día tiene que necesariamente pasar por 
un cambio de postura, e incluso paradigma res-
pecto a los criterios de medición de éxito, ya 
que a la fecha los logros, solo están centrados 
en las cantidades de drogas incautadas. Se de-
be trabajar en función a una verdadera reduc-
ción de la oferta como una disminución de la 
comercialización de drogas en el mercado local 
así como una reducción en distribución y tráfico 
transnacional de drogas que se genera a nivel 
local, o del cual nuestro país forma parte como 
territorio de tránsito/exportador de drogas a ni-
vel internacional. 

Las modificaciones en materia de lucha contra 
el narcotráfico deben estar enfocadas necesa-
riamente a la reducción de oferta y demanda, 
no solo a la  persecución de hechos o casos es-
pecíficos. Se precisa contar con una aproxima-
ción más integral de la problemática, es decir no 
basta con hacer mediciones en función a incau-
taciones, sino que también se tiene que traba-
jar en el contexto general de fondo. Si se insiste 
con seguir midiendo los montos y cantidades de 
incautaciones, se está meramente atacando el 
problema de manera específica y aislada. 

La reducción de la oferta precisa ser entendida 
como una política realmente encauzada a una 
problemática mucho mayor, cambiando el en-
foque a un manejo más amplio. Es decir, enca-
rar el combate, desde la producción, el tráfico, y 
a los consumidores finales. El seguimiento a la 
elaboración de drogas, no solo debe detenerse 
en la incautación,  y con ello sacar de circulación 
las drogas, sino también se tiene que abordar 
la problemática laboral, por cuanto como dijé-
ramos, actualmente existen compatriotas que 
se encuentran en estado de necesidad laboral 
y por eso recurren a “ofertas de trabajo” - en 

plantaciones de droga, o en movimiento de dro-
gas- ,y a causa de ello terminan siendo proce-
sados, a nivel local e incluso en el extranjero en 
países muy lejanos en donde las penas por nar-
cotráfico son incluso más severas que las que 
tenemos en nuestro país.

Por todo lo ante mencionado, la política de re-
ducción de la oferta debe centrarse en sistemas 
de medición que permitan realmente cuantifi-
car, no solo las cantidades de drogas sacadas 
de circulación, sino también en los mecanismo 
que se deben aplicar a fin de evitar que tales 
cantidades puedan volver a ser producidas, y 
comercializadas, así como evitar que compa-
triotas terminen siendo reclutados y/o contrata-
dos para labores relativas al narcotráfico. Todo 
ello con cruzamiento directo con respecto a los 
procesados por narcotráfico, y a sus respectivos 
niveles de reinserción o no. 

El plan de acción debe entonces estar basado 
en los siguientes puntos, los cuales se comple-
mentan con los objetivos de cada eje ante des-
cripto:
1- Reducción de las cantidades traficadas.
2- Disminución de áreas de riesgo, que generen 
zonas explotables como posibles nichos labora-
les – en narcotráfico - para paraguayos necesi-
tados. 
3- Generación de mecanismos de medición res-
pecto a la efectividad, o no, de las medidas utili-
zadas para la reinserción y rehabilitación, tanto 
de traficantes como tales, así como de adictos 
recluidos.
4- Sistema de gerenciamiento y tramitación de 
casos de narcotráfico transparente, público y 
promocionado, como una campaña nacional de 
lucha por la erradicación, o tan siquiera, dismi-
nución del narcotráfico.
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4. PLAN DE ACCIÓN 
A continuación se pasan a describir los puntos 
a tener en cuenta a fin de diseñar un plan de 
acción que permita aplicar la política nacional 
en materia de drogas, desde la perspectiva de 
la reducción de la oferta. Estos puntos están ba-
sados y fundados en los antecedentes descritos 
previamente, y que hacen a la metodología mis-
ma del presente, así como a la lógica seguida 
para su diseño. Así también se destaca el factor 
de validación que estos puntos han tenido, con 
cada una de las instituciones que han sido parte 
del trabajo de elaboración de la presente Políti-
ca Nacional de Drogas. 

Dicho esto, el presente plan de acción se divide 
en tres partes, que a su vez se parcializan en 
función a espacios de tiempo. Así tenemos las 
acciones estratégicas, que están directamen-
te relacionadas a los objetivos por ejes y que 
son de aplicación a nivel interinstitucional de 
todos los entes que formaron parte de la PND, 
así como también de aquellos que no están di-

rectamente ligados, pero que por la naturaleza 
y generalidad del tema se hallan inmersos, tan 
siquiera de forma indirecta. A continuación de 
ello, se enumeran a nivel general las acciones 
transversales macro que deben seguirse, en los 
diversos periodos de tiempo. Luego se citarán 
las acciones específicas, más directas y relacio-
nadas a algunas de las instituciones que tienen 
un rol más activo y diario en el trabajo de la 
reducción de oferta de drogas. Y por último, la 
división de parcialidad temporal, aplicable a las 
recomendaciones transversales, es entendida 
en función al tiempo necesario para la imple-
mentación de las recomendaciones, entendida 
la parcialización en: corto, mediano y largo pla-
zo, colocadas en orden descendente siendo las 
más importantes ubicadas inicialmente. 
 
A continuación se citan y explican las activida-
des y metas esperadas, para los objetivos de 
cada eje56.

56Solo se enumeran los objetivos macro que engloban al resto de los mismos. 
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Objetivos Eje Gestión de la Información
Objetivos 1: Mejora de los sistemas de procecamiento de datos

Líneas de acción Descripción de las principales actividades Metas 2022

1.1. Modificación del 
marco normativo.

Revisión de toda la legislación vigente en ma-
teria de drogas, a nivel de fondo y forma. 
Recopilación y derogación de todos los con-
venios interinstitucionales existentes.
Redacción de nuevos convenios interinstitu-
cionales en materia de manejo de informa-
ción. 

Todas las instituciones in-
volucradas en la lucha con-
tra el narcotráfico, de ma-
nera directa e indirecta, se 
encuentran trabajando en 
forma conjunta.

1.2. Preparación de 
Planes Piloto de tra-
bajo conjunto

Se diseñan e implementan planes de prueba 
de eficacia y eficiencia de trabajo conjunto. 
Para luego replantear o modificar la norma-
tiva según necesidades detectadas.

Planes pilotos concluidos, 
sistemas de procesamien-
to de información consoli-
dados.

1.3 Generación de 
datos estadísticos 
estructurados y 
organizados.

Se replantea el sistema de acopio y procesa-
miento de información. Se generan criterios 
de niveles de datos precisados, y se trabaja 
en la consolidación institucional de que cada 
ente genere y procese su información en ba-
se a los criterios pre-definidos. 

Obtencion de datos esta-
dísticos en tiempo real, y 
actualizados al momento. 
Generación de informa-
ción relevante para el país, 
tanto para la toma de de-
cisiones de política en ma-
teria de drogas, así como 
también ser un indicador 
internacional de medición 
de logros. 

Objetivos 2: Toma de decisiones en virtud a información precisa.

2.1 Generación de 
mapas de riesgo en 
base a información 
obtenida entre las 
instituciones.

Establecimiento de mapas de riesgo, post 
proceamiento de datos obtenidos mediante 
la cooperación interinstitucional 
Los mapas de riesgo están elaborados en 
virtud a las especificidades y particularida-
des de cada institución, pero todos concate-
nados de forma tal a determinar los niveles 
de involucramiento y responsabilidad de ca-
da institución para cada actividad y línea de 
acción.

Todas las instituciones 
cuentan con sus respec-
tivos mapas de riesgos, 
todos ellos a su vez inter-
conectados y concatena-
dos en un mapa de riesgo 
macro que abarque a todo 
el país, dividido en sus res-
pectivas zonas.

2.2 Determinación 
Presupuestaria ba-
sada en información 
y evidencia compro-
bable.

Los lineamientos presupuestarios de cada 
institución involucrada en la reducción de 
la oferta de drogas, se prepararán y redac-
tarán en virtud a datos y estadística que 
demuestre las necesidades y justifique las 
partidas presupuestarias, todas ellas orien-
tadas en función a resultados producidos, y 
busqueda de producción de más y mayores 
resultados.

Todos los presupuestos 
institucionales estarán 
siendo redactados en ba-
se a información, conteste 
y precisa que los justifique 
a nivel técnico y operativo.
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Objetivos Eje Operativo
Objetivos 1: Reducción de la oferta de drogas, a través de operativos antinarcóticos

Líneas de acción Descripción de las principales actividades Metas 2022

1.1. Generación de 
trabajos operativos, 
en base a intercam-
bio de información 
interinstitucional.

Instituciones trabajarán en la preparaicón 
de planes de acción operativos, basados 
en la información que cada una pueda 
proveer, de forma tal a facilitar la labor in-
teragencial.
Se establecerán Grupos de trabajo, o gru-
pos de tarea conjunta interinstitucional.  

Todas las instituciones invo-
lucradas en la lucha contra 
el narcotráfico, de manera di-
recta e indirecta, se encuen-
tran trabajando en base a es-
tandares de intercambio de 
información y recursos. 
Ya se han creado, y están fun-
cionando Grupos de tarea 
conjunta, distribuidos a nivel 
nacional, y la configuración 
del equipo está dada según 
cada realidad regional.

1.2.Fortalecimiento 
de los órganos in-
vestigativos, a través 
de capacitaciones y 
actualizaciones en 
materia de técnicas 
de investigación es-
peciales.

1.2.Fortalecimiento de los órganos inves-
tigativos, a través de capacitaciones y ac-
tualizaciones en materia de técnicas de 
investigación especiales.

Todas las instituciones invo-
lucradas en la lucha contra 
las drogas, estarán teniendo 
capacitaciones permanentes 
en temas relativos a la actua-
lidad en materia de preven-
ción, investigación y prosecu-
ción de casos de drogas.  

Objetivos 2: Reducción de la oferta de drogas, mediante investigaciones financieras y decomiso 
de bienes.

2.1 Trabajo paralelo 
a los operativos anti-
narcóticos, enfocado 
netamente en cues-
tiones patrimoniales, 
y de investigación de 
Lavado de Dinero y 
Bienes.

Establecimiento grupos de investigación 
patrimonial, dedicados neta y plenamente 
al rastreo de bienes y fondos provenien-
tes de actividades relacionadas al narco-
tráfico.
Persecución penal del patrimonio ilíicito 
obtenido a través de actividades relativas 
al narcotráfico

Investigaciones y casos ex-
clusivamente relacionados a 
lavado de dinero y bienes del 
narcotráfico, siendo conclui-
dos, y tramitados.

2.2 Establecimiento 
de un órgano encar-
gado de administrar, 
monitorear y geren-
ciar todos los bienes 
que sean incautados 
y/o decomisados 
en proceso penales 
(con preponderancia 
los de drogas)..

Creación de un ente público encargado 
de la adminsitración de los bienes incau-
tados y decomisados.

Bienes incautados y/o deco-
misados en casos de narco-
tráfico, y otros que involucren 
el decomiso de bienes, sien-
do plenamente adminsitra-
dos por un ente encargado a 
tiempo completo a ello.
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Objetivos Eje Control y Seguimiento
Objetivos 1: Seguimiento a los planes de acción operativos.

Líneas de acción Descripción de las principales acti-
vidades

Metas 2022

1.1.Determinación de 
líneas de base, para 
medición de trabajos 
en antinarcóticos

Instituciones trabajarán en la pre-
paración de planes de líneas de ba-
se, en función a un diagnóstico si-
tuacional de cada una, que permita 
delimitar y así medir los progresos 
por cada area.   

Todas las instituciones involucra-
das en la lucha contra el narcotrá-
fico, de manera directa e indirecta, 
se encuentran trabajando en base 
a estandares de intercambio de in-
formación y recursos. 
Ya se han creado, y están funcio-
nando Grupos de tarea conjunta, 
distribuidos a nivel nacional, y la 
configuraciónd el equipo está dada 
según cada realidad regional. 

1.2 Cruzamiento de 
líneas de base y cri-
terios con las plani-
ficaciones operativas 
realizadas todas en 
función a informa-
ción evidenciable y 
comprobable

Las instituciones elaborarán sus li-
neas de base, teniendo en cuenta 
sus propios datos institucionales, 
junto con los de las demás institu-
ciones, para así sacar planes macro 
de política de acción, y luego de ello 
planes específicos por institución y 
área.

Las instituciones trabajando en 
función a planificaciones hechas 
en virtud a información compartida 
entre las mismas

Objetivos 2: Retroalimentación interinstitucional
2.1 Establecimiento 
de canales de co-
municación directa 
y en tiempo real, que 
permitan ajustar los 
planes de acción en 
virtud a historias de 
éxito.

Instituciones crearan redes de inte-
racción y comunicación mutua que 
les permita tener acceso directo 
unas con otras, a sus respectivas 
bases de datos.
Planteamiento de una intranet, o 
red de comunicación interinstitu-
cional.

Red de trabajo e intercomunicación 
interinstitucional instalada y funcio-
nando. 
Casos de narcotráfico siendo inves-
tigados en función a datos obteni-
dos mediante la red de intercomu-
nicación. 

Objetivos 3: Planificación Presupuestaria
3.1 Preparación de 
propuestas institu-
cionales de presu-
puestos, orientados 
a cubrir necesidades 
estructurales y de 
infraestructura, en 
el combate al narco-
tráfico. Todo ello evi-
denciado y justifica-
do con información 
que avale las necesi-
dades.

Las instituciones trabajarán en la 
preparación de sus propuestas pre-
supuestarias, basados en informa-
ción obtenida mediante la gestión 
eficiente de sus datos, lo que les 
permitirá justificar cada rubor solici-
tado en base a información precisa 
de resultados obtenidos, o espera-
dos de obtener con dichas partidas 
presupuestarias.

Todos los presupuestos públicos, 
relativos al combate al narcotráfico, 
tendrán su respectivo respaldo do-
cumental y evidencial que justifique 
las asignaciones respectivas.
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Planificación macro de acciones transversales

Acciones Específicas por Institución

Acciones
Transversales

Corto Plazo 2017
Mediano Plazo 2018- 

2020
Largo Plazo 2020 - 

2022
Modificación del mar-
co normativo. 
Incluye legislación po-
sitiva vigente, de fon-
do y forma. Así como 
instructivos de aplica-
ción. 

Revisión de las modi-
ficaciones hechas al 
marco normativo, rea-
lización de ajustes en 
base a las metas.

Consolidación de las 
modificaciones del 
marco normativo.

Establecimiento de 
directrices de trabajo 
interinstitucional, en 
función primigenia ba-
sada en compartir in-
formación y datos.
Revisión de todos los 
tratados y acuerdos 
de cooperación inte-
rinstitucional, actua-
lización y derogación 
de los que estén en 
desuetudo.

Consolidación del tra-
bajo interinstitucio-
nal, relevamiento de 
resultados e historias 
de éxito. Retroalimen-
tación de modus de 
trabajo.

Permanencia en el 
tiempo del trabajo in-
terinstitucional, cam-
bio de visión y enfo-
que.

Ajuste de metas en 
función a datos esta-
dísticos.

Revisión de cumpli-
miento de las metas. 
Determinación de 
nuevas líneas de base 
de medición.

Continuidad en el me-
canismo de trabajo, en 
base a criterios de me-
dición.

Delimitación de planes 
específicos por áreas.

Cruzamiento de medi-
ciones, para determi-
nación de efectividad.

Mejoramiento de la 
eficiencia y efectividad 
del sistema.

Inicio de planes pilo-
tos, en función a las 
metas y planes deter-
minados.

Seguimiento de los 
planes, y contrasta-
ción de niveles de eje-
cución y pertinencia.

Afianzamiento de pla-
nes de acción, fijados 
en base a las metas 
anteriores.

En la República del Paraguay, está vigente el 
decreto N° 10750, que declara como prioridad 
nacional la ejecución de operativos, a nivel inte-
rinstitucional, de control para la prevención de 
ilícitos migratorios, fiscales, aduaneros, lavado 
de dinero y financiamiento del terrorismo, así 
como también tráfico de drogas y armas. 
Para esta tarea interinstitucional e interdisci-
plinaria, según consta en el decreto, fue invo-

lucrado el Ministerio del Interior, a través de 
su Viceministerio de Seguridad Interna. Otras 
instituciones afectadas en estas tareas son la 
Secretaría de Prevención de Lavado de Dine-
ro o Bienes (SEPRELAD), la Secretaría Nacional 
Antidrogas (SENAD), la Dirección General de 
Aduanas, la Dirección Nacional de Aeronáutica 
Civil (DINAC), el Banco Central del Paraguay, la 
Subsecretaría de Estado y Tributación, la Direc-
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SENAD Instituciones responsables

1. Actualización de la ley de drogas vigente57. 
Congreso Nacional, SENAD, Ministerio Público, 
Poder Judicial y Policía Nacional.

2. Adecuación de las normas reglamentarias a 
las nuevas leyes

Presidencia de la República, SENAD, Policía Na-
cional.

3. Ley orgánica del Agente especial antidrogas 
u orgánica de la SENAD.

Congreso Nacional, SENAD

4. Desarrollo de Manual de funciones por 
Áreas/dependencias

SENAD, cooperación internacional -      UNODC, 
USAID, GTZ.

5. Mejoramiento de RRHH: número insuficiente 
de personal operativo, para cobertura nacio-
nal; 
aumentar número de oficinas regionales

SENAD, Congreso Nacional, Presidencia de la 
República.

6. Capacitación permanente, en materia del 
combate al narcotráfico y lavado de dinero.

SENAD, Ministerio Público, Pode Judicial, Coo-
peración Internacional.

7. Mejoramiento de salarios, establecimiento 
de escalafón, infraestructura edilicia, descen-
tralización de áreas misionales.

SENAD, Congreso Nacional, Presidencia de la 
República.

8. Elaboración de presupuestos que reflejen las 
necesidades y prioridades institucionales.-

SENAD, Presidencia de la República, Congreso 
Nacional

9. Infraestructura edilicia y descentralización
SENAD, Presidencia de la República, Congreso 
Nacional

ción de Material Bélico (DIMABEL), y la Armada 
Nacional. Teniendo en cuenta la experiencia 
acumulada, la presente iniciativa dentro de la 
Estrategia tiene por objeto dejar asentada la ne-
cesidad de asegurar la continuidad en el tiempo 
de los esfuerzos interinstitucionales realizados. 
Con dicho antecedente, entre las actividades 
principales a desarrollar se encuentran la crea-
ción de una mesa de trabajo permanente entre 
las organizaciones de seguridad encargadas de 
la lucha contra el narcotráfico; así como tam-
bién la evaluación y diagnóstico de aquellas 
zonas geográficas que requieran una atención 
prioritaria de acción –a efectos de promover el 
desarrollo de programas de seguridad ciudada-
na preventiva integrales. En términos de evalua-
ción, el presente programa medirá su eficacia, 

tomando como indicador de proceso principal 
a la cantidad de acciones realizadas en el com-
bate al narcotráfico en forma conjunta entre las 
instituciones competentes –ya sea a través de 
tareas netamente operativas, acciones logísti-
cas, y/o intercambio de información. 
Por otra parte, para la verificación del desarrollo 
exitoso del programa, la presentación pública 
de modo regular acerca de resultados obteni-
dos por procedimientos conjuntos será el tes-
timonio más representativo de la coordinación 
interinstitucional efectiva.
A continuación se pasan a enlistar las respecti-
vas acciones que deben ser emprendidas, y en 
paralelo con las instituciones responsables de 
ello. 

57Actualmente en estudio en comisión de lucha contra el narcotráfico de diputados.
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Ministerio Público – Unidad Especializada Instituciones Responsables
1. Asignación de Fiscales de Ejecución, a la Uni-
dad Especializada de lucha contra el Narcotrá-
fico. Designados para trabajar exclusivamente 
en el seguimiento de los casos de narcotráfico 
en instancias de ejecución judicial.

Fiscalía General del Estado, Congreso Nacional.

2. Establecimiento de postura institucional, y 
definición de cómo encarar casos de adicción, 
sobre todo ante personas reticentes al someti-
miento a tratamiento.

Fiscalía General del Estado, Unidad Especializa-
da.

3. Actualización de la Ley 1340/88 y 1881/02, 
mejoramiento de marcos penales, replantear 
por completo ambas leyes, revisar las tasacio-
nes de limitación de tenencia según tipo de 
narcótico. Legislar en materia de crimen orga-
nizado, de forma específica.

Congreso Nacional, Unidad Especializada, SE-
NAD, Policía Nacional.

4. Revisión de la normativa Procesal Penal, in-
clusión de figuras de investigación penal es-
pecializada, como ser particular encubierto y 
participe, figura del informante, protección de 
testigos, establecimiento de la figura del agente 
(SENAD y Policial) provocador, sistema de vigi-
lancia electrónica, e investigaciones informáti-
cas.

Congreso Nacional, Unidad Especializada, SE-
NAD, Policía Nacional.

5. Establecimiento de orientaciones de investi-
gaciones de carácter patrimonial y financiero.

Fiscalía General del Estado, Unidad Especializa-
da, SENAD, SEPRELAD.

6. Generación de un grupo de tarea conjunta 
que trabaje en todas las aristas del narcotráfi-
co, inclusión de autoridades del sector de con-
trol financiero, aduanero, fronterizo, portuario, 
aéreo y tributario.

Fiscalía General del Estado, Unidad Especiali-
zada, Aduanas, SENAD, SEPRELAD, SET, Minis-
terio del Interior, Migraciones, Policía Nacional, 
Poder Judicial (Registros Públicos, Registro del 
Automotor, Antecedentes Penales), Catastro, 
Prefectura Naval,  Poder Judicial,

7. Entrenamiento de analistas de información 
de la SENAD y fiscales, para mejora de trabajo 
en equipo.

Unidad Especializada, Centro de Entrenamien-
to del Ministerio Público, Centro de Entrena-
miento SENAD, Cooperación Internacional.

8. Determinación de protocolos, y buenas prác-
ticas en manera de análisis de información  y 
recolección de inteligencia dentro de los pará-
metros legales.

Unidad Especializada, SENAD, Policía Nacional, 
Cooperación Internacional.
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Poder Judicial Instituciones Responsables.
1. Definición de un listado de entes autorizados, por el 
M.S.P.B.S. para realizar tratamiento de rehabilitación a 
adictos.

Poder Judicial, M.S.P.B.S.

2. Revisión de la normativa de fondo, en específico a 
lo atinente a la descripción de los tipos penales y las 
penas en sí (los concursos elevan las penas en dema-
sía las penas, en contraste con otros tipos penales, de 
igual o mayor gravedad). Inclusión de la figura del “arre-
pentido”.

Poder Judicial, Congreso Nacional.

3. Determinación de un sistema de administración de 
los bienes que hayan sido decomisados dentro de un 
proceso de narcotráfico.

Poder Judicial, Congreso Nacional, Mi-
nisterio Público, SENAD, Policía Nacio-
nal.

4. Establecimiento de protocolos para aplicación del 
Art. 26058 del Cód. Procesal Penal.

Poder Judicial, Ministerio Público.

5. Generar mallas curriculares especializadas en mate-
ria de narcotráfico, orientadas a la legislación vigente 
en la materia, y a sus eventuales modificaciones.

Poder Judicial, Centro de Entrenamien-
to del Ministerio Público, Centro de En-
trenamiento de la SENAD, ISEPOL.

6. Preparación de mecanismo de seguimiento de casos 
que obtienen salidas alternativas, para contrastar con 
posibles reincidencias y establecer si existe o no mejo-
ría a través de los tratamiento de rehabilitación.

Poder Judicial, Ministerio Público.

7. Participación, tangencial como órgano de orienta-
ción y consulta; jurídica-judicial, dentro del grupo de 
tarea conjunta de lucha contra el narcotráfico, con el 
rol de establecer los parámetros de legalidad que se 
deberán seguir por dicho grupo, a fin de garantizar la 
legalidad y validez procesal de los casos investigados.

Poder Judicial, Ministerio Público, 
SENAD, SEPRELAD.

8. Definición de un mecanismo de ejecución de fianzas 
personales, a la fecha no se ejecutan

Poder Judicial, Congreso Nacional.

Ministerio del Interior - Policía Nacional Instituciones Responsables.
1. Consolidación de los sistemas de manejo y adminis-
tración de información que está preparando el Minis-
terio en conjunto con la Policía Nacional.

Ministerio del Interior, Ministerio Públi-
co, Presidencia de la República.

2. Establecimiento de un enlace con el Ministerio Públi-
co y la Dirección de Asuntos Internacionales, así como 
con el Ministerio de Relaciones Exteriores, para mane-
jo de casos transnacionales, en particular en lo que a 
cooperación internacional se refiere.

Ministerio del Interior, Ministerio Públi-
co, Ministerio de Relaciones Exteriores.

3. Mejoramiento del mecanismo de investigación y se-
guimiento de casos dentro la Policía Nacional, a través 
de Asuntos Internos.

Ministerio del Interior, Policía Nacional, 
Ministerio Público – Unidad de Delitos 
Económicos y Anticorrupción.

58Artículo 260. MEDIDAS CAUTELARES REALES. Las medidas cautelares de carácter real serán acordadas por el juez penal, a 

petición de parte, para garantizar la reparación del daño. El trámite y resolución se regirá por el Código Procesal Civil. 
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4. Determinación de capacitación constante, en mate-
ria de drogas, y en concordancia con las demás insti-
tuciones involucradas en el ámbito de reducción de la 
oferta del narcotráfico.

Ministerio del Interior, Ministerio Públi-
co, SENAD, SEPRELAD, M.S.P.B.S.

5. Designación de un equipo del Ministerio del Interior, 
que trabaje directamente con las demás instituciones 
encargadas en la lucha contra el narcotráfico.

Ministerio del Interior, SENAD, Ministe-
rio Público, Policía Nacional.

6. Consolidar y fomentar la aplicación de la Ley 1337/97 
– “De Defensa Nacional y Seguridad Interna”.

Presidencia de la República, Ministerio 
Público, SENAD, SEPRELAD.

Ministerio de Justicia Instituciones Responsables
1. Actualización de la base de datos del sistema peni-
tenciario, con inclusión de parámetros respecto a la 
situación procesal de las personas recluidas, sean por 
prisión preventiva o condena en tema de drogas, así 
como determinación de reclusos adictos.

Ministerio de Justicia, Poder Judicial, Mi-
nisterio Público.

2. Establecimiento de un protocolo de acción, y even-
tual firma de convenios de cooperación internacional 
con países con los que existe conexidad de casos de 
narcotráfico y reclusos, es decir con países en los que 
hayan paraguayos detenidos por narcotráfico, y cuyos 
nacionales de dicho país también estén recluidos en 
Paraguay por temas análogos. Buscar trabajar a nivel 
internacional para hacer repatriaciones mutuas.

Ministerio de Justica, Ministerio de 
Relaciones Exteriores, Secretaría de 
Repatriados.

3. Utilizar la experiencia actual que el Ministerio tiene 
en materia de programas de prevención y lucha contra 
trata de personas, y aplicar las lecciones aprendidas en 
dichos programas al área de narcotráfico.

Ministerio de Justicia, Ministerio Públi-
co, Ministerio del Interior, Ministerio de 
Relaciones Exteriores.

4. Generar protocolos de trabajo con centros de reha-
bilitación de adictos, sean estos dentro de los centros 
penitenciarios o fuera de los mismos.

Ministerio de Justicia, ONG ś, M.S.P.B.S.

Cada una de las acciones enlistadas, puede ser 
tenida en cuenta como marco referencial para 
la medición del avance y aplicación, o no, de la 
Política Nacional de Drogas. Depende del nivel 

de compromiso y voluntad política del Estado 
paraguayo, para efectivizar la presente Política 
Nacional de Drogas. 
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ANEXOS
Instituciones que han sido parte del relevamiento de datos y en-
trevistas para el componente reducción de la oferta. 
Se han mantenido reuniones de relevamiento e intercambio de datos e información, con funcio-
narios de las siguientes instituciones: 
- Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD) 
- Ministerio de Justicia – Viceministerio de Política Criminal
- Ministerio del Interior
- Poder Judicial – Juzgados de: Garantía y Sentencias
- Ministerio Público – Unidad Especializada en la Lucha contra el Narcotráfico
- Ministerio de la Defensa Pública
- Ministerio de Hacienda Subsecretaría de Estado de Tributación
- Banco Central del Paraguay
- Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero y Bienes (SEPRELAD)
- Dirección Nacional de Aduanas
- Secretaría Nacional Anticorrupción (SENAC)
- Contraloría General de la República (CGR)
- Procuraduría General de la República (PGR)
- Policía Nacional59 Departamento Antinarcóticos 
- Drug Enforcement Administration (DEA)

59A la fecha del presente, aún está pendiente de realización la entrevista. 

“Para UNODC ha sido cumplir con su mandato colaborar con el desarrollo de la Política Nacional 
sobre Drogas brindando su apoyo administrativo, logístico y técnico. Sin embargo, la Política que se 
presenta en esta publicación es el producto del esfuerzo del Estado paraguayo, siendo aprobada 
por la República del Paraguay”.




